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Preliminares 


| compendio se integra con todas las publicaciones realizadas por la unidad 

académica de investigaciones jurídicas, Mentes penales, Pensamientos de 

derecho civil y procesal civil, Memoria jurídica y Gaceta del Poder judicial del 
estado de Guanajuato desde sus inicios el 12 de septiembre de 2017 a la fecha. 


Contiene dos diferentes formas de localizar la información, acorde al autor y 
por ejes temáticos. 


Se reitera que los escritos son responsabilidad de sus autores y no 
necesariamente representan el punto de vista del poder judicial del estado de 
Guanajuato, el que se desliga de cualquier responsabilidad que se pudiera causar. 
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Abreviaturas, siglas y latinismos empleados 


Art. (arts.) 
Cfr. 
common law 
CPFM 
CPEUM 


CNPP 


Dr. 

ed. 

exp- 

Lic. 

LGV 

MJA 

Mtro. (a) 
NNA 

No. N?. Num. 
passim. 

p (pp.) 

ss. 

(sic) 

Vid. (vid in extenso) 
vol. 


Artículo (artículos) 

Confrontar 

derecho común anglosajón 
Constitución política federal mexicana 
Constitución política de los Estados 
Unidos Mexicanos 

Código nacional de procedimientos 
penales 

Doctor 

edición 

expediente 

Licenciado (Licenciada) 

Ley general de víctimas 

Maestro en justicia administrativa 
Maestro (Maestra) 

Niñas, niños y adolescentes 

Número 

en varias partes 

página (páginas) 

siguientes 

cita textual 

Ver (ver ampliamente) 

volumen 
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El monumento a la paz, de Guanajuato, Guanajuato 
Lic. Rafael Rosado Cabrera. 


no de los monumentos más icónicos de la ciudad de Guanajuato es, sin lugar 
a dudas, el dedicado a la paz, ubicado en la plaza del mismo nombre —antaño 
conocida como p/aza mayor—, donde se erige, desde el año 1903, como una 
ofrenda del estado de Guanajuato a la paz -pax porfiriana, si se lee entre líneas. 
N 
La ciudad de Guanajuato se vio particularmente engalanada por la obra pública a 
porfiriana, dándose la ocasión para que, en 1903, la visita presidencial inaugurara, 
aparte del mencionado monumento, el teatro Juárez, y el palacio Legislativo —actual 


museo Palacio de los Poderes.” 


El monumento a la paz, según lo descrito por Crispín Espinosa, fue inaugurado 
cuando Porfirio Díaz ”(...) tocó [...] un botón eléctrico colocado de antemano en el 
balcón que en aquel momento ocupaba, y a que este toque cayó el velo que cubría la 
hermosa estatua de la Paz (...).”? 


1 Martínez Delgado, Gerardo: La readaptación urbana de Guanajuato a finales 
del siglo XIX y los inicios del XX: grandes intervenciones, economía, tecnología 
y formas de financiamiento. Oficio. Revista de historia e interdisciplina, (11), 
33-64. (2020). https://doi.org/10.15174/orhi.v0i11.139 


2 Espinosa, Crispín: Efemérides Guanajuatenses o sean nuevos datos para 
contribuir a la formación de la historia de la Ciudad de Guanajuato. Recurso digital 


disponible en  http://simurg.bibliotecas.csic.es/view/990002499700204201 
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El mismo autor detalla que el monumento está conformado por una estatua de 
la paz, un genio del trabajo, un genio de la ciencia, ramos de olivo, un trofeo decorativo 
y un pedestal y esfera de mármol. Se detalla que el costo de la obra ascendió a un 
total de $27,619.93.* 


Dela autoría del escultor hidrocálido Jesús Fructuoso Contreras, la significación 
del monumento, es más compleja. Patricia Pérez Walters, citada por Rodrigo Gutiérrez 
Viñuales, señala que el conjunto escultórico refleja a ”(...) Una mujer, la guerra, en 
actitud de descanso y con el rostro doliente, aparece dominada por dos niños: el 
trabajo y la ciencia, y completa la alegoría el siguiente trofeo guerrero que se ve detrás 
del artístico grupo: una cureña de cañón, rota y varias granadas abiertas adheridas al 
chapitel. En los cascos de dos de ellas anidan unas palomas, con lo cual se significa 
perfectamente que hace mucho que el estampido del cañón guerrero, no suena, por 
ventura, en nuestro suelo. El remate del monumento lo forma una hermosa mujer 
vistiendo túnica y calzando coturno, que coronada de laureles lleva una palma en la 
mano y apoya su planta en una esfera de mármol que descansa sobre el grupo (...).”* 


V2/efemerides-guanajuatenses-o-sean-nuevos-datos-para-contribuir-a-la- 
formacion-de-la-historia-de-la-ciudad-de-guanajuato-vol-2 consultado el 23 de 
enero de 2023. 


3 Espinosa, Crispín: Efemérides Guanajuatenses o sean nuevos datos para 
contribuira la formación de la historia de la Ciudad de Guanajuato. Recurso digital 
disponible en  http://simurg.bibliotecas.csic.es/view/990002499700204201 
V2/efemerides-guanajuatenses-o-sean-nuevos-datos-para-contribuir-a-la- 
formacion-de-la-historia-de-la-ciudad-de-guanajuato-vol-2 consultado el 23 de 
enero de 2023. 


4 Gutiérrez Viñuales, Rodrigo: Monumento conmemorativo y espacio público en 
Iberoamérica. Recurso digital disponible en https://www.ugr.es/—rgutierr/PDF2/ 
LIB%20011.paf consultado el 23 de enero de 2023. 

Cabe destacar que, el elemento que Pérez Walters señala como “la guerra”, 
otros lo señala como Marte, el dios de la guerra. 


18 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Algunas reflexiones en torno a los casos de "la manada y 
los porkis” 


Mtro. Jorge Eduardo Ortiz García 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Del-Dom de este 
compendio 
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Juzgar con perspectiva de género 
Juez Mauricio Wilfrido Cruz Navarrete 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Fam-Hom de este 
compendio 
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Prevención 
Lic. Floscello Granados Martínez 


a prevención en materia laboral es una figura que pretende salvaguardar los 

derechos de los trabajadores dentro del juicio laboral, en atención al principio de 

tutela procesal; sin que tal situación rompa la imparcialidad jurisdiccional, pues 
aquella se debe acotar a señalar los puntos respecto de los cuales no existe claridad 
en la demanda, ya sea por contradicciones o por omisiones, para que sea el propio 
trabajador quien regularice su demanda. 


Cabe señalar que la tarea de prevenir al trabajador se confiere al secretario 
instructor, al ser éste el encargado de tramitar la fase escrita del procedimiento. 


Esta figura se encuentra contemplada en el artículo 873 de la ley federal del 
trabajo, la cual concede un plazo de tres días al trabajador para que subsane las 
irregularidades advertidas por el tribunal, siempre que se trate de las prestaciones 0 
hechos en los cuales el trabajador pretende sustentar su demanda. 


El citado artículo apercibe al trabajador de que, en caso de no subsanar su 
demanda, esta se subsanará de oficio por el tribunal, con base en el material probatorio 
que hubiere acompañado a su demanda y de conformidad con las normas del trabajo. 
No obstante, existen cuestiones que son material o jurídicamente imposibles de 
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subsanarse, siendo el caso de la documentación indispensable para la tramitación 
de un juicio, como lo es la constancia de no conciliación, la cual, a raíz de la reforma 
en materia laboral del año 2019, es un requisito indispensable para acudir a juicio 
(salvedad de los casos exentos que establece el artículo 685 ter de la ley federal del 
trabajo). 


Es entonces que la prevención en materia laboral reviste una importancia 
preponderante, al grado que su omisión puede constituir una violación procesal que 
afecte las defensas del quejoso y trascienda al resultado del fallo. Un ejemplo de ello 
se da cuando se reclama un riesgo de trabajo, pues en caso de que no se establezcan 
con precisión, en el escrito de demanda, los hechos en que el trabajador sostiene 
su acción, o bien lo hace de forma deficiente, el tribunal se encuentra obligado a 
prevenirlo, de lo contrario, se actualiza una violación procesal que puede trascender 
al resultado del fallo.* 


1 Jurisprudencia 2a./J. 59/2007, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, visible en la Novena Época del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Tomo XXV, Mayo de 2007, página 894, con registro 
digital 172526, de rubro “ENFERMEDAD PROFESIONAL. LA OMISIÓN DE 
LA AUTORIDAD DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE PRECISE 
EN SU DEMANDA LAS ACTIVIDADES DESEMPEÑADAS, LA EMPRESA O 
ESTABLECIMIENTO Y EL TIEMPO EN QUELAS DESARROLLÓ, CONSTITUYE 
UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE DA LUGAR A LA REPOSICIÓN DEL 
PROCEDIMIENTO.” 
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Plazos del sistema penal acusatorio mexicano 
Los márgenes temporales de la actividad procesal penal. 
El principio d/es quo 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 
A manera de introducción 


n plazo, en términos legales es un lapso de tiempo dentro del que se debe 
realizar una actividad y, en materia procesal penal, su regulación inicia con el 
artículo 94 del código nacional de procedimientos penales. 


Plazos 


Para computar los plazos legales se cuentan días naturales si se trata de actos 
relativos a providencias precautorias, puesta del imputado a disposición del órgano 
jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, formulación de la imputación, 
resolver sobre la procedencia de las medidas cautelares en su caso y decidir sobre la 
procedencia de la vinculación a proceso. 


El resto de los actos se cuentan por días hábiles excluyendo los sábados, 
los domingos y los días que sean determinados como no laborables por los diversos 
ordenamientos legales aplicables. 
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Los plazos señalados en días se contarán completos a partir del día en que 
surte efectos la notificación, en tanto los que se señalen por horas correrán de 
momento a momento. 


Plazos del código nacional de procedimientos penales' 


Se podrá promover por escrito o de forma oral, 
hasta antes del auto de apertura a juicio. 


Si la incompetencia es del Órgano jurisdiccional 


Procedencia de 


ñ . deberá promoverse dentro del plazo de tres días 
la declinatoria 


siguientes a que surta sus efectos la notificación 
de la resolución que fije la fecha para la realización 
de la audiencia de juicio. Ante el juez de control que 
fijo la competencia. 


1 Los plazos sujetos al arbitrio judicial serán determinados conforme a la 

naturaleza del procedimiento y a la importancia de la actividad que se deba de 
desarrollar, teniendo en cuenta los derechos de las partes. 
No se computarán los días sábados, los domingos ni los días que sean 
determinados inhábiles por los ordenamientos legales aplicables, salvo que se 
trate de los actos relativos a providencias precautorias, puesta del imputado 
a disposición del Órgano jurisdiccional, resolver la legalidad de la detención, 
formulación de la imputación, resolver sobre la procedencia de las medidas 
cautelares en su caso y decidir sobre la procedencia de su vinculación a 
proceso, para tal efecto todos los días se computarán como hábiles. Los demás 
plazos que venzan en día inhábil, se tendrán por prorrogados hasta el día hábil 
siguiente y los plazos establecidos en horas correrán de momento a momento y 
los establecidos en días a partir del día en que surte efectos la notificación. 
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Se podrá promover por escrito o de forma oral, ante 
el juez que se considere competente hasta antes 
del auto de apertura a juicio. Si la incompetencia es 
del Tribunal de enjuiciamiento deberá promoverse 
dentro del plazo de tres días siguientes a que surta 
sus efectos la notificación de la resolución que fije 
la fecha para la realización de la audiencia de juicio. 
Ante el Tribunal de enjuiciamiento que se considera 
competente. 


El juez cita a las partes a las partes a una audiencia 
dentro de los tres días siguientes, y resolverá en la 

misma audiencia. Podrá decretarse hasta antes de 

que se dicte el auto de apertura a juicio. 


Se podrá promover hasta antes de la audiencia 

de juicio. El juez cita a las partes a las partes a 
una audiencia dentro de los tres días siguientes, y 
resolverá en la misma audiencia. 


Interposición ante el propio Juez o Magistrado 
recusado, por escrito y dentro de las cuarenta y 
ocho horas siguientes a que se tuvo conocimiento 
del impedimento. Se interpondrá oralmente si se 
conoce en el curso de una audiencia y en ella se 
indicará, bajo pena de inadmisibilidad, la causa en 
que se justifica y los medios de prueba pertinentes. 


El recusado remitirá el registro de lo actuado y los 
medios de prueba ofrecidos al Órgano jurisdiccional 
competente. Recibido el escrito, se pedirá informe 
al juzgador recusado, quien lo rendirá dentro del 
plazo de veinticuatro horas, señalándosele fecha 

y hora para realizar la audiencia dentro de los tres 
días siguientes a que se recibió el informe. 


Plazos 


Plazos 
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Temporalidad de 
actos procesales 


Ausencia de las 
partes 


Aclaración 


Plazo para 
cumplimiento 
de exhortos y 
requisitorias 


Incompetencia 
en exhortos 


Los actos procesales podrán ser realizados en 
cualquier día y a cualquier hora, sin necesidad de 
previa habilitación. 


El Ministerio Público sustituto o el nuevo Defensor 
podrán solicitar al Órgano jurisdiccional que aplace 
el inicio de la audiencia o suspenda la misma por 
un plazo que no podrá exceder de diez días para 

la adecuada preparación de su intervención en el 
juicio. 


En la misma audiencia, después de dictada 

la resolución y hasta dentro de los tres días 
posteriores a la notificación, las partes podrán 
solicitar su aclaración, la cual, si procede, deberá 
efectuarse dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


Se proveerán dentro de las veinticuatro horas 
siguientes a su recepción y se despacharán 
dentro de los tres días siguientes, a no ser que 
las actuaciones que se hayan de practicar exijan 
necesariamente mayor tiempo, en cuyo caso, el 
Juez de control fijará el que crea conveniente y lo 
notificará al requirente. 


Si el asunto no resulta ser de su competencia 

o si tuviere dudas sobre su procedencia, podrá 
comunicarse con el Órgano jurisdiccional 
exhortante o requirente, oirá al Ministerio Público y 
resolverá dentro de los tres días siguientes. 
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Remisión de 
exhorto para 
audiencia inicial 


Formas de 
notificación 


Regla 
general sobre 
notificaciones 


Plazo para ser 
convocadas 
las partes para 
audiencia 


Cuando se cumpla una orden de aprehensión, 

el exhortado o requerido pondrá al detenido, 

sin dilación alguna, a disposición del Órgano 
jurisdiccional. Si no fuere posible poner al detenido 
inmediatamente a disposición del exhortante o 
requirente, el requerido dará vista al Ministerio 
Público para que formule la imputación; se decidirá 
sobre las medidas cautelares que se le soliciten 

y resolverá su vinculación a proceso, remitirá las 
actuaciones y, en su caso, al detenido, al Órgano 
jurisdiccional que haya librado el exhorto dentro de 
las veinticuatro horas siguientes a la determinación 
de fondo que adopte. 


Si por hallarse en otra jurisdicción la persona o las 
cosas que sean objeto de la diligencia, lo remitirá 
al Juez de control del lugar en que aquélla o éstas 
se encuentren, y lo hará saber al exhortante 

o requirente dentro de las veinticuatro horas 
siguientes. 


De no encontrarse el interesado o su representante 
legal en la primera notificación, el notificador 
dejará citatorio con cualquier persona que se 
encuentre en el domicilio, para que el interesado 
espere a una hora fija del día hábil siguiente. 

Las resoluciones deberán notificarse personalmente 
a quien corresponda, dentro de las veinticuatro 
horas siguientes a que se hayan dictado. 


Cuando menos con cuarenta y ocho horas de 
anticipación a la celebración del acto. 
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Justificación 

de ausencia de 
testigos en juicio 
oral 


Reposición del 
plazo 


Solicitud de 
declaración de 
nulidad de actos 
ejecutados en 
contravención 

a las 
formalidades. 


Saneamiento 


En caso de que las partes, estando obligadas a 
presentar a sus testigos o peritos, no cumplan 

con dicha comparecencia, se les tendrá por 
desistidos de la prueba, a menos que justifiquen la 
imposibilidad que se tuvo para presentarlos, dentro 
de las veinticuatro horas siguientes a la fecha 
fijada. 


Dentro de las veinticuatro horas siguientes a 
aquel en que el perjudicado tenga conocimiento 
fehaciente del acto cuya reposición del plazo se 
pretenda. El Órgano jurisdiccional podrá ordenar 
la reposición una vez que haya escuchado a las 
partes. 


Por escrito dentro de los dos días siguientes a 
aquel en que el perjudicado tenga conocimiento 
fehaciente del acto. Si el vicio se produjo en 
audiencia y el afectado estuvo presente, deberá 
presentarse verbalmente antes del término de la 
misma audiencia. 


Plazo para corregir el acto, cual no será mayor de 
tres días. 
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Convalidación 


Derechos del 
113 imputado a 
Ss ser juzgado en 
fracción A 
X audiencia por 
un Tribunal de 
enjuiciamiento 
Garantía de la 
121 Ad. 
defensa técnica 


Resolución 
de petición 
para actos de 
investigación 


Dentro de las veinticuatro horas siguientes de 
haberse realizado el acto, la parte que no hubiere 
estado presente o participado en él no solicita. En 
caso de que no hubiera sido posible advertir en 
forma oportuna el defecto, el interesado deberá 
solicitar en forma justificada el saneamiento del 
acto, dentro de las veinticuatro horas siguientes a 
que haya tenido conocimiento del mismo. 


Quedarán convalidados los defectos de carácter 
procesal que no afecten derechos fundamentales 
del imputado, cuando éste o su Defensor no 
hayan solicitado su saneamiento dentro de las 
veinticuatro horas después de advertirlo. 


Antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya 
pena máxima no exceda de dos años de prisión. 


Antes de un año si la pena excediere de ese tiempo, 
salvo que solicite mayor plazo para su defensa. 


Inasistencia o incompetencia del defensor, si se 
trata de un defensor privado, el imputado contará 
con tres días para designar un nuevo Defensor. 


Se otorgará un término que no excederá de diez 
días para que se desarrolle una defensa adecuada a 
partir del acto que suscitó el cambio. 


Solicitud a Ministerio público de actos de 
investigación por parte del imputado, defensor, 
víctima u ofendido, el ministerio público dentro del 
plazo de tres días resolverá. 
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Plazos 


Plazos 


La queja y su 
procedencia 


Duración de 
las medidas de 
protección y 
providencias 
precautorias 


Resolución 
sobre solicitud 
de orden de 
aprehensión 0 
comparecencia 


Desistimiento 
de la acción 
penal Solicitud 
de ministerio 
público 


Resolución de 
desistimiento de 
la acción penal 
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A partir de que se advierta la omisión del acto 
procesal, la queja podrá interponerse ante el 
Consejo. Éste deberá tramitarla y resolverla en un 
plazo no mayor a tres días. 


A partir de que se recibió la queja por el Órgano 
jurisdiccional, éste tiene un plazo de veinticuatro 
horas para subsanar dicha omisión, o bien, realizar 
un informe y remitir el recurso y dicho informe al 
Consejo. 


El Consejo tendrá cuarenta y ocho horas para 
resolver si dicha omisión se ha verificado. 


De sesenta días naturales, prorrogables hasta por 
treinta días. 


Plazo máximo de veinticuatro horas siguientes a 
que se haya recibido la solicitud. 


En cualquier etapa del procedimiento, hasta antes 
de dictada la resolución de segunda instancia. 


La autoridad judicial resolverá de manera 
inmediata. 
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Detención 

en flagrancia 
por delitos 
que requieran 
querella. 


(Ministerio 
público) 


Procedencia 
de medidas 
cautelares 


Audiencia de 
revisión de 

las medidas 
cautelares 
Plazo de 
medida cautelar 
de prisión 
preventiva 


Incumplimiento 
del imputado 
de las medidas 
cautelares 
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Plazo para interponer querella, ningún supuesto 
podrá ser mayor de doce horas, contadas a partir 
de que la víctima u ofendido fue notificado o de 
veinticuatro horas a partir de su detención en caso 
de que no fuera posible su localización. 


En caso de que la víctima u ofendido tenga 
imposibilidad física de presentar su querella, se 
agotará el plazo legal de detención del imputado. 


Las partes podrán ofrecer medios de prueba para 
analizar la procedencia de la medida solicitada, 
siempre y cuando la misma sea susceptible de ser 
desahogada en las siguientes veinticuatro horas. 


Dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes 
contadas a partir de la presentación de la solicitud. 


No podrá exceder de dos años, salvo que su 
prolongación se deba al ejercicio del derecho de 
defensa del imputado. 


El supervisor de la medida cautelar detecte un 
incumplimiento deberá informar a las partes de 
forma inmediata. 


El Ministerio Público que reciba el reporte, deberá 
solicitar audiencia para revisión de la medida 
cautelar en el plazo más breve posible. 
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Plazos 


Plazos 


Requerimiento 
a garante para 


presentación de 


imputado 


Procedencia 
de acuerdos 
reparatorios 


Suspensión 
del proceso 
para acuerdos 
reparatorios 
Plazo para 
cumplimiento 
de acuerdo 
restaurativo 


Inconformidad 
de acuerdos 
reparatorios 
en etapa de 
investigación 
inicial 
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En el caso de que al imputado se le haya impuesto 
como medida cautelar una garantía económica y, 
exhibida ésta sea citado para comparecer ante 

el juez e incumpla la cita, se requerirá al garante 
para que presente al imputado en un plazo no 
mayor a ocho días, advertidos, el garante y el 
imputado, de que si no lo hicieren o no justificaren 
la incomparecencia, se hará efectiva la garantía a 
favor del Fondo de Ayuda, Asistencia y Reparación 
Integral. 


Los acuerdos reparatorios procederán desde la 
presentación de la denuncia o querella hasta antes 
de decretarse el auto de apertura de juicio. 


A petición de las partes, podrá suspender el 
proceso penal hasta por treinta días para que las 
partes puedan concretar el acuerdo. 


En caso de señalar que el cumplimiento debe ser 
diferido y no señalar plazo específico, se entenderá 
que el plazo será por un año. 


En la etapa de investigación inicial, las partes 
tendrán derecho a acudir ante el Juez de control, 
dentro de los cinco días siguientes a que se haya 
aprobado el acuerdo reparatorio, cuando estimen 
que el mecanismo alternativo de solución de 
controversias no se desarrolló conforme a las 
disposiciones previstas en la ley de la materia. 
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Suspensión 
condicional 

del proceso en 
caso de haberse 
decretado una 
suspensión con 
antelación 


Oportunidad de 
la suspensión 
condicional 


Periodo 

para cumplir 
suspensión 
condicional del 
proceso 
Audiencia para 
peticionar 
suspensión 
condicional del 
proceso 
Audiencia para 
la revocación de 
la suspensión 
condicional 


Oportunidad 
procedimiento 
abreviado 
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Quedan exceptuados de suspensión condicional 
del proceso los casos en que el imputado en forma 
previa haya incumplido una suspensión condicional 
del proceso, salvo que hayan transcurrido cinco 
años desde el cumplimiento de la resolución a la 
primera suspensión condicional del proceso. 


Dictado el auto de vinculación a proceso, y hasta 
antes de acordarse la apertura de juicio. 


No podrá ser inferior a seis meses ni superior a tres 
años. 


La audiencia tendrá verificativo en la fecha que 
señale el Juez de control. 


El Juez de control, previa petición del agente del 
Ministerio Público o de la víctima u ofendido, 
convocará a las partes a una audiencia. Libre 
arbitrio del Juez. 


El Ministerio Público podrá solicitar la apertura del 
procedimiento abreviado después de que se dicte el 
auto de vinculación a proceso y hasta antes de la 
emisión del auto de apertura a juicio oral. 


A la audiencia se deberá citar a todas las partes. 
Libre arbitrio del Juez. 
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Plazos 


Plazos 
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Concluido el debate, el Juez de control emitirá su 
fallo en la misma audiencia, para lo cual deberá dar 
lectura y explicación pública a la sentencia, dentro 
del plazo de cuarenta y ocho horas. 


Sentencia en el 
procedimiento 
abreviado 


Solicitud La solicitud deberá resolverse en un plazo máximo 
de actos de de tres días siguientes a la fecha en que se haya 
investigación. formulado la petición al Ministerio Público. 
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Notificación del 
aseguramiento 
y abandono. 
(plazo ministerio 
público) 


El MP deberá notificar al interesado o a su 
representante legal el aseguramiento del objeto, 
instrumento o producto del delito, dentro de los 
sesenta días naturales siguientes a su ejecución. 
Cuando se desconozca la identidad o domicilio 

del interesado, la notificación se hará por dos 
edictos que se publicarán en el Diario Oficial de la 
Federación o su equivalente, en el medio de difusión 
oficial en la Entidad federativa que corresponda y 
en un periódico de circulación nacional o estatal, 
según corresponda, con un intervalo de diez días 
hábiles entre cada publicación. En la notificación se 
apercibirá al interesado o a su representante legal 
para que se abstenga de ejercer actos de dominio 
sobre los bienes asegurados y se le apercibirá que 
de no manifestar lo que a su derecho convenga, en 
un término de noventa días naturales siguientes al 
de la notificación, los bienes causarán abandono 

a favor del Gobierno Federal o de la Entidad 
federativa de que se trate, según corresponda. 
Transcurrido dicho plazo sin que ninguna persona 
se haya presentado a deducir derechos, el 
Ministerio Público solicitará al Juez de control que 
declare el abandono de los bienes y éste citará al 
interesado, a la víctima u ofendido y al Ministerio 
Público a una audiencia dentro de los diez días 
siguientes a la solicitud a que se refiere el párrato 
anterior. 


Plazos 


Plazos 
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Entrega de 
bienes 


Casos en que 
operan los 
criterios de 
oportunidad 


Notificaciones y 
control judicial 


Inmediatamente después de realizar las diligencias 
conducentes. Dentro de los treinta días siguientes 
a la notificación del acuerdo de devolución, la 
autoridad judicial o el Ministerio Público notificarán 
su resolución al interesado o al representante 
legal, para que dentro de los diez días siguientes 

a dicha notificación se presente a recogerlos, bajo 
el apercibimiento que de no hacerlo, los bienes 
causarán abandono a favor del Gobierno Federal 

o de la Entidad federativa de que se trate, según 
corresponda y se procederá en los términos 
previstos en este Código. 


Podrán ordenarse en cualquier momento y hasta 
antes de que se dicte el auto de apertura a juicio. 


Las determinaciones del Ministerio Público sobre 

la abstención de investigar, el archivo temporal, 

la aplicación de un criterio de oportunidad y el no 
ejercicio de la acción penal deberán ser notificadas 
a la víctima u ofendido quienes las podrán impugnar 
ante el Juez de control dentro de los diez días 
posteriores a que sean notificadas de dicha 
resolución. 
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El Ministerio Público podrá solicitar al Órgano 

jurisdiccional, por cualquier medio, la inmediata 
Toma de autorización de la práctica de dicho acto de 
muestras investigación, justificando la necesidad de la 
cuando la medida y expresando la persona o personas en 
persona quienes haya de practicarse, el tipo y extensión de 
requerida muestra o imagen a obtener. 
se niegue a El Órgano jurisdiccional deberá autorizar 
proporcionarlas | inmediatamente la práctica del acto de 
investigación, siempre que se cumpla con las 
condiciones. 
La petición de orden de cateo deberá ser resuelta 
por la autoridad judicial de manera inmediata por 
cualquier medio que garantice su autenticidad, o en 
audiencia privada, en un plazo que no exceda de las 


Petición de 
cateo 


seis horas siguientes a que se haya recibido. 


Negativa de la | La apelación debe ser resuelta en un plazo no 

284 . ñ 
orden de cateo | mayor de doce horas a partir de que se interponga. 
Ingreso de una 
autoridad a lugar 


sin autorización 
judicial 


La autoridad que practique el ingreso deberá 
informarlo dentro de los cinco días siguientes, ante 
el Organo jurisdiccional. 


Audiencia para 
ratificación 

de ingreso a 
domicilio 


A dicha audiencia deberá asistir la persona que 
otorgó su consentimiento a efectos de ratificarla. 
Libre arbitrio del Juez. 


Intervención La solicitud deberá ser resuelta por la autoridad 
de las judicial de manera inmediata, por cualquier medio 
comunicaciones | que garantice su autenticidad, o en audiencia 
privadas (plazo | privada con la sola comparecencia del Ministerio 
para autoridad | Público, en un plazo que no exceda de las seis 
federal) horas siguientes a que la haya recibido. 
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Plazos 


Plazos 


Requisitos de 


la solicitud de 
Intervención 

de las 
comunicaciones 
privada. (plazo 
para autoridad 
federal) 


Solicitud 
de prueba 
anticipada 


Control de 
legalidad de la 
detención 


Ausencia de 
ministerio 
público en 
audiencia de 
control de 
detención 


Audiencia para 
formular la 
imputación a 
personas en 
libertad 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


El plazo de la intervención, incluyendo sus 
prórrogas, no podrá exceder de seis meses. 


La solicitud de desahogo de prueba anticipada, 
desde que se presenta la denuncia, querella o 
equivalente y hasta antes de que dé inicio la 
audiencia de juicio oral. 


Inmediatamente después de que el imputado 


detenido en flagrancia o caso urgente sea puesto 
a disposición del Juez de control, se citará a la 
audiencia inicial. 


En caso de que al inicio de la audiencia el Ministerio 
Público no esté presente, el Juez de control 
declarará en receso hasta por una hora y ordenará 
a la administración del Poder Judicial para que 

se comunique con el superior jerárquico de aquél, 
con el propósito de que lo haga comparecer o 

lo sustituya. Concluido el receso sin obtener 
respuesta, se procederá a la inmediata liberación 
del detenido. 


La audiencia se llevará a cabo dentro de los quince 
días siguientes a la presentación de la solicitud. 


4() 


Celebración de 
la audiencia 
en caso de 
personas 
detenidas 


Plazo para que el 
CERESO reciba 
resolutivos 


Continuación 
de la audiencia 
inicial 


Plazo para la 
investigación 
complementaria 


Consecuencias 
de la conclusión 
del plazo de la 
investigación 
complementaria 


Requerimiento 
de 
incumplimiento 
del plazo para 
presentar 
acusación. 
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La audiencia de vinculación a proceso deberá 
celebrarse, según sea el caso, dentro de las 
setenta y dos o ciento cuarenta y cuatro horas 
siguientes a que el imputado detenido fue puesto 
a su disposición o que el imputado compareció a la 
audiencia de formulación de la imputación. 


Si transcurrido el plazo constitucional el Juez de 
control no informa a la autoridad responsable, se 
deberá llamar su atención sobre dicho particular en 
el acto mismo de concluir el plazo y, si no recibe 
la constancia mencionada dentro de las tres horas 
siguientes, deberá poner al imputado en libertad. 


En casos de extrema complejidad, el Juez de 
control podrá decretar un receso que no podrá 
exceder de dos horas, antes de resolver sobre la 
situación jurídica del imputado. 


No podrá ser mayor a dos meses si se tratare 

de delitos cuya pena máxima no exceda los 

dos años de prisión, ni de seis meses si la pena 
máxima excediera ese tiempo o podrá agotar dicha 
investigación antes de su vencimiento. 


Plazo para formular acusación quince días. 


Cuando el Ministerio Público no cumpla con la 
obligación de presentar la acusación dentro del 
plazo de quince días, el Juez de control pondrá el 
hecho en conocimiento del Procurador, para que se 
pronuncie en el plazo de quince días. Incumple se 
ordena sobreseimiento. 
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Audiencia 
para solicitar 
sobreseimiento 


Reapertura de la 
investigación 


Notificación 
a la víctima u 
ofendido de la 
acusación 


Descubrimiento 
probatorio 


El Órgano jurisdiccional la notificará a las partes y 
citará, dentro de las veinticuatro horas siguientes, 
a una audiencia donde se resolverá lo conducente. 


Audiencia libre arbitrio del Juez. 


Una vez presentada la acusación, el Juez de 
control ordenará su notificación a las partes al día 
siguiente. 


El Ministerio Público deberá efectuar en favor de 
la defensa su descubrimiento en un plazo de cinco 
días. 
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Coadyuvancia 
en la acusación 


El MP, a más tardar dentro del plazo de 
veinticuatro horas a partir de que haya recibido el 
ofrecimiento de medios de prueba de la víctima, 
deberá comunicarlo al imputado o a su Defensor 
para que comparezcan ante su presencia en un 
plazo que no deberá exceder de cuarenta y ocho 
horas contadas a partir del día siguiente de haberse 
efectuado la notificación, a tomar conocimiento 

de ello y, en su caso, para que de así convenir a 
sus intereses, soliciten la expedición de copia de 
los mismos y/o su acceso según lo que proceda. La 
entrega de las copias respectivas y del acceso en 
su caso a las evidencias materiales, deberá hacerse 
inmediatamente así sea solicitado por la defensa. 
Una vez que el Ministerio Público entregue copia al 
imputado o a su defensa de dichos registros y/o les 
dé acceso a ellos y, siempre y cuando la defensa no 
haya solicitado dentro de los tres días siguientes a 
que ello aconteciere que se dé acceso a sus peritos 
para la toma de fotografías, videos o práctica de 
alguna pericial y notificará a la defensa el cierre 
del descubrimiento probatorio. En caso que la 
defensa haya solicitado el acceso con peritos a los 
medios probatorios ofrecidos por la víctima 
u ofendido dentro del plazo señalado, contará 
con un nuevo plazo de tres días contados a partir 
del día siguiente de su solicitud para presentarlos 
ante el Ministerio Público, a fin de que en presencia 
del mismo lleven a cabo la toma de fotografías 

o videos o muestras en su caso, o la práctica de 
pericia respectiva, hecho lo cual, el Ministerio 
Público hará constar en la carpeta de investigación 
el cierre del descubrimiento probatorio a su cargo 
notificándolo a la defensa. 
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Plazos 


Plazos 
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Actuación del 
imputado en 
la fase escrita 
de la etapa 
intermedia 


Plazo para actuar del inculpado y su defensor 
en relación a la solicitud de coadyuvancia 10 

días siguientes a la solicitud de coadyuvancia. 
(Descubrimiento probatorio etc). 


Notificación 
del escrito 
del acusado o 
su Defensor 
contestando 
acusación 


Se notificará al Ministerio Público y al coadyuvante 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a su 
presentación. 


Citación a No podrá ser menor a diez ni exceder de veinte 
la audiencia días a partir de que fenezca el plazo para el 
intermedia descubrimiento probatorio de la defensa. 


Previa celebración de la audiencia intermedia, el 
Juez de control podrá, por una sola ocasión y a 
solicitud de la defensa, diferir, hasta por diez días, 
la celebración de la audiencia intermedia. 


a juicio dictará el auto de apertura de juicio. 

Remisión del El Juez de control hará llegar el mismo al Tribunal 
auto de apertura | de enjuiciamiento competente dentro de los cinco 

a juicio días siguientes de haberse dictado. 

Citación a La audiencia de debate, deberá tener lugar no antes 
audiencia de de veinte ni después de sesenta días naturales 
juicio oral contados a partir de su emisión. 

Citación de 
testigo a 
audiencia de 
juicio oral 


Diferimiento 
de audiencia 
intermedia 


El acusado deberá ser citado, por lo menos con 
siete días de anticipación al comienzo de la 
audiencia. 
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Suspensión de 
audiencia de 
juicio oral 


Nulidad de juicio 
oral 


Deliberación 


Suspensión de 
la deliberación 
por enfermedad 


grave del juez 
o miembro del 
tribunal 


Audiencia de 
emisión de fallo 


Audiencia 
para explicar 
sentencia 
absolutoria 


Remisión de 
la sentencia 
condenatoria 
a juez de 
ejecución. 
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La audiencia de juicio podrá suspenderse en forma 
excepcional por un plazo máximo de diez días. 


Si la audiencia de debate de juicio no se reanuda a 
más tardar al undécimo día después de ordenada la 
suspensión, se considerará interrumpido y deberá 
ser reiniciado ante un Tribunal de enjuiciamiento 
distinto y lo actuado será nulo. 

No podrá exceder de veinticuatro horas ni 
suspenderse, salvo en caso de enfermedad grave 
del Juez o miembro del Tribunal. 


La suspensión de la deliberación no podrá ampliarse 
por más de diez días hábiles. 


Se señalará la fecha en que se celebrará la 
audiencia de individualización de las sanciones y 
reparación del daño, dentro de un plazo que no 
podrá exceder de cinco días. 


En caso de absolución, el Tribunal de enjuiciamiento 
podrá aplazar la redacción de la sentencia hasta 
por un plazo de cinco días, la que será comunicada 
a las partes. 


Dentro de los tres días siguientes a aquél en que la 
sentencia condenatoria quede firme, deberá remitir 
copia autorizada de la misma al Juez de ejecución 
que le corresponda. 
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Plazos 


Plazos 
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Audiencia 

para verificar 
requisitos para 
admisión de 
acusación por 
particulares 
Citación a 
inculpado para 
audiencia inicial 
por acusación de 
particulares. 
Audiencia inicial 
para acusación 
por particulares 


Recurso de 
revocación 


Trámite de la 
apelación 


De no cumplirse con alguno de los requisitos 
formales exigidos, el Juez de control prevendrá al 
particular para su cumplimiento dentro de la misma 
audiencia y de no ser posible, dentro de los tres 
días siguientes. 


El imputado deberá ser citado a la audiencia inicial 
a más tardar dentro de las cuarenta y ocho horas 
siguientes a aquella en la que se fije la fecha de 
celebración de la misma. 


La audiencia inicial deberá celebrarse dentro de los 
cinco a diez días siguientes a aquel en que se tenga 
admitida la acción penal. 


Si el recurso contra las resoluciones pronunciadas 
durante audiencia, deberá promoverse antes de que 
termine la misma verbalmente, de inmediato y de la 
misma manera se pronunciará el fallo. 
Resoluciones dictadas fuera de audiencia, deberá 
interponerse por escrito en un plazo de dos días 
siguientes a la notificación de la resolución 
impugnada. El Órgano jurisdiccional se pronunciará 
de plano, pero podrá oír previamente a las demás 
partes dentro del plazo de dos días de interpuesto 
el recurso, si se tratara de un asunto cuya 
complejidad así lo amerite. 


Interposición por escrito ante el mismo Juez 

que dictó la resolución, dentro de los tres días 
contados a partir de aquel en el que surta efectos 
la notificación si se tratare de auto o cualquier 
otra providencia y de cinco días si se tratare de 
sentencia definitiva. 
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471 


Apelación sobre 
desistimiento de 
la acción penal 
por ministerio 
público 

El recurso de 
apelación en 
contra de las 
sentencias 
definitivas 
dictadas por 

el Tribunal de 
enjuiciamiento. 


Plazo para Requerimiento para exhibir copias veinticuatro 
presentar copias | horas. 


Traslado a las 
partes para que 
se pronuncien 
respecto de 

los agravios 
expuestos. 


Se interpondrá ante el Tribunal de enjuiciamiento 
que dictó la resolución dentro de los tres días 
contados a partir de que surte efectos la 
notificación. 


Se interpondrá ante el Tribunal que conoció del 
juicio, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación de la resolución impugnada. 


En un plazo de tres días. 


Dentro del término de tres días contados a partir 
Derecho a la de recibido el traslado, Sobre la adhesión se correrá 
adhesión traslado a las demás partes en un término de tres 
días. 


El Tribunal de alzada lo estime pertinente, 
decretará lugar y fecha para la celebración de 

la audiencia, la que deberá tener lugar dentro de 
los cinco y quince días después de que fenezca el 
término para la adhesión. 


Audiencia de 
apelación 
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Citación de 
audiencia de 
alegatos 


Resolución 
de recurso de 
apelación 


Trámite del 
reconocimiento 
de inocencia 


En caso de considerarlo pertinente, citará a 
audiencia de alegatos para la celebración de la 
audiencia para que las partes expongan oralmente 
sus alegatos aclaratorios sobre agravios, la que 
deberá tener lugar dentro de los cinco días después 
de admitido el recurso. 


La sentencia que resuelva el recurso al que se 
refiere esta sección, podrá ser dictada de plano, 
en audiencia o por escrito dentro de los tres días 
siguientes a la celebración de la misma. 


Recepción de pruebas diez días, celebración de 
audiencia de formulación de alegatos dentro de los 
cinco días siguientes a la recepción de los registros 
y de las pruebas. 


Dentro de los cinco días siguientes a la formulación 
de los alegatos y a la conclusión de la audiencia, el 
Tribunal de alzada dictará sentencia. 
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Plazo cumplido! 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


| cumplirse el periodo constitucional en el desempeño de las funciones a 

cargo de los integrantes del Supremo Tribunal de Justicia, en los términos 

del artículo 87 de la Constitución Política del Estado, podemos apreciar que 
el principal problema que se tuvo que afrontar, consistió en el gran incremento de la 
demanda de servicios judiciales. 


Tomando en cuenta los tres niveles de Juzgados Menores, Primera Instancia 
y Segunda Instancia, durante los seis años que hoy culminan hubo un ingreso de 
280,782 asuntos más la carga de trabajo recibida en 1979, que fue de 14,496 
negocios. 


Al inicio del periodo 1979-1980, ocho salas del Supremo Tribunal de Justicia 
tuvieron un ingreso de 2097 asuntos; mientras que en el periodo 1984-1985 ingresaron 
4,441, 2,344 negocios más. Lo anterior significa que la demanda se incrementó en 
más de 100%, correspondiendo el mayor porcentaje a las Salas Civiles. 


1 Publicado en boletín del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato. 
No. 35. Agosto- Septiembre 1985; pp. 319-323. 
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No obstante que solamente se aumentaron 2 Salas durante el periodo, pudo 
evitase el rezago y así vemos que las salidas correspondientes al último año de ejercicio 
suman 4,531 negocios. Quedan en trámite solamente 291 expedientes, menos de 30 
por Sala. Consideramos que estos datos permiten estimar el esfuerzo desarrollado 
para la mejor atención de los intereses de los litigantes. 


Hubo necesidad de resolver 21.07 asuntos por día laborable, poco más de 2 
diarios por Sala la mayor parte de los negocios se resolvieron dentro del término legal. 


En los Juzgados de Primera Instancia al inicio del periodo 1979-1980 el ingreso 
fue de 22,445 negocios. Al final del periodo ese ingreso se elevó a 31,801 casos, 0 
sea una diferencia de 9,356 asuntos, 41 % más. Las salidas en el actual periodo 
superaron a las entradas pues ascendieron a 32,035 casos. 


Por lo que ve a los Juzgados Menores, al inicio del periodo las entradas 
sumaron 10,261 casos; mientras que al final del mismo ascendieron a 16,811, por lo 
que el incremento fue de 6,550 asuntos, 64% más. Las salidas en el actual periodo 
superaron a las entradas pues ascendieron a 17,367 casos. 


Oportunamente se previó la necesidad de mayor número de tribunales en el 
Estado. Las cifras anteriores demuestran que la medida fue acertada. Se crearon 
13 Juzgados de Primera Instancia y 4 Menores. Como puede verse, el aumento de 
personal fue proporcionalmente muy inferior al incremento en el volumen de asuntos. 
Sin embargo se pudo hacer frente a este exceso de trabajo y, proporcionalmente, 
quedan en trámite menos expedientes de los que hubiese habido de no intensificarse 
labores. (Solamente 13,528 negocios en todo el Estado). 
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Se publican en este número del boletín estadísticas detalladas para una mejor 
información. 


El aspecto cuantitativo nos parece muy importante, pero no tanto como el 
aspecto cualitativo. Procuramos inculcar en jueces y personal el mayor interés por 
sus tareas, tomando en cuenta que administrar justicia requiere mantener viva la 
conciencia sobre la alta jerarquía social de dicha función. Tradicionalmente el Poder 
Judicial del Estado de Guanajuato ha disfrutado de un merecido prestigio, sobre todo 
por la actuación honesta de los juzgadores. Nos parece que fue posible mantener los 
motivos de este prestigio y que, en términos generales, la probidad ha sido y sigue 
siendo una característica de nuestros tribunales. La supervisión de actividades se llevó 
a cabo con todo celo y cuidado, habiéndose creado, incluso, plazas de visitadores para 
una mejor inspección e información. En los últimos años las visitas de supervisión a los 
juzgados alcanzaron un promedio de 3.8 por semana. Con todo empeño se combatió 
también el burocratismo y las formalidades innecesarias. 


El Supremo Tribunal de Justicia pudo intervenir en el estudio y producción de 
muchas reformas legales que en la práctica han dado buen resultado y que ahorran 
tramites. 


Se puede decir que se tuvieron resultados positivos en todas aquellas 
gestiones encaminadas a mejorar el presupuesto del Poder Judicial. El vigente al 
principio de sexenio aumento en 21 tantos y si bien es cierto que la inflación redujo 
la importancia de este mejoramiento sustancial, de todas maneras las prestaciones 
actuales de juzgadores y empleados superan la tasa inflacionaria. Presupuestalmente 


51 


Plazos 


Plazos 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


los Juzgados Menores que antes dependían de los Ayuntamientos, se incorporaron al 
Estado, con notorio beneficio económico y administrativo para todos los empleados, 
incluyendo las prestaciones y servicios de la Seguridad Social. 


Se puso la mayor atención en los aspectos materiales e instalaciones de 
oficinas. En este renglón había y sigue habiendo muchas necesidades. Se doto a 
todos los juzgados de los elementos de trabajo necesarios tanto en mobiliario como 
en equipo. Por lo que ve a los locales, no fue posible avanzar en la medida que las 
circunstancias ameritaban. Sin embargo debe hacerse constar que en las ciudades 
de León e Irapuato se construyeron edificios adecuados para la concentración de 
los tribunales en locales modernos. Para el Supremo Tribunal de Justicia el señor 
Gobernador Agustín Téllez Cruces autorizó la construcción de un palacio amplio, digno 
y funcional, que viene a satisfacer un viejo anhelo en este orden de necesidades, para 
el mayor decoro y buena imagen de la justicia. 


Durante el periodo se mantuvo con toda regularidad la publicación del boletín 
de información, en el que se publican las principales resoluciones de Sala y Tesis de 
Pleno, así como también reformas legales y colaboración de juristas. Vimos que en la 
práctica este Boletín ha sido de una gran utilidad. 


Se mantuvieron relaciones internas armoniosas tanto en el Supremo Tribunal de 
Justicia como en los partidos judiciales. Igualmente se mantuvieron buenas relaciones 
con los otros poderes y con los Colegios de Abogados del Estado. Procuramos siempre 
atender aquellas sugerencias tendentes al mejoramiento de los servicios y ninguna 
queja se quedó sin investigar o resolver. 
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La dificultad y notoriedad de ciertos asuntos dio lugar, durante el periodo que 
se analiza; a especulaciones y opiniones de diversa índole, inclusive” algunas cuya 
ligereza o poca buena fe eran manifiestas. Consideramos que la administración no 
debe tomar en cuenta estos riesgos y que la única preocupación valida debe motivarse 
por el afán de pronunciar resoluciones justas y oportunas. La concesión de amparo 
contra resoluciones de segunda instancia fue siempre algo excepcional. 


Protestamos públicamente que siempre se actuó con independencia y 
autoforma, al margen de cualquier otro factor y sin temor ninguno a las especulaciones 
infundadas. 


El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia expresa su reconocimiento a todas 
aquellas personas, autoridades, jueces, empleados y litigantes que durante el sexenio 
y en un clima de orden y legalidad permitieron el buen desarrollo y mejoramiento de la 
administración de justicia. 
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El irredento centralismo judicial” 
Lic. Eugenio Trueba Olivares 


SUMARIO 


1.- Federalismo Balbuceante. 2.- Las Siete Leyes. 3.- La Aportación de Otero. 
4.- La Constitución de 1857. 5.- El Artículo 14, La Interpretación Extensiva y el 
Criterio Juarista. 6.- La Fuerza de la Tradición. 7.- El Amparo como Remedio contra 
el Federalismo. 8.- La Constitución de 1917. 9.- El Abuso, el Rezago y la Denegación 
de Justicia. 10.- La Purificación de la Corte. 11.- El Fariseísmo Centralista. 12.- 
Buenos Jueces, Buena Justicia. 


l accidentado proceso formativo de nuestro juicio de amparo es bien conocido y 

abundan los textos que lo exponen. Sin embargo, trataremos de señalar algunos 

de los puntos esenciales de ese proceso como algo necesario a la valuación que 
nos proponemos hacer sobre su estado actual. 


1 Publicado en revista del Poder Judicial de Guanajuato. No. 14. Agosto 1998; pp. 
77-112. 
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1.- Federalismo Balbuceante. 


I federalismo impuso límites de la más diversa naturaleza al centralismo colonial, 

congruente con sus propios principios. Los Poderes Judiciales de los Estados 

sujetos al pacto fueron respetados en sus comienzos, según aquellos principios. 
Así, la Constitución de 1824 decía en su artículo 160: 


“El Poder Judicial de cada Estado se ejercerá por los tribunales que establezca 
o designe la Constitución; y todas las causas civiles o criminales que pertenezcan al 
conocimiento de estos tribunales serán fenecidas en ellos hasta su última instancia y 
ejecución de la última sentencia.” 


Muchos años habrían de transcurrir después de 1824 para que se sentaran 
las bases del juicio de amparo. Nuestro país vivió a raíz de la independencia largas 
y azarosas etapas de luchas internas. La pugna entre conservadores y liberales fue 
enconada y trascendió más de una vez a enfrentamientos armados. Ambos bandos, 
al ocuparse del cuadro jurídico adoptable, buscaban una fórmula adecuada para 
preservar la prevalencia de las normas básicas, así como su incolumidad. 


El artículo 137 del Código de 24 atribuía a la Suprema Corte facultades para 
“conocer de las infracciones a la Constitución y leyes generales.” El 165 autorizaba al 
Congreso a “resolver las dudas que ocurran sobre la inteligencia de esta Constitución 
y del acta constitutiva.” 


Las facultades de la Corte no operaron en la práctica porque carecieron 
de reglamentación y porque los gobiernos que se sucedieron se hallaban siempre 
comprometidos en la solución de problemas más urgentes, tanto de tipo político 
como económico y armado. No había coyuntura para el estudio sereno de las 
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nueve vertientes jurídicas que las diversas tendencias, abrían. Los separatismos 
que indirectamente estimulaban, amenazaban con una severa disgregación. Texas 
empezaba a ser dominada por los colonos extranjeros, se separaba de Coahuila y 
emitía sus propias leyes y Yucatán quería revocar el pacto. 
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2.- Las Siete Leyes. 


obrevino el régimen centralista con su Constitución de las Siete Leyes, y el 

desconocimiento consecuente de los Estados, reducidos a departamentos. Se 

creó el Supremo Poder Conservador, como árbitro máximo encargado de vigilar 
que ninguno de los otros poderes rebasara el límite de sus atribuciones. El artículo 
12 de la Ley Segunda lo facultaba para declarar la nulidad de toda ley o decreto que 
fuese contrario a la Constitución. Igualmente podía decretar la nulidad de los actos 
del Ejecutivo y de la Corte bajo el mismo supuesto. Según el artículo 12 de la Ley 
Quinta, la Corte Suprema de Justicia podía conocer los recursos de nulidad que se 
interpusiesen contra las sentencias de última instancia de los tribunales superiores 
de los departamentos. (Felipe Tena Ramirez, “Leyes fundamentales de México”. Ed. 
Porrúa. Mex., 1967. El resto de las citas de estas leyes se basan en la misma edición.) 


Opina Alfonso Noriega Cantú, contra el juicio desdeñoso de Rabasa, que la 
Constitución centralista tiene el mérito de contener la primera institución que en 
la historia de nuestro derecho tiende a garantizar la constitucionalidad de las leyes 
secundarias. 


La Constitución de 1936 no fue bien recibida por los federalistas y su hostilidad 
no tardó en aparecer. Los constantes pronunciamientos militares, la guerra de Texas, 
los conflictos con Francia y otras muchas vicisitudes estorbaban igualmente su 
vigencia. Se hacía indispensable reformarla. 
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Durante los trabajos de la comisión revisora el diputado José Fernando 
Ramírez propuso en voto particular, que fuera la Suprema Corte la que conociera y 
fallara sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, sin incluir las 
resoluciones judiciales. 


Igual criterio sostiene Manuel Crescencio Rejón, quien además estaba 
familiarizado con las ideas de Tocqueville sobre la democracia norteamericana. En 
su proyecto para la Constitución de Yucatán quiere que sea la Suprema Corte la que 
ampare en el goce de sus derechos a cualquier persona que lo pida cuando se trate de 
leyes, decretos o providencias del Poder Ejecutivo contrarios al código fundamental, 
limitándose a reparar el agravio. El ilustre precursor del juicio de amparo no hablaba 
de providencias emanadas de la actividad jurisdiccional. 


60 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


3.- La Aportación de Otero. 


as reformas propuestas por una minoría de la comisión revisora, de la cual formaba 

parte muy destacada Don Mariano Otero, autorizaban igualmente a la Corte para 

conocer de aquellos actos de los Poderes Legislativos y Ejecutivos de los estados 
que privasen a una persona del goce de las garantías otorgadas por la Constitución, 
mismas que se enumeraban en la sección segunda del título primero como derechos 
del hombre. Las Leyes del Congreso Federal tachadas de inconstitucionales podrían 
ser objeto de revisión por el propio Congreso (artículo 81). No se preveía la posibilidad 
de conocer de resoluciones judiciales. 


La paternidad del acta de reforma de 1847 se atribuye a Otero. Este documento 
se produce en circunstancias muy dolorosas para el país, debido a la invasión 
norteamericana. 


Santa Ana había vuelto a México y se había declarado partidario del federalismo. 


Se trató entonces de restablecer la vigencia de la Constitución de 1824, pero 
con las modificaciones que proponía el grupo de Otero. El texto del artículo 25 del 
acta, decía: 


“Los tribunales de la Federación ampararán a cualquier habitante de la república 
en el ejercicio y conservación de los derechos que le conceda contra todo ataque de 
los poderes Legislativo y Ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose 
dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre el que verse el 
proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que lo 
motivare.” 
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Comenta Don Alfonso Noriega Cantú que: 


“Si fuere posible, en sentido metafórico, extender el acta de nacimiento de 
nuestro juicio de amparo, podríamos decir que ésta institución nació el día 21 de 
abril de 1847 en el acta de Reformas que se aprobó en esa fecha y que fue su padre 
el insigne Mariano Otero.” (Alfonso Noriega Cantú, “El juicio de amparo”, trabajo 
incluido en “Obra Mexicana”, Procuraduría General de la República, Méx., 1985, 
Tomo Segundo, P. 1642.) 


De acuerdo con la fórmula magistral del artículo 25 (19 en el texto del voto 
particular de Otero), nunca se pensó en extender el amparo contra sentencias 
judiciales. 


Don Antonio Carrillo Flores, después de un concienzudo estudio sobre los 
diversos capítulos relativos al nacimiento de la institución, dice: 


“Afirmo, pues, con profunda convicción, que el amparo, al nacer, fue concebido 
fundamentalmente como un mecanismo definitivo frente al Poder Legislativo y, apenas 
en forma subordinada, frente al Ejecutivo, pero no, definitivamente no, frente al 
Judicial.” (Antonio Carrillo Flores, “La Constitución, la Suprema Corte y los Derechos 
Humanos”. Ed. Porrúa, Méx., 1981. P.115.) 
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4.- La Constitución de 1857. 


iguiendo el criterio del distinguido maestro, se concluye igualmente que la 

Constitución de 1857 no ensanchó el alcance del amparo y que Ponciano 

Arriaga, alma y motor del constituyente, tuvo la misma concepción de Otero 
y se basó también en el sistema norteamericano difundido por Tocqueville, al cual 
citaba en sus intervenciones. 


El artículo 101 prescribía que los tribunales de la federación resolverían toda 
controversia que se suscitare “por leyes o actos de cualquiera autoridad que violen las 
garantías individuales” (fracción |). 


Dado el contenido de este artículo 101 y considerando el texto del artículo 
14 al que después nos referimos, podría pensarse que se había abierto la puerta a la 
acción controladora de los tribunales federales en todas las áreas, incluida la judicial. 
Sin embargo, los antecedentes doctrinales de la Constitución de 57 y las ideas 
sustentadas por Arriaga, llevan a la conclusión de que en ningún momento se tuvo 
el propósito de someter las sentencias de los tribunales judiciales al procedimiento 
restaurador de las garantías individuales. 


Carrillo Flores nos llama la atención sobre el artículo 102 del mismo Código 
fundamental, el cual señalaba que en los procedimientos a que se refiere el 101 no se 
haría ninguna declaración general respecto de la ley o acto que los motivare, supuesto 
innecesario tratándose de sentencias judiciales, las cuales, de suyo, jamás admiten 
aplicación general, lo que indica que no se pensaba en este tipo de pronunciamientos. 
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No se pretende sostener que al constituyente no le importaba que los jueces 
violaran o no la Constitución. Lo que aseguran los tratadistas es que no los sujetaban 
a lo establecido en el artículo 101, sino a otras formas originarias de recursos. Tan 
es así, que el artículo 100 establecía que la Corte podía ser tribunal de apelación en 
ciertos casos (varios de los comprendidos en el artículo 97), no tribunal de amparo. 
(Ibid, pp. 116 y 117). 


El artículo 97 fracción l, confiaba a los tribunales federales conocer de “todas 
las controversias que susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales, 
no sobre leyes locales, lo cual según Carrillo Flores, significaba que la interpretación y 
tutela de estas últimas se consideraba privilegio exclusivo de la soberanía local, y que 
“nada, absolutamente nada, autorizaba a pensar que en 1857 se hubiesen derogado”. 
(Ibid., p. 127). 
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5.- El artículo 14, la interpretación extensiva y el criterio Juarista. 


l artículo 14 quedó incluido en la Sección | del Título | denominado “Los derechos 
del hombre.” Su texto, bien conocido, decía: 


“No se podrá expedir ninguna ley retroactiva... Nadie puede ser juzgado ni 
sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente aplicables 
a él, por el tribunal que previamente haya establecido la ley.” 


Fue objeto de numerosas críticas por su mala redacción y por aquello de las 
leyes “exactamente aplicables” al caso. Destaca el estudio famoso de Don Emilio 
Rabasa. 


El precepto fue invocado durante la vigencia de la Constitución de 1857 por los 
litigantes, considerándolo como garantía individual cuya observancia obligaba a todo 
tribunal y cuya violación hacía posible el juicio de amparo. 


Las circunstancias históricas no estimularon avances dignos de consideración en 
cuanto a aquellos puntos constitucionales que demandaban adecuada reglamentación. 


Concluida la cruenta guerra de tres años, Juárez pudo entrar a la ciudad de 
México en 1860 y trató de consolidar su gobierno, pero tuvo que afrontar de nuevo 
la lucha contra las fuerzas francesas y contra el segundo imperio, que termina con 
los fusilamientos de Querétaro hasta 1867. Expide entonces varias leyes y entre ellas 
la que, según su mensaje de 21 de enero de 18639, podía ser la más importante de 
todas las leyes orgánicas, porque “serviría de garantía a todas las garantías de la 


65 


Poder Judicial 


Poder Judicial 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


Constitución”. En el punto que nos interesa cabe señalar el contenido del artículo 8, el 
cual categóricamente establecía: “No es admisible el recurso de amparo en negocios 
judiciales”. 


Esta clara disposición Juarista encajaba perfectamente bien en la tradición que 
arrancaba desde 1824. 


Poco después de emitida la ley de 1869, la Corte declaró implícitamente la 
inconstitucionalidad del artículo 8 en una resolución que Carrillo Flores califica de 
ligera, pero que tuvo gran trascendencia. 


Sucedió que el Tribunal Superior de Sinaloa al revisar una sentencia del Juez 
Miguel Vega, la revocó por estimar que se había dictado contra texto expreso de ley, 
suspendiendo al funcionario, además, en su ejercicio. Vega recurrió al amparo y el 
Juez de Distrito se negó a tramitarlo con fundamento en el artículo 8 de la Ley de 
Juárez. 


Pasó el asunto a la Corte y ésta amparó a Vega por considerar que dicho 
artículo era contrario al 101 de la Constitución. 


Comenta Don Antonio Carrillo Flores que con ello la Suprema Corte cambió 
para siempre el curso de su propia historia. (Ibid., p 120). 


Esta vez sí que se habían abierto las puertas del aluvión de casos por 
inobservancia a la legalidad, incluidos los actos de los Poderes Judiciales. La sensatez 
de algunos funcionarios y juristas trataron de cerrarlas o de entrecerrarlas, como lo 
intentaron, por ejemplo José María Lozano e Ignacio Vallarta. 
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Este último, uno de los más doctos Presidentes que ha tenido la corte, distinguía 
entre la violación de los derechos del hombre y la violación a los derechos secundarios 
y se unió al criterio de Lozano en la interpretación del artículo 14, considerando que 
la “exacta aplicación de la Ley” regía, si mucho, en materia penal. La tesis, no muy 
sólida, motivó refutaciones y largos debates. 
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6.- La fuerza de la Tradición. 


as causas que hicieron del amparo un verdadero recurso y que dieron a los 
litigantes la oportunidad de agotar una instancia más en materia judicial, no se 
encuentran sólo en la interpretación que se dio al artículo 14. Son mucho más 
complejas y enraízan en la tradición centralista de tres siglos de Colonia. Estimamos 
de sumo interés las argumentaciones en este sentido de Don Alfonso Noriega Cantú. 


Sostiene el conocido maestro que el sistema federal sobrevino como algo 
exótico para varios aspectos de nuestra realidad. La Colonia mantuvo en lo judicial y 
en lo administrativo una organización centralista desde la instauración de la primera 
audiencia. Se mantuvo uniforme hasta el siglo XVIIl en que empiezan a regir las 
Ordenanzas de Intendentes. La justicia ordinaria o de fuero común era dispensada 
por alcaldes, jueces legos, alcaldes mayores y regidores, casi siempre sin suficiente 
preparación. Por arriba de ellos se encontraba la audiencia de la ciudad de México y 
la de Guadalajara, que conocían de las apelaciones en toda clase de negocios, aunque 
también ventilaban en primera instancia asuntos de interés mayor. El Consejo de 
Indias era la autoridad máxima y conocía de causas graves en toda clase de conflictos 
y en última instancia. 


Se han investigado los antecedentes coloniales de nuestro juicio de amparo. El 
sistema de fueros, tan interesante desde varios puntos de vista, permitían formular 
reclamaciones contra atentados a los derechos fundamentales. La Figura de Justicia 
en Aragón como moderador del poder tuvo incuestionable influencia en el resto del 
mundo hispano y pasó a las audiencias como una especie de recurso de apelación 
contra actos de los virreyes, los cuales incluso, podían ser suspendidos mientras se 
resolvía el fondo del problema. El llamado recurso de fuerza podía ser ejercitado por 
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una persona contra actos de juez eclesiástico ante un juez secular, a fin de que “alzar 
la fuerza” o violencia que se hacía al agraviado. Hay una acuciosa investigación de 
Don Andrés Lira González sobre lo que llama el amparo colonial mexicano, a la cual 
Noriega Cantú le concede pleno crédito. 


Ciertas o no las analogías de algunos procedimientos protectores de Nueva 
España con nuestro amparo, de todas maneras eran generalmente del conocimiento 
de la audiencia, como tribunal central. 


En la mayoría de las poblaciones se carecía de experiencia para el manejo de 
asuntos jurídicos de importancia. No había cultura foral y si exceptuamos los casos de 
México y de Guadalajara, se daba el fenómeno de la carencia de abogados o peritos a 
quienes confiar el tratamiento competente de un negocio (recordemos aquí que, por lo 
que ve al Estado de Guanajuato, los estudios de abogacía se implementan en nuestra 
casa de estudios hasta por el año de 1828). 


Concluye Noriega Cantú: 


“El sistema federalista, de acuerdo con la lógica de sus principios, creó los 
estados autónomos, provistos de Poderes independientes y soberanos. La suprema 
autoridad administrativa fue el Gobernador del Estado y la judicial, el Tribunal Superior 
de Justicia. ¿Qué sucedió entonces?. Que por una parte, nuestra tradición era una 
poderosa causa psicológica que impelía a repudiar el sistema federal y aconsejaba 
tratar de burlarlo; y, por otra, como he indicado, carecíamos de foro, no existían 
abogados y surgió el problema de quienes serían los que fueran a constituirlos flamantes 
Tribunales Superiores. Y ahí debieron ir los antiguos tinterillos que litigaban ante los 
viejos alcaldes y corregidores, ya que ellos eran las únicas personas que conocían 
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los trámites judiciales. Se improvisaron abogados y se echó mano de sacerdotes que 
conocían por lo menos el derecho canónico. La incultura de esos tribunales superiores 
fue manifiesta. Agregándose a todo esto que las arbitrariedades y el abuso constante 
de los caciques locales, verdadero cáncer de nuestra vida política que ha lacerado a 
nuestra nación, quedaron impunes en absoluto. La institución exótica del federalismo 
viene a crear ese gravísimo problema de verdadera trascendencia social y política.” 
(Alfonso Noriega Cantú, obra citada, pp. 1619 y 1620) 
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7.- El Amparo como Remedio Contra el Federalismo. 


m uál era el remedio? Lo fue el amparo. Se vio en este juicio un medio 
b C eficaz para dejar en manos de los tribunales federales los problemas. 
La Corte vino a ser el sucedáneo de la audiencia. Esto explica que el 
amparo se haya desarrollado con tanto vigor. Se constituyó en instrumento de nuestra 
costumbre jurídico-política, en arma utilísima de nuestro centralismo tradicional. En 
este juego, la deformación del juicio como medio de control de la legalidad tuvo un 
papel de importancia. Los abogados lo esgrimieron alegando que la exacta aplicación 
de la ley era una garantía, la Corte lo adoptó como jurisprudencia y finalmente lo 
adoptó nuestra legislación constitucional. (Ibid., p. 1620.) 


El federalismo suponía como algo sustancial la soberanía de los estados y, 
consecuentemente, la independencia de los Poderes Judiciales. Los Tribunales 
Superiores de Justicia deberían decir la última palabra en asuntos de su competencia. 
Pero dada la tradición secular, la incultura jurídica y el caciquismo, se buscó la manera 
de escamotear sus atribuciones, es decir, de burlar al federalismo mismo como se 
burló y se sigue burlando en otros muchos aspectos. Los errores de la Constitución 
de 57 y particularmente del artículo 14 facilitaron la maniobra y echaron sobre los 
tribunales federales y especialmente sobre la Suprema Corte, una carga enorme de 
trabajo que con justa razón alarmó a todo el mundo, pero que no por eso se dio marcha 
atrás. 


Don Emilio Rabasa nunca perdonó la maniobra y reprobó con energía la falta de 
congruencia entre la práctica y la teoría: 
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“Si un artículo constitucional establece subordinaciones o restricciones 
contrarias a estos principios esenciales, por sabio que el artículo sea, y aun suponiendo 
que baste para fundar la felicidad del pueblo; será sin embargo destructor del sistema 
federal y significará la implantación de un sistema de gobierno distinto. “(Emilio 
Rabasa, “El artículo 14”, Porrúa, Mex., 1955. P. 81.) 


Proclamado el federalismo, después de tantas luchas y derramamiento de 
sangre, debió haberse respetado. Así como las leyes de un estado no están sujetas a 
censura ni revisión del Congreso Federal. 


”... Toda causa del conocimiento de los tribunales de los Estados debe fenecer 
en ellos, sin intervención, sin tutela del Poder Judicial del centro o tendremos la 
integridad del estado rota, puesto que uno de los tres elementos que la constituyen 
está bajo el dominio del poder central”. (Ibid., p. 83.) 
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8. - La Constitución de 1917. 


n la exposición de los motivos del proyecto de Don Venustiano Carranza para 

la Constitución de 1917 se reconoce que el amparo se desnaturalizó y que se 

convirtió “en un medio apropiado para acabar con la soberanía de los Estados”. 
Sin embargo, no se adoptó la reforma consecuente a tal reconocimiento y el amparo 
judicial, sin discriminación de ningún género, quedó confirmado. No quiso tomarse en 
cuenta que las circunstancias históricas, sociales y culturales ya habían cambiado. 
Ciertamente se reglamentó mejor el procedimiento, pero la reforma que hubiese 
erradicado el vicio no surgió. 


Cuando se discutía el texto del artículo 107, Don Hilario Medina y Heriberto 
Jara pugnaron por la abolición del centralismo judicial, pero no fueron oídos. En la 
sesión del día 22 de enero de 1917, Medina decía: 


“El dictamen de la comisión que está de acuerdo con el proyecto del primer jefe 
concede el amparo contra sentencias definitivas que pronuncien los tribunales, esto 
es, se conserva la pésima tradición que nulifica la justicia local (...) La justicia común 
de los estados, de esta manera, nunca ha existido ni nunca existirá si van a seguir 
las cosas como están en materia de litigios. ("Los derechos del pueblo mexicano”, 
compilación y análisis del Congreso de la Unión, Ed. Porrúa, Tomo VIII., p.34.) 


Combate el prejuicio de que en los Estados no se puede impartir buena justicia 
y censura el monopolio del foro de la ciudad de México, donde reside la Corte. Asegura 
que en los estados hay personalidades conspicuas y bastantes conocedoras del 
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derecho y de buena fe, capaces de fallar los asuntos.(Ibid., p. 34.) Alude a la excesiva 
concentración de negocios en la Corte, la cual sólo debe conocer de cuestiones 
meramente constitucionales: 


“Defendemos la justicia local, el prestigio de los tribunales locales; queremos 
que haya perfecta división entre las materias civiles y penales y las materias 
constitucionales de que debe conocer la Corte.”(Ibid., p. 35) 


Jara respaldó el criterio de Medina e igualmente defendió el prestigio de los 
Estados: 


“¿Porque hemos de tener nosotros el prejuicio constante de que en los Estados 
de la Federación, en los tribunales de los Estados se va a proceder con menos honradez 
que en la Suprema Corte de Justicia? Y si esto llegare a suceder, si realmente los 
tribunales de los Estados se prestan a mayor corrupción, los estados serán los 
responsables de los perjuicios que reciban por haber hecho una mala selección de 
magistrados. Pero por otra parte ¿Qué garantía tendrá un tribunal compuesto de 
personas honorables si después de haber pronunciado un fallo concienzudo, ese fallo, 
a fuerza de maquinaciones, a fuerza de dinero es destruido allá en la Corte?”(Ibid., 
pp. 55 y 56). 
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9.- El Abuso, el Rezago y la Denegación de Justicia. 


omo se había previsto, el ensanchamiento del amparo, aparte de invadir la 

soberanía de los Estados, originó el gravísimo problema del rezago en la Corte. 

Ya a principios del siglo en 1904, había una acumulación de 4567 juicios. 
Veinticinco años después el rezago adquiriría proporciones gigantescas, de 10,000 
asuntos pendientes de resolución. Quince años más tarde se había duplicado esta 
última cantidad, correspondiendo a la Sala Civil el mayor número de expedientes. El 
centralismo patentizó el alcance del error y la denegación de justicia fue una de sus 
más penosas consecuencias. Los afectados directos en los negocios desesperaban y 
aún los casos más claros y más bien resueltos por la justicia local, tenían que soportar 
demoras de años. El amparo se convirtió no en un medio de defensa y salvaguarda de 
la Constitución, sino en recurso más del que se echaba mano sin ningún escrúpulo. Fue 
también el arma preferida de chicaneros y leguleyos. 


Era urgente poner remedio a esa situación y se pensó entonces en aliviar el 
trabajo de la Corte. Consigna Don Antonio Carrillo Flores que durante el gobierno de 
Manuel Ávila Camacho y conforme a un planteamiento del licenciado José Aguilar y 
Maya, Procurador General de Justicia, se quiso modificar la competencia de tan alto 
tribunal definiendo aquellos casos en que los asuntos deberían tener su término en 
tribunales federales inferiores. 


La oposición de Don Salvador Urbina, Presidente de la Corte, evitó que 
prosperara el proyecto de Aguilar y Maya. La idea de este era dejar a la Corte el 
conocimiento exclusivo de problemas constitucionales en estricto sentido. (Antonio 
Carrillo Flores., Opus Cit. Supra Nota 4., pp. 166 y 167). 
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Como puede verse, el jurista guanajuatense se adelantó en más de cuarenta 
años a la solución que se ha adoptado en las más recientes reformas, pero sin 
desconocer que, de todas maneras, mantenía el centralismo. 


El problema continuó y el rezago siguió creciendo, hasta que en febrero de 
1951 se crearon los Tribunales Colegiados de Circuito, los cuales vinieron a auxiliar a 
la Corte mediante una adecuada distribución de competencias. Fue un alivio, pero no 
un remedio. Una nueva reforma se promulgó en 1968, ampliándose la competencia de 
los Colegidos, en cuyos detalles no nos detendremos por ser bien conocidos. 


Vamos a considerar, finalmente, la etapa actual. Nos ocupamos de las reformas 
a la Constitución y a la Ley de Amparo que entraron en vigor el 15 de enero de 1988. 
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10.- La Purificación de la Corte. 


espués de más de un siglo de vivir en error y después de más de cuarenta y 

cinco años del proyecto Aguilar y Maya, se ha venido a caer en la cuenta que 

la Corte no debe ocuparse del control de la legalidad y que debe sujetarse a 
ventilar cuestiones de estricta constitucionalidad. 


En la exposición de motivos de la iniciativa de 6 de abril de 1987 se dice entre 
otras cosas: 


“Ha llegado el momento histórico, que constituye una permanente aspiración 
jurídica, de perfeccionar para la Suprema Corte de Justicia de la Nación la función 
de supremo intérprete de la Constitución y de asignar a los Tribunales Colegiados de 
Circuito el control total de la legalidad, pues con ello se avanza en el fortalecimiento 
y vigencia del principio de división de poderes, se consagra nuestro más alto tribunal 
a la salvaguarda de las libertades de los individuos y de la norma fundamental, se 
culmina el proceso de descentralización de la función jurisdiccional y se acaba en 
definitiva con el problema de rezago en asuntos de la competencia de la Suprema 
Corte de Justicia.” 


En nuestra opinión el “momento histórico” no llegó en fecha tan reciente. La 
verdad es que se había dejado pasar y que se le dio esquinazo desde que se tuvo por 
inconstitucional el artículo 8 de la ley juarista, error confirmado por la Ley de Amparo 
de diciembre de 1882. 
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Tampoco vemos por qué la reforma representa un avance en la división 
de poderes, pues el conocimiento del amparo siempre ha estado en manos de los 
tribunales federales, independientemente de los criterios seguidos respecto de sus 
competencias. 


No es exacto, por otra parte, que con estas modificaciones culmine el proceso 
de descentralización de la función jurisdiccional, puesto que los Tribunales Colegiados 
siguen siendo federales, es decir, centrales, independientemente de su ubicación. 
Cuando mucho podría hablarse de desconcentración en beneficio de las labores 
de la Corte y, en cierta forma, en beneficio de los litigantes por la cercanía de los 
Colegiados al lugar en que se produzca el conflicto. El rezago en la Corte, problema 
que ha subsistido, disminuirá ciertamente, pero no es difícil que aumente en los 
Colegiados, los cuales tendrán que multiplicar su número. 


Se dice también que “la presente iniciativa respeta y ratifica todos los principios 
que rigen nuestro juicio de amparo.” No es posible aceptar esta consideración puesto 
que, según hemos visto, los principios originales y auténticos tendían claramente 
a respetar la soberanía de los Estados. Fueron las circunstancias extrajurídicas, la 
condescendencia y los vicios lo que motivaron el centralismo prevaleciente. Lejos de 
corregirse esta situación, la reforma la consolida con más desventajas que ventajas, 
como adelante se verá. 


En la exposición de motivos para las modificaciones a la Ley de Amparo de 10 
de noviembre de 1987, a fin de ajustarla a los cambios introducidos a la Constitución, 
se abunda en los mismos razonamientos. Se reserva a la Corte todo lo que se ve a las 
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leyes federales y locales, tratados internacionales y reglamentos federales y locales. 
A los Colegiados se dejan los reglamentos autónomos y municipales y el control, en 
general, de la legalidad. 


Debemos tomar en cuenta que hay muchos actos de autoridad que sin constituir 
leyes ni reglamentos, pueden significar un serio problema de constitucionalidad y no 
de mera legalidad, en cuyo caso no conocerá la Corte, sino los Colegiados, lo que no 
está de acuerdo con la exposición de motivos. Recordemos aquí que Don Salvador 
Urbina, siendo Presidente de la Corte, al oponerse al proyecto Aguilar y Maya, decía 
que era “distinción absurda en el Derecho Mexicano entre el control de la Constitución 
y control de la legalidad”. (sic) (Ibid; p. 166). Agregó, que la Corte se quedaría sin 
trabajo. 
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11.- El fariseísmo Centralista. 


| problema de fondo no se ha resuelto ni la solución depende solo de una mejor 
distribución de competencias ni de un mayor número de Tribunales Colegiados. 


Nadie podrá negar que un aspecto esencial lo represente el factor humano, es 
decir, la capacidad y honorabilidad, por encima del término medio, de los juzgadores. 
En este punto en que los Estados integrantes de la Federación han sido tratados 
con menosprecio, pues al negarles soberanía, como se les niega, se sigue actuando 
como si las circunstancias del siglo pasado no hubiesen cambiado. Se sigue pensando 
que en “provincia” no hay profesionistas con suficientes méritos para que nuestros 
tribunales conozcan de los juicios hasta ser fenecidos, como decía la Constitución de 
24. Se trata de un prejuicio grave, como lo señalaba Don Hilario Medina. Por su parte, 
más recientemente, Don Antonio Carrillo Flores decía: 


"Me resisto a creer que falten abogados honorables y competentes para 
decidir las controversias penales, civiles, laborales o administrativas que surjan en la 
provincia mexicana y que sean competencia local”. (Ibid., p. 1.3). 


Consideramos también que a medida que se han ido ampliando las atribuciones 
de los Colegiados y su número (tendrá que haber cuando menos uno de estos tribunales 
en cada Estado y dos o más donde se amerite), los requerimientos de personal de 
excelente nivel serán mayores. No nos atrevemos a decir que será imposible satisfacer 
tales exigencias en forma adecuada, siempre que la Corte ponga en ello sumo cuidado, 
pero esto no significa que, en caso de suprimirse el centralismo, los estados no 
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pudieran proveer a nuestros Tribunales Superiores de Justicia con personal igualmente 
excelente. ¿Por qué solo los funcionarios judiciales que seleccione el centro han de ser 
los únicos aptos, profesional y moralmente hablando? 
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12.- Buenos Jueces, Buena Justicia. 


n una ponencia que hace varios años presentamos dentro de un foro de consulta 

al que convocó la Procuraduría General de Justicia, decíamos que es imposible 

desconocer la falibilidad humana y que en las resoluciones de amparo también 
se puede faltar a la Constitución y a la ley. Pero no hay amparo contra el amparo, todo 
lo cual pone de manifiesto que es la calidad de la función, más que los sistemas y las 
reglamentaciones, lo que ha de cuidarse por arriba de todo. 


Sería temerario afirmar que el carácter federal de un cargo es garantía infalible 
de superioridad respecto el carácter local de ese mismo cargo. No desconocemos la 
buena fama del Poder Judicial Federal en cuanto a la rectitud de la gran mayoría de 
sus integrantes, a quienes no les es imputable el eterno problema del diferimiento de 
los fallos por el exceso de asuntos, pero tampoco desconocemos la buena fama de 
la mayoría de nuestros Tribunales Superiores de Justicia, que incluso se han visto 
fortalecidos por el nuevo texto del artículo 116 Constitucional. 


Creemos también que la calidad de los tribunales locales podría optimizarse 
con el rescate de sus facultades porque esto motivaría en sus integrantes un mayor 
sentido de responsabilidad bajo la conciencia de que sus resoluciones serían de 
verdadera y última instancia. Los gobiernos locales usarían de los mayores escrúpulos 
en la designación de los altos funcionarios judiciales. 


Contra todo esto podrá alegarse que los litigantes prefieren que haya una 
tercera instancia y que esta se ventile con la confianza de que no habrá influencias de 
tipo local u otros factores capaces de desviar una recta actuación. Esta razón no es 
de fondo. Los perdidosos en un asunto no solo querrían que hubiera tres instancias, 
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sino cuatro o cinco; en cambio, el que obtiene desea que su negocio termine pronto. En 
cuanto a las influencias, advirtamos que éstas desgraciadamente pueden darse dentro 
de cualquier campo, incluido el federal, máxime que, por su ubicación, los juzgadores 
federales no están a salvo tampoco de intervenciones surgidas del propio medio en 
que actúan. 


Reiteramos que el problema relativo a la selección de juzgadores es 
fundamental y sumamente delicado. Era seguramente mucho más fácil para el 
gobierno federal seleccionar a unos pocos Ministros de la Suprema Corte de Justicia, 
de notable trayectoria profesional, de insospechada rectitud y de amplio prestigio 
como jurisconsultos, aunque de hecho no siempre se hayan tomado en cuenta esas 
virtudes. Hoy no será fácil escoger a cien; mucho más de cien integrantes de los 
Tribunales Colegiados con los mismos e indispensables méritos. 


Reconozcamos, finalmente, que hay asuntos de tal entidad y de tal 
trascendencia que ameritarán siempre la intervención del pacto federal por el interés 
social que representan. Lo mismo sucederá cuando se quebranten leyes de carácter 
federal. Bien podría idearse para tales casos el recurso adecuado, como en cierta 
forma lo constituye ya la facultad de atracción de la Suprema Corte de Justicia. No 
hay razón, en cambio, para que todo negocio, indiscriminadamente, tenga que ir a 
parar en los tribunales federales. 


Don Antonio Carrillo Flores, a cuya memoria hemos dedicado estas notas, 
decía: 
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“Ojalá que no termine la década de los ochenta sin que se corrija esta anomalía, 
sobre todo ahora que se pretende vigorizar nuestro sistema federal y descentralizar la 
vida nacional”. (Ibid. P.13). 


Los pasos dados hasta ahora, lejos de satisfacer los anhelos del ilustre jurista, 
hacen más remota la corrección. La justicia local parece que seguirá sujeta a la tutela 
centralista indefinidamente. 


El amparo abierto en estos últimos sesenta y cinco años se ha consolidado, 
pero no necesariamente probado todas las bondades que se le atribuyen. 
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Decreto No. 10 que crea el Supremo Tribunal de Justicia 
de Guanajuato. Para evitar ladrones de la memoria 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


os años y nueve meses después del nacimiento de México independiente, el 28 

de junio de 1824, el Congreso Constituyente del Estado de Guanajuato fundó 

el Supremo Tribunal de Justicia, representante del Poder Judicial estatal que 
se sumó al ejecutivo y al legislativo en un nuevo orden republicano. 


La construcción del Supremo Tribunal de Justicia fue prácticamente de cero. 
Se procedía de un sistema monárquico, previo al México independiente hubo tribunales 
que no representaban ningún Estado formalmente constituido y reinaba el caos social. 


En efecto, la herencia de la conquista, entre otras cosas, fueron 3 siglos de 
monarquía de los reyes de Castilla y un sistema de procesamiento inquisitivo del santo 
oficio. 


Además en el proceso de la revolución de independencia y antes del México 
emancipado, existieron tribunales de facto que no representaban a la Nueva España 
pues el rey Felipe VII era prisionero de los franceses; tampoco actuaba en nombre de 
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Francia ya que expresamente se había desconocido a las autoridades emanadas del 
rey español.* Pese a ello y solo por mencionar un ejemplo, un tribunal procesó, juzgó, 
sentenció, fusiló y decapitó a Ignacio Allende el 26 de junio de 1811.? 


Había la urgencia de la construcción de un sistema de gobierno, pues además 
del recién nacimiento, el país estaba amenazado por lobos que cazaban la oportunidad 
de invadir a la sociedad mexicana en desorden. 


La construcción del nuevo orden nacional se apuntaló en 1824, cuando el 
Congreso Constituyente de México dió el nombre de Estado Libre y Soberano de 
Guanajuato quien a su vez, por medio de su Congreso Constituyente Local, conformado 
por 3 diputados: Francisco Aniceto Palacios, Mariano Leal y Araujo y José Tiburcio 
Incapié, emitieron el Decreto número 10 fraguando el Supremo Tribunal de Justicia. 


Dicho decreto marca la primera revolución del sistema jurídico local en el México 
independiente. Se seleccionó el nombre de Supremo Tribunal de Justicia y no Tribunal 
Superior de Justicia, en razón de asunción de posturas libertarias y republicanas como 
se escribieron 14 apartados que abordan aspectos procesales, orgánicos y operativos, 
siendo la primera normatividad del poder judicial, el antecedente original, de lo que 
ahora es la ley orgánica. 


1 Acorde al decreto de fecha 4 de diciembre 1808 expedido por Napoleón 
Bonaparte lll en Chamartín de la Rosa dada la invasión francesa a España. Cfr. 
Comité conmemorativo del CCL aniversario de Don Miguel Hidalgo y Costilla. 
1753-2003. Cámara de diputados LVIII legislatura. México, D.F. 2003; p.!!. 


2 Vid. in extenso Comité conmemorativo del..., passim. 
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Aspectos procesales 


Procesalmente se atendieron los temas de la competencia y se estableció una 
formalidad procesal. 


La competencia se consideró por territorio, por materia y grado. 


Por territorio abarcaba lo que en época colonial se identificó como provincia 
de Guanajuato y se asumió que, en caso de conflicto competencial con otro estado, el 
encargado de resolverlo, sería el Congreso. 


En tanto, la competencia la dividió en civil, criminal y de hacienda, en las cuales 
competía al Supremo Tribunal de Justicia, realizar los siguientes actos: 


1. Apelación en segunda instancia de resoluciones de los juzgados. 

2. Apelación en tercera instancia de resoluciones de otra sala. 

3. Recursos. 

4. Nulidad de sentencias ejecutoriada de juez de primera instancia. 

5. Nulidad de sentencias ejecutoriada de ministro de segunda instancia. 

6. Primera instancia de causas civiles y criminales seguidas contra los 
ayuntamientos donde se ampliaban las facultades ordinarias de jueces con el 
derecho a pedir informes justificados y boletas efecto vivende.? 

7. Visitas carcelarias. 


De igual forma se ordenaba una formalidad procesal consistente en que las 
actuaciones deberían llevar un sello previamente aprobado por el congreso. 


3 Era una solicitud de un expediente administrativo o judicial dirigida al juez de 
origen ad effectum videndi et probando es decir como prueba. 
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Aspectos orgánicos 


Orgánicamente se dividió al Tribunal en dos salas colegiadas formadas por 3 
ministros nombrados por el Gobernador del Estado entre personas mayores de 30 
años, todos dirigidos por el ministro regente, acorde al siguiente organigrama: 


Aspectos operativos 


Operativamente el decreto dispuso la forma gestión de los asuntos y los 
sueldos de los servidores públicos. 
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La gestión de los asuntos daba preferencia a las peticiones, en orden de 
antigijedad, priorizando las del fiscal decano (el que tuviera más antigiedad en el 
cargo). 


Por otro lado, se estableció como sueldo anual de los servidores públicos, los 
siguientes: 


Han transcurrido 195 años de la constitución del Supremo Tribunal de Justicia 


en Guanajuato continuando con el nombre, la competencia territorial, la división entre 
penal y civil, como la apelación de segunda instancia. 


Desapareció, por mandato constitucional, la tercera instancia. Y no se conocen 
de asuntos de hacienda pues la competencia fiscal paso a ser federal. Actualmente hay 
10 salas penales, 10 civiles unitarias y 3 salas colegiadas que atienden impugnación 
contra juicios penales orales; todas formadas por magistrados ya no de ministros y el 
Supremo Tribunal lo representa la presidencia cuya titularidad es seleccionada entre 
pares, por los magistrados, no como en antaño cuyo nombramiento se daba con la 
designación, por el gobernador, del ministro regente. 
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Han acontecido muchos cambios y pasado varias constituciones locales* y 


normatividades internas del Poder Judicial,$ como ha cambiado en 3 ocasiones su 


sede, primeramente en la vieja casa del consistorio o del ayuntamiento local, luego en 


el primer Congreso del Estado en la plaza de la Paz Guanajuato y ahora en su actual 


recinto ubicado en la colonia Pozuelos. 


Aumentó la cantidad de jueces, la creación de subsistemas de justicia oralidad 


penal, oralidad familiar, oralidad mercantil, civil tradicional, extinción de dominio, 


justicia alternativa y en próximas fechas se incorporará la justicia laboral y lo que las 


necesidades del progreso demanden. 


4 


Las constituciones de Guanajuato de la independencia a la fecha han sido: 
1826, 1861 y 1917. 

En estas líneas se agradece a Diego Saúl Torres Solano, director del diario de 
los debates y archivo general del Congreso del Estado de Guanajuato por la 
remisión de la información sobre las constituciones y leyes que han regido el 
poder judicial desde su creación. 


De su creación a la fecha las normatividades internas que han regido al Poder 
Judicial han sido: 

- Decreto para llevar a su debido efecto el arreglo y buen orden de los tribunales 
establecidos en la constitución del Estado y que la justicia se administre pronta 
y cumplidamente de1827. 

- Reglamento provisional para el régimen interior del Supremo Tribunal de 
Justicia del Estado de 1850. 

- Reglamento para el gobierno interino del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato de 1856. 

- Dictamen sobre el reglamento que formó el Supremo Tribunal de Justicia de 
1856. 

- Reglamento para el gobierno interior del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato de 1856. 

- Reglamento para el gobierno interior del Supremo Tribunal de Justicia del 
Estado de Guanajuato de 1889 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1967. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1974. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 1997. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 2012. 

- Ley Orgánica del Poder Judicial de Guanajuato de 2018 (Vigente) 
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Como ha habido cambios en la forma de registro de las actuaciones, de las 
actas escritas a mano con pluma de manguillo y tinta china, pasando por las máquinas 
de escribir y actualmente se utilizan los registros electrónicos de audio y video como 
demás tecnologías que avanzan- corren rápidamente avizorando un futuro próximo 
con la inteligencia artificial aplicada al sistema de justicia. 


Además de los cambios ordinarios, el devenir histórico provocó otra revolución 
- evolución, ahora no violenta, a diferencia de la primera, pero igual que aquella implicó 
un cambio radical. 


Precisamente en el 2008, en los primeros años de un nuevo siglo, como lo fue 
en la la. y 2a. revolución mexicana, se gestó en materia penal un giro coperniquiano 
de sistema jurídico procesal de tendencia inquisitiva al acusatorio adversativo. 


Vendrán más cambios y es imperativo tener presente el inicio apoteótico del 
Supremo Tribunal ahuyentando el olvido, ladrón de la memoria del pasado y mismo 
que pasa por alto que la historia del futuro se está escribiendo ahora. 
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En los 195 años del Poder Judicial de Guanajuato” 
Dr. Mariano González Leal? 
eñores.... 


La celebración de un aniversario, sobre todo de un aniversario poco menos que 

bisecular, impone una profunda reflexión y un análisis honesto y concienzudo 
sobre el cumplimiento de los objetivos planteados por quienes sentaron las bases de 
esta noble institución, que pervive hoy, a través de los años, engarzada firmemente 
al carro de la historia. 


El Supremo Tribunal de Justicia de Guanajuato cumple apenas —apenas— 
ciento noventa y cinco años de su fundación. Una celebración de esta naturaleza no 
puede pasar desapercibida cuando la línea de conducta de quienes la integran sigue 
siendo, por fortuna, a pesar de los tiempos que corren y de los vientos que soplan, 


1 Discurso pronunciado el 28 de junio del 2019 en el 195 aniversario del Supremo 
Tribunal de Justicia del Estado de Guanajuato en el auditorio Miguel Hidalgo, de 
esta Institución. 


2 Magistrado en retiro del Poder Judicial de Guanajuato. Notario público No. 1 
en la ciudad de León, Guanajuato. Licenciado en derecho por la Universidad 
de Guanajuato. Doctor en derecho penal y criminología por la Universidad de 
Roma en Italia. 
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mayoritariamente vertical y ejemplar para otras regiones y comarcas del País, no 
menos que profundamente comprometedora y vinculante para quienes tienen el honor 
de integrarlo. 


La impartición de justicia es la función más alta que el ser humano puede 
desempeñar, porque —como numerosas veces lo señalé en el ejercicio de la función 
pública y en el aula bien amada de nuestra Universidad-, no obstante que en las 
profundidades de mi entraña -lo digo con plena sinceridad—, nunca me sentí digno 
de tales encomiendas; porque, decía, es el ejercicio de una función que constituye 
nada menos que un atributo divino. Juzgar a nuestros semejantes, es, sin duda, la 
mayor responsabilidad y el más trascendente compromiso que se puede tener en la 
existencia. 


Del correcto ejercicio de la función jurisdiccional depende la convivencia justa, 
pacífica y respetuosa de la persona humana dentro de las normas sociales elevadas 
a preceptos jurídicos. Por lo tanto, el conocimiento de la técnica del derecho, pero 
nunca aislado, sino invariablemente fundamentado en la ética, en los principios y los 
valores humanos, se torna una prioridad absolutamente trascendental. 


No obstante el torrente de ideas pragmáticas y disolventes que hoy destruyen 
al mundo, en Guanajuato no hemos olvidado que hemos recibido de nuestros mayores 
un poder judicial mayoritariamente sano, noble y fuerte en un Estado consciente de 
sus tradiciones, pero a la vez maduro y moderno. Guanajuato es un Estado que valora 
plenamente la herencia de bien que supieron legarnos nuestros padres y nuestros 
maestros, y de ella, una de las partes más valiosas es, sin duda, una administración de 
justicia que sirve a la ciudadanía y que no se sirve de ella; una impartición de justicia 
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capaz de salvar su propia responsabilidad histórica trasmitida a través de los valores 
éticos y axiológicos fundamentales frente al embate del utilitarismo, de la apetencia 
estrictamente material y del relativismo corrosivo, ayunos de todo valor espiritual. 


Esta noble institución ha logrado, gracias a la labor conjunta de sus integrantes, 
su plena evolución y actualización tecnológica, sin sacrificar su esencia ni su axiología. 
Con verdadero orgullo y satisfacción hemos sido día a día, en nuestro caso desde el 
ejercicio de la función notarial, testigos presenciales de la altura técnica y jurídica, 
pero sobre todo moral, con que se conducen habitualmente nuestros juzgadores. 


La Patria atraviesa tiempos difíciles, y Guanajuato es parte de la Patria. 
No puede substraerse a los tiempos procelosos que por doquier nos acosan. Pero 
la manera como el Poder Judicial los ha enfrentado reafirma nuestra convicción de 
que la función jurisdiccional guanajuatense ha sido un elemento fundamental para 
construir una Patria más noble y más rica, a pesar de los pesimismos que no sin 
lamentable razón, todavía sobreviven en quienes se niegan a sí mismos la esperanza 
de la redención. 


La trascendencia de los ideales de la administración de justicia en nuestra 
hora debe basarse en ofrecer soluciones cristianas, eficaces y justas, que admitan 
parangón, con ventaja, con los sistemas más modernos en la tecnología y en el orden 
social, pero que conserven los bienes espirituales y morales heredados de las nobles 
civilizaciones de las que procedemos. 
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La vocación de nuestros jueces debe seguir, como hasta hoy, procurando una 
estructura robusta y actual; unos instrumentos de acción eficaces y una fe capaz 
de responder firmemente y con verdad al prevaricato, al utilitarismo y a la traición. 
Queremos todo ello para salvar, de verdad, las esencias de la convivencia social, que 
debe tender a la rectitud plena e indubitable, por encima de intereses inconfesables. 


Queremos seguir teniendo un Poder Judicial compuesto por hombres que, como 
decía el inconmensurable ideólogo don Juan Vázquez de Mella, tengan cada uno de 
ellos su propio poder judicial: el poder judicial de la insobornable conciencia. 


La función jurisdiccional es presente y es futuro con el recuerdo y la incorruptible 
exigencia del pasado, en el que revolotean incansablemente los ejemplos y las palabras 
de nuestros maestros inolvidables. Se ha forjado golpe a golpe sobre el yunque de la 
insensibilidad y del indiferentismo. Jamás ha olvidado el repertorio axiológico que se 
hereda y que no se improvisa, ni el ansia imperativa de no traicionar jamás la esencia 
de lo que constituye uno de los tesoros más apreciables que nos han sido legados. 


Una figura política de la España de hoy ha dicho, con profunda sensibilidad, 
palabras más, palabras menos: Así como cuidamos los afectos, las amistades, 
los amores, tenemos qué cuidar las instituciones, porque las instituciones son la 
estructura de paz que permiten la vida social. 


Y otra figura española, sombra luminosa de la nueva Castilla de la Mancha, 
dictó hace siglos la norma de conducta: “Si la vara de la justicia tiembla en tu mano, 
que sea por el peso de la misericordia, pero nunca por el de la dádiva”. 
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Agradezco profundamente a la señora magistrada Claudia Barrera Rangel, 
Presidenta del Supremo Tribunal de Justicia y del Consejo Jurisdiccional, su generosa 
gentileza al hacerme el honor de invitarme a dirigir estas palabras a los integrantes del 
amado y admirado Poder Judicial de Guanajuato. Evoco hoy, con profunda emoción, 
una parte entrañable de mi vida, y me reencuentro con tantos y tantos rostros que 
siempre respeté porque siempre supieron ser respetables, y porque han sabido hacer 
valer invariablemente los principios que nutren y han nutrido su existencia. 


Conservar impoluta y digna la imagen de la función jurisdiccional guanajuatense 
es el reto, pero es también la piedra angular de la esperanza. 


Y sobre todo, es el irrenunciable compromiso con nuestros mayores y las 
generaciones que habrán de sucedernos. 


Muchas gracias. 
Guanajuato, 28 de junio de 2019. 
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“Las poquianchis” 
LCC. Nancy Elizabeth Hurtado Castro 


AN aría de Jesús, es conocida en el negocio de blancas como La 
Poquianchis.”' 


Así comienza esta relatoría que hace más de 55 años causó terror en 
el Estado de Guanajuato y que, desde el análisis del expediente, se revisa uno de los 
casos más emblemáticos de trata de personas en la historia de nuestro país.? 


María de Jesús, Delfina y María Luisa, mejor conocidas como “Las 
Poquianchis”, operaban el negocio de trata de personas, en el cual cometieron un 
sinfín de atrocidades. Originarias del Salto, Jalisco, infundieron terror, odio y miedo 
en la entidad; pero no solo eso, también despertaron lujuria, avaricia y demás excesos, 
que eran parte de su día a día. 


Su niñez estuvo llena de violencia y con una adolescencia precoz, forjaron 
un imperio de prostitución en el Estado de Jalisco y posteriormente en el Estado de 
Guanajuato. 


1 Exp. página 4 (repetida). Volumen 1 


2 Intencionalmente el texto es breve a fin de destacar las actuaciones del 
expediente y que el lector descubra, como lo hizo el juez, lo que aconteció. 
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A continuación se conocerán fragmentos de la sentencia a través de la cual 
se hizo justicia a algunas de las jóvenes que fueron objeto de trata confines de 
explotación sexual. 


El 17 de enero de 1964 en el expediente de actuaciones, tomo 1, ubicado en 
el archivo regional del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, la menor de edad 
en aquellos años, de nombre María, describió como fue convencida para salir de su 
ciudad natal, Ocotlán, Jalisco: (...) “cuando una señora que se puso Berta y a quien 
no conocía, ni puede proporcionar más datos para su filiación, la engañó diciendole 
que le iba a conseguir un trabajo de sirvienta, viniendose en el camion toda la noche 
hasta Leon, Gto., y de Leon hasta un lugar que dice San Angel no sabiendo precisar 
en que otros lugares la llevarían porque le cubrían la cara con una cobija y seian que 
se acostara en el piso del carro y que era maneja por el chofer de nombre Pancho; 
que tampoco recuerda el tiempo que pasaria en esta situación; lo unico que recuerda 
es que los lugares donde las llevaban eran encerradas, incomunicadasy golpeadas 
por Odulia y Pilar, juntamente con Guadalupe y Maria de Jesus Gonzalez hermana de 
Delfina, diciéndole a la primera la Poquianchis que tambien la golpeaban con zapatos 
y la castigaban con ladrillos sosteniendolos con las manos y se le caian le daban con 
un garrote”. (sic) 


Así como María, una situación similar vivió la menor de 12 años, llamada Gloria 
quien fue secuestrada en la siguiente fotografía extraída del expediente en mención 
entre la página dos y tres, donde se puede leer un extracto de su declaración. 
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En condiciones similares vivió una guanajuatense que fue engañada bajo la 
promesa de un buen trabajo, para después secuestrarla y forzarla a la prostitución en 
el lenocinio que manejaban “Las Poquianchis”, fragmento que puede ser leído en la 
página 6 del expediente aludud 


Aunado a estos tres casos se pudieron constatar una veintena más, en donde 
mujeres de diversas edades, originarias de: Michoacán, Jalisco, Veracruz, Nayarit, 
entre otros, eran maltratadas, obligadas a vender su cuerpo, viviendo en condiciones 
infrahumanas, de donde pocas corrieron con la suerte de sobrevivir. 


Crear todo ese sistema de trata de personas, no fue sencillo, para ello, utilizaron 
a hombres y mujeres que se dejaban manipular o comprar por unos cuantos pesos. 


Para controlar a las jóvenes, contaban con mujeres que eran conocidas como 
Las Verdugos?, quienes se encargaban de golpear, someter, y desaparecer a todas 
las muchachas que se salieran de control o bien, ya no fueran útiles para el negocio. 


El instinto de supervivencia de cada una de las jóvenes las llevo a obedecer y 
cumplir las órdenes. 


Adela duró 15 años trabajando en la prostitución con las hermanas y en las 
actuaciones del volumen 1, entre la página 20 y 21, se puede ver en la siguiente 
fotografía parte de lo que vivió: 


3 Descripción extraída del Exp. Vol. 1, Pág. 2 
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Por nueve meses estuvieron recluidas en la llamada “casa Allende”, donde eran 
apaleadas por cuestiones insignificantes, castigadas sin alimento hasta por ocho días, 
y quienes sí recibían alimento o escasas porciones se les racionaba dos veces al día 
un plato de frijoles con seis tortillas, sin agua. 


Las jóvenes habitaban en el cuarto de la segunda planta, dormían en el suelo, 
sin abrigo y con sus deposiciones cerca. Al poco tiempo la muerte se hizo presente 
debido a la suciedad, malos tratos y crueldad a la que eran sometidas. 


Durante el tiempo que permaneció el lenocinio, “Las Poquianchis” tenían una 
banda con diferentes personas; uno de ellos era Hermenegildo, Teniente de Caballería 
del Ejército, quien organizaba redadas de mujeres, algunas de ellas menores de edad, 
que una vez secuestradas eran violadas por él y sus secuaces; además, se encargaba 
de trasladar a las jóvenes, para ello se uniformaba debidamente a su rango para no ser 
detenido en las revisiones, lo cual le permitía el libre tránsito; por cada viaje recibía 
el pago de $20 pesos. 


Otro ayudante que se convirtió en pieza clave para el funcionamiento del 
negocio de trata de personas, fue Salvador quien era originario de El Salto Juanacatlán, 
Jalisco. Fue detenido a los 45 años de edad, quien además de cumplir su función de 
jardinero, se encargaba de enterrar los cuerpos de las mujeres, así como de los fetos 
que abortaban clandestinamente. 


Uno más fue Francisco, al momento de su detención contaba con 27 años de 
edad, también originario del El Salto, Jalisco, quien fungía como chofer y además 
tenía la encomienda de deshonrar a las jovencitas que reclutaban y llegaban sin 
experiencia sexual. 
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Las desapariciones, los secuestros, las mentiras y las muertes de jóvenes 
inocentes que ocurrieron durante años, crearon desesperanza y desolación en las 
familias. Pero esto no quedó impune. 


El 15 de octubre de 1964, el Juez de Primera Instancia de lo Penal de San 
Francisco del Rincón, Lic. Timoteo Lozano Martínez, dictó sentencia: 


Sin embargo, las y los sentenciados buscaron un recurso de apelación, por 
lo cual el 29 de octubre de 1964 se turnó el caso al Magistrado Propietario de la 
Segunda Sala Penal Colegiada, presidida por el licenciado Jesús Luna Guzmán. 


Las 1029 fojas útiles que correspondientes al Toca No. 134/1964, fueron 
analizadas y el 2 de agosto de 1966 se les resolvió: 


Dos años después del inicio de la apelación se les notificó la sentencia. “Las 
Poquianchis” y sus colaboradores se negaron a firmar, y no desistieron en su lucha 
por quedar en libertad, situación que no lograron. 


A lo largo del tiempo, se ha dicho, se ha escrito y se ha interpretado sobre este 
caso que hizo cimbrar a las y los guanajuatenses, ahora, por primera vez se descubren 
las páginas del expediente. 


Actualmente el juzgado tradicional de San Francisco del Rincón ha cerrado sus 
puertas para dar paso al sistema acusatorio adversativo y con él se lleva uno de los 
casos paradigmáticos de nuestro estado. Pero sobrevive, como perenne recuerdo, que 
se hizo justicia. 
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Naturaleza y alcances de la ausencia y presunción de 
muerte. Especial referencia al Estado de Guanajuato, 
sobre el procedimiento de declaración especial de 
ausencia 


Magistrado Roberto Ávila García 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Ad-Au de este compendio 
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Control jurisdiccional de acuerdos probatorios en el 
proceso penal acusatorio 


Juez Mtro. Eduardo Villagómez Amézquita 


Para la consulta de esta voz, remítase al tomo de las letras Ac de este compendio. 
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Análisis de las excepciones a la prueba de referencia 
Mtra. Rocío Laura Torón Hernández 
Introducción 


n la práctica se está utilizando demasiado lo que se denomina evidencia de 

referencia en el common law, pero sin conocer su origen, ni el porqué de sus 

excepciones. Este tema es uno de los más difíciles en la legislación, doctrina 
y práctica en las cortes de los países anglosajones. Sin embargo, y no obstante que 
nuestro país tiene un sistema penal de corte acusatorio-adversarial hace no poco 
tiempo, se desconoce en qué casos se podría alegar una exclusión de pruebas por 
estar en el supuesto de la regla de referencia, y en qué casos se podría argumentar 
su excepción. 


En el sistema procesal acusatorio adversarial mexicano, hay diversos 
dispositivos que permitirían construir la exclusión de evidencia de referencia desde un 
nivel constitucional, tomando como bases los principios de inmediación y contradicción. 
Pero también a nivel del Código Nacional de Procedimientos Penales, hay diversos 
artículos que también lo permitirían; sin embargo, en cuanto a sus excepciones 
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solamente podemos encontrar el 386 en sus distintas fracciones; sin entrar al análisis 
de lo previsto constitucionalmente para Delincuencia Organizada, en donde considero 
que aplican reglas especiales propias de un Derecho Penal del Enemigo. 


Resultan pues, cuestionables las excepciones a la regla de exclusión de 
prueba de referencia, puesto que nuestro máximo ordenamiento establece que sólo 
se considerarán como prueba aquellas que hayan sido desahogadas en la audiencia 
de juicio, salvo el caso de la prueba anticipada, sin hacer ninguna otra excepción, 
por lo que parecería que nos aplica la regla de exclusión a la prueba de referencia sin 
excepciones, lo que resultaría demasiado radical. 


En este trabajo daré una breve explicación del contenido del artículo 386 
del Código Nacional de Procedimientos Penales, en relación a la regla de prueba 
de referencia desde el punto de vista del Common law, previa explicación de sus 
antecedentes, comparación con el sistema inquisitivo, además de analizar las 
justificaciones para excluir la prueba de referencia en base a los riesgos y peligros que 
ésta implica; así mismo y a contrario sensu, el razonamiento para las excepciones a la 
regla de prueba de referencia en base a garantías circunstanciales de confiabilidad y 
la necesidad; así como las excepciones a la exclusión de la prueba de referencia que 
reconoce el ya mencionado numeral 386. 


La idea general es que la evidencia de referencia no debe ser admitida, por 
no ser confiable desde hace siglos, aproximadamente a finales del siglo XVI se 
construyó esa regla. Sin embargo, al construirse la regla también se fueron creando 
las excepciones con el paso de tiempo, al verse los casos concretos. 
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Cada excepción tiene su razón de ser, algunas tal vez una razón débil o fuerte 
de la misma. La doctrina norteamericana ha señalado que detrás de cada excepción 
existe una necesidad de uso y una garantía circunstancial de confiabilidad y ello ha 
tenido influencia en la forma de regular las reglas federales de evidencia. 


La evidencia de referencia es un tema muy debatido en las cortes anglosajonas, 
y hasta la Corte Suprema de EUA regularmente se ocupa del tema, teniendo criterios 
controvertidos y cambiantes a lo largo del tiempo. 


No obstante, lamento señalar que en la práctica mexicana existe un 
desconocimiento casi total del tema, existen testimonios de referencia que testifican 
lo que oyeron decir al testigo directo que percibió los hechos (testigos de oídas) y 
testimonios de referencia que declaran sobre lo que leyeron de entrevistas de testigos, 
prueba documental e informes periciales (testimonios de lectura de constancias de 
investigación). 


Desde mi punto de vista, la lucha en el litigio de los abogados defensores 
será tratar de argumentar la no confiabilidad que tiene un testimonio de referencia, 
que viola los principios de inmediación y contradicción. Por su parte, los Ministerios 
Públicos y, en su caso, los asesores de las víctimas, será el sostener las razones de 
una excepción de necesidad y confiabilidad. 
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l.- La prueba de referencia 
1.- La prueba de referencia en el sistema adversarial 


| sistema adversarial, tiene como una de sus características principales el 

control de las partes respecto a la presentación de los medios probatorios y 

desahogo de pruebas, ya que son quienes tienen a su cargo el deber sobre el 
descubrimiento, ofrecimiento, admisión, así como la preparación e interrogatorio de 
los testigos en el juicio. Las normas procesales suponen que son las partes quienes 
deben sentar las bases, preparar los testigos y formular las objeciones procedentes a 
las pruebas del adversario. De tal manera, que la intervención del juez está reducida 
a la división de labores que caracteriza al sistema adversativo, es decir, estamos 
hablando de un control de partes. Así, se cumpliría con el objetivo del proceso penal 
de esclarecer los hechos, absolver al inocente, que el culpable no quede impune y que 
los daños causados por el delito se reparen (artículo 20, A, fracción | de la CPEUM), 
en pocas palabras la búsqueda de la verdad. Con lo cual, desde luego, la sujeción 
que tienen los medios probatorios en el sistema acusatorio-adversarial al principio de 
racionalidad, ya que aspira a una adjudicación certera, justa y correcta de parte del 
juzgador, pero que debe ser controlado por las partes. 


La prueba de referencia está estrechamente vinculada a la tradición del Common 
law, se dice que es un producto histórico del sistema anglo-americano de adjudicación 
de disputas, el cual se ha desarrollado y persistido, en donde su utilización como norma 
de exclusión o rechazo de medios probatorios es una característica paradigmática de 
dicho sistema. 
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En su origen en el derecho inglés, se caracterizó a la prueba de referencia como 
“cuento de un cuento”, es decir, como una historia que proviene de la boca de otro; 
características que permiten entrever la principal razón para la desconfianza que la 
prueba de referencia generaba, ya que un testigo o documento pretende transmitir al 
juzgador la declaración extrajudicial hecha por diversa persona. Desde su origen se ha 
considerado a la prueba de referencia particularmente sospechosa, en la medida que 
su proponente pretende descansar en la declaración de ese otro, que se encuentra 
ausente del juicio, donde debería estar sentado en la silla testifical. 


Es así como la falta de confrontación en la prueba de referencia pone en 
manifiesto su falta de confiabilidad. Por tal motivo, su invocación en el contexto 
de un proceso supone un planteamiento respecto a que lo que debe proceder es su 
exclusión, ante una posible apreciación errónea de la prueba por parte del juzgador. 
De tal suerte, que se considera que las restricciones sobre la prueba de referencia 
son necesarias, ya que el juzgador podría dejarse impresionar por declaraciones 
extrajudiciales o bien, no saber manejar problemas de percepción, memoria, narración 
y sinceridad inherentes a ella.* 


Me explico, la doctrina anglosajona ha sintetizado las posibles áreas donde 
un testimonio podría ser no fiable. Esas áreas son la percepción, la memoria, 
narración y sinceridad. Si uno analiza las formas de impugnar el testimonio del 
testigo laico se ocupan de alguna de estas áreas que pudieran resultar afectadas 
por el contrainterrogatorio. Y así se puede obtener una clasificación de las formas de 
impugnación. 


1 Cfr. Carlson Michie R.: Evidence. Estados Unidos de Norteamérica. 1997. pp. 3 
y 7. 
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La doctrina anglosajona ha representado gráficamente los problemas del 
testimonio de referencia (testigo de oídas), de las existentes seleccionamos la de 
Graham por ser la que mejor refleja la problemática. 


E O 
2 (2 (3) 
y A AA NS xXx 


Evento X Declaración fuera Testimonio en 
de Juicio Juicio 


Los números representan las áreas de conflicto: 


(1) Percepción 
(2) Memoria 
(3) Narración 
(4) Sinceridad. 


Claramente de la gráfica podemos evidenciar que el testimonio de referencia 
impide el test de fiabilidad del testigo que presenció los hechos. Pero antes tenemos 
que explicar lo anterior, en el Common Law para hacer fiables los testimonios en 
juicio ha diseñado un test que implica varias cosas: a) El juramento de decir la verdad; 
b) Que el testimonio sea rendido ante la presencia de la persona que se acusa; c) El 
contrainterrogatorio del testigo, y d) En presencia del juzgador. El testigo origen de 
la referencia no puede pasar ninguno de estos test, ya que su declaración fue sin la 
protesta de decir verdad, sin la presencia de quien acusa, sin contrainterrogatorio y 
sin la presencia del juzgador. De ahí que se ha sostenido que no puede ser fiable el 
testimonio de referencia, o como se decía al principio de la creación de la regla un 
cuento de un cuento. 
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Esta regla de exclusión de evidencia de referencia en el Common Law tiene 
varias exenciones y excepciones, algunos autores señalan que no tiene sentido 
tener una regla que tiene tantas exenciones y excepciones. Las exenciones aplican 
cuando se estima que no entra dentro de la definición de evidencia de referencia y 
las excepciones responden a lo que Wigmore señaló tratando de entender las razones 
de cada una de ellas de garantías circunstanciales de fiabilidad y de necesidad. Se 
ha criticado dicha postura pero en términos generales se sigue como una forma de 
subrayar las razones que pueden ser leves o ilusas con las que si pueden sostenerse 
normalmente en un juicio racional. 


2.- La prueba de referencia en México 


La definición de prueba dentro del proceso penal mexicano, dentro del orden 
Constitucional, se encuentra prevista a partir de lo que dispone la fracción lll, del 
numeral 20, Apartado “A” de la norma en cita que señala: «Para los efectos de la 
sentencia sólo se considerarán como prueba aquellas que hayan sido desahogadas 
en la audiencia de juicio. La ley establecerá las excepciones y los requisitos para 
admitir en juicio la prueba anticipada, que por su naturaleza requiera desahogo 
previo», de donde resulta el legislador ser muy enfático y preciso, en el hecho de 
que sólo aquello que haya sido desahogado en juicio, con las excepciones previstas 
en la ley para el desahogo previo de la anticipada, será considerada como prueba, 
luego entonces remitiéndonos al análisis de la norma reglamentaria, nos dice el Código 
Nacional de Procedimientos Penales en su artículo 261, en lo conducente establece: 
«...Se denomina prueba a todo conocimiento cierto o probable sobre un hecho, que 
ingresando al proceso como medio de prueba en una audiencia y desahogada bajo los 
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principios de inmediación y contradicción, sirve al tribunal de enjuiciamiento como 
elemento de juicio para llegar a una conclusión cierta sobre los hechos materia de la 
acusación. »? 


Luego entonces, el artículo es coincidente con el orden constitucional, en 
que prueba es aquella que, ingresada al proceso bajo los principios de inmediación y 
contradicción, sirve al Tribunal de Enjuiciamiento como elemento de juicio para llegar 
a una conclusión cierta sobre los hechos materia de la acusación. 


Queda claro que prueba sólo es la de juicio, o bien, la que se desahoga con 
anterioridad a éste bajo ciertas circunstancias y requisitos expresamente previstos 
en la norma adjetiva, sin embargo, uno de los problemas que se presenta, cuando no 
obstante que la norma constitucional como se señaló, alude como única excepción a 
la prueba de juicio, aquella que se denomina como anticipada, prevista en los artículos 
304 a 306 del Código Nacional de Procedimientos Penales, de donde se desprende que 
se reglamenta su pertinencia y desahogo antes de la audiencia de juicio, delante de un 
Juez de Control, ante quien debe demostrar el oferente o solicitante lo indispensable 
de su desahogo, en razón de existir alta probabilidad de no ser desahogada en aquella 
etapa procesal, en atención a no poder ocurrir el testigo a audiencia por motivos de 
vivir en el extranjero, por razones que hicieran temer su muerte o por su estado de 
salud o incapacidad física o mental que le impidiese declarar en un futuro, situación 
que habrá de plantearse desde la denuncia o querella hasta antes de la audiencia de 
juicio y que habrá de desahogarse bajo las reglas de esta última etapa y conservarse 
el registro de la misma, es decir, respetándose y aplicándose en todo momento los 


2 Cfr. Alcántara Vázquez, !.: Aspectos generales y sistemas de valoración de 
la prueba. La Prueba en el Sistema Procesal Penal Acusatorio. Revista Nova 
lustitia Digital de la Reforma Penal. México, V, No. 19, Mayo 2017; pp. 9-22 y 55. 
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principios rectores del proceso penal, que son publicidad, contradicción, concentración, 


continuidad e inmediación.* Sin embargo, al margen de dicha excepción expresamente 


contemplada en el mandato constitucional, de que pruebas solo son las de juicio 


con su correspondiente citada excepción, el dispositivo 386 del Código Nacional de 


Procedimientos Penales, señala: 


Artículo 386. Excepción para la incorporación por lectura de 
declaraciones anteriores. Podrán incorporarse al juicio, previa lectura 
o reproducción, los registros en que consten anteriores declaraciones o 
informes de testigos, peritos o acusados, únicamente en los siguientes 
casos: 


|. El testigo o coimputado haya fallecido, presente un trastorno mental 
transitorio o permanente o haya perdido la capacidad para declarar en 
juicio y, por esa razón, no hubiese sido posible solicitar su desahogo 
anticipado, 0 

Il. Cuando la incomparecencia de los testigos, peritos o coimputados, 
fuere atribuible al acusado. 


Cualquiera de estas circunstancias deberá ser debidamente acreditada. 


Lo que indudablemente es cuestionable, ya que trastoca el orden constitucional, 


esto es, fundamentalmente a los principios previstos en éste, para el desarrollo del 


proceso, a saber el de contradicción e inmediación, puesto que se interpreta de dicho 


dispositivo que otorga de un alcance probatorio y de convicción para una sentencia de 


3 


Cfr. Alcántara Vázquez, l.: Aspectos generales y sistemas de valoración de la 
prueba..., pp. 9-22. 
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juicio, al registro de investigación en muchas ocasiones obtenido por una persecución 
penal sin presencia de la parte contraria a quien afecta, pero sobre todo al margen del 
marco Fundamental, lo que resulta abiertamente cuestionable. 


A.-Sistema Inquisitivo en México, “testigo de oídas” 


Los testimonios de referencia a la mexicana fueron permitidos por el sistema 
preponderantemente inquisitivo que nos regía hasta hace pocos años, el criterio que 
prevalecía en el anterior sistema de admisión y valoración de este tipo de testigos 
siempre que fueran corroborados por otros medios de convicción, para nuestros 
tribunales esto era lo que les daba confiabilidad. Lo anterior, permitió a los ministerios 
públicos fabricar acusaciones porque se buscaba sólo corroborar con otros testimonios 
otros indicios que sostenían testigos de referencia. 


PRUEBA TESTIMONIAL EN EL PROCESO PENAL CUANDO LOS HECHOS 
SE CONOCEN POR REFERENCIA DE TERCEROS. SU VALORACIÓN. 


El artículo 289 del Código Federal de Procedimientos Penales establece 
que para apreciar la prueba testimonial, el juzgador debe considerar que 
el testigo: a) tenga el criterio necesario para juzgar el acto; b) tenga 
completa imparcialidad; c) atestigije respecto a un hecho susceptible de 
conocerse por medio de los sentidos, y que lo conozca por sí mismo y no 
por inducciones o referencias de otro sujeto; d) efectúe la declaración 
de forma clara y precisa, sin dudas ni reticencias sobre la sustancia del 
hecho ni sobre las circunstancias esenciales; y, e) no haya sido obligado 
por fuerza o miedo, ni impulsado por engaño, error o soborno. En 
congruencia con lo anterior, se concluye que cuando en una declaración 
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testimonial se aportan datos relevantes para el proceso penal, unos que 
son conocidos directa o sensorialmente por el deponente y otros por 
referencia de terceros -y que, en consecuencia, no le constan-, el relato 
de los primeros, en caso de cumplir con los demás requisitos legalmente 
establecidos, tendrá valor indiciario, y podrá constituir prueba plena 
derivado de la valoración del juzgador, cuando se encuentren reforzados 
con otros medios de convicción, mientras que la declaración de los 
segundos carecerá de eficacia probatoria, por no satisfacer el requisito 
referente al conocimiento directo que prevé el citado numeral.* 


Resulta evidente que en países con sistema de Common law ningún fiscal 
presentaría su caso con base en testimonio de referencia, salvo que tuviera una 
excepción bien sostenida en la ley y jurisprudencia. 


Desafortunadamente para todos, el litigio mexicano por una costumbre 
adquirida de muchos siglos, el debate se está dando a la letra textual de la ley, y no 
en argumentos basados en principios y razones. En el Common law el debate se da 
exactamente al revés. 


Se dice por quienes operaban el anterior sistema preponderantemente 
inquisitivo en México, que la aceptación de la evidencia de referencia fue un eslabón 
fuerte de su núcleo central de composición, puesto que incluso en su origen permitía 
la tortura del acusado y hasta de los testigos; y la etapa de juicio era sólo repetición 
de lo que había acontecido en las anteriores etapas con una contradicción muy débil, 


4 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.: Novena Época. Registro: 
173487. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia Enero de 2006. 
Tomo XXV. Materia(s): Penal. Numero de tesis: 1?./J. 81/2006. Página: 356. 
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de ahí nació un principio de inmediatez (que establecía que las primeras declaraciones 
tenían mayor valor que las posteriores), ese principio fue muy utilizado hasta antes de 
la entrada en vigor del nuevo sistema procesal penal. 


CONFESION. PRIMERAS DECLARACIONES DEL REO. 


De acuerdo con el principio de inmediatez procesal y salvo la legal 
procedencia de la retractación confesional, las primeras declaraciones 
del acusado, producidas sin tiempo suficiente de aleccionamiento o 
reflexiones defensivas, deben prevalecer sobre las posteriores.? 


Nota: Reitera tesis de jurisprudencia número 70, Apéndice de 
jurisprudencia 1917-1985, Segunda Parte, página 157. 


INMEDIATEZ, VALIDEZ ABSOLUTA PARA TODAS LAS PRUEBAS DEL 
PRINCIPIO DE. 


No es exacta la afirmación en el sentido de que el principio de inmediatez 
procesal tenga vigencia única y exclusivamente en tratándose de 
las declaraciones de los inculpados, pues ese principio tiene validez 
absoluta y relación con todos los elementos probatorios que se allegan 
al proceso, pues es lógico que las pruebas aportadas inmediatamente 
después de sucedidos los hechos, por su espontaneidad y falta de 


5 Semanario Judicial de la Federación.: Época: Séptima Época. Registro: 245172. 
Instancia: Sala Auxiliar. Tipo de Tesis: Aislada.. Volumen 205-216, Séptima 
Parte. Materia(s): Penal. Página: 333. 
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preparación, tengan un mayor valor probatorio que otros diversos 
elementos que expresamente se ofrezcan en el proceso para acreditar 
la inocencia de los inculpados.* 


Esto es, el uso de evidencia de referencia era de lo más normal y común en la 
mayoría de los casos. Por ejemplo, en el sistema anterior los testigos o el inculpado 
empezaban su testimonio leyéndoles sus declaraciones anteriores para su ratificación 
o no, lo que hoy en día nos resultaría completamente descabellado, pero era una 
tendencia del proceso penal continental europeo. 


B.- La prueba de referencia en la actualidad y su problemática 


En el Common law la Reina María introdujo una legislación que permitía el 
uso de declaraciones anteriores de testigos en las cortes, que eran introducidas por 
lectura, aproximadamente a mediados del siglo XV, eso originó en el siglo XV! varios 
casos que se convirtieron en escándalos, generalmente políticos. En Inglaterra, el 
caso más sonado es el de Sir. Walter Raleigh, que fue juzgado con base a la legislación 
de la Reina María y condenado a muerte en 1618. El caso pronto fue reconocido 
como una evidencia, pero el movimiento por la exclusión de la evidencia de referencia 


6 Semanario Judicial de la Federación.: Séptima Época. Registro: 236269. 


Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Aislada. Volumen 50, Segunda 
Parte. Materia(s): Penal. Tesis: Tesis 284 página 563 y 78 página 171, de 
rubro “TESTIGOS, RETRACTACION DE”. Tesis 79, página 173, de rubro 
“CONFESION, RETRACTACION DE LA.”. Página: 19. Véase: Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917- 1965, Segunda Parte, Primera Sala: 
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comenzó a sentarse en la doctrina y en las cortes inglesas aproximadamente en 1670. 
Ahí fue donde la esencia del proceso inquisitivo fue totalmente excluido del sistema 
anglosajón.” 


Es nuestra costumbre y añoranza al sistema inquisitorial que nos permite 
utilizar la evidencia de referencia sin límite ni cuestionamiento, lo cual no tiene 
ningún sustento, salvo el antes citado artículo 386 en análisis, por lo que cuando 
se llegue a comprender será totalmente excluido comprendiendo la evidencia de 
referencia; mientras no lo entendamos, la regla de exclusión a la prueba de referencia 
y las excepciones, permaneceremos con un espíritu inquisitorial. Pero también su 
comprensión nos permitirá llevar a los juicios medios probatorios confiables a los 
juzgadores la evidencia de referencia es una evidencia que ha probado no ser confiable 
en muchos casos. Si un testigo que ha percibido directamente los hechos está sujeto 
a mucho cuestionamiento actualmente (psicología del testimonio, problemas de 
percepción o credibilidad) un testigo de referencia tiene el doble de cuestionamientos 
y problemas. 


A la fecha, el recuerdo y tradición inquisitorial permite tener por válido el 
testimonio de referencia sin cuestionamiento alguno. Resulta por ello indispensable 
para todos los abogados cualquiera que sea el papel que tengan en el sistema, 
introducirse al estudio del tema de evidencia de referencia. 


7 Cfr. Pérez Bustamante, C.: El Conde de Gondomar y su intervención en el 
proceso de prisión y muerte de Sir Walter Raleigh. Discurso leído en la Solemne 
inauguración del Curso Académico de 1928 a 1929 en la Universidad de 
Santiago de Compostela, España. 1929; p. 47. 
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Una situación muy común, por experiencia propia y de otros colegas penalistas, 
es que los ministerios públicos, no en pocas ocasiones hacen montajes sobre las 
detenciones y construyen las narrativas de los hechos con un testigo falso, en donde 
generalmente dependen de ese testigo. Lo que hacen es tratar de no presentarlo para 
incorporar su testimonio por lectura o por testigo de referencia. El 386, fracción II 
del Código Nacional de Procedimientos Penales permite la incorporación por lectura 
cuando por causa atribuible al imputado el testigo, coacusado o perito no se presenta. 
Y más aún, tratándose de delincuencia organizada, tienen además otra oportunidad de 
incorporar por lectura la entrevista ministerial al inicio del juicio, conforme al artículo 
20, apartado B, fracción V, segundo párrafo de la Constitución. 


De no funcionar los dos anteriores, ya en el desfile probatorio, la fiscalía ha 
intentado como prueba nueva presentar testimonio de referencia, esto es el fiscal 
o ministerio público que ha tomado la entrevista del testigo, para que éste declare 
sobre el contenido de la entrevista del testigo no disponible; usando el 390 del Código 
Nacional. 


Desde mi punto de vista para aplicar cualquier excepción, se debe realizar 
una interpretación sistemática del 386, no gramatical, a efecto de respetar los 
principios que rigen nuestro sistema procesal, luego entonces, deberíamos entender 
que son dos testimonios, primero el que testifica dando cuenta de la indisponibilidad, 
es decir de la ausencia del testigo, perito o acusado se debió a que ha fallecido, se 
encuentra con un trastorno mental o incapacidad para poder declarar en juicio, o en 
razón de que una conducta dolosa del acusado impidió la comparecencia en juicio de 
un testigo. Y después, el testimonio de la persona que tomó la entrevista del testigo 
o coacusado ausente, o el que recibió el informe pericial. Claramente son dos pasos y 
no solamente como lo señala el primer párrafo del multicitado artículo 386 del código 
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adjetivo, al establecer: “podrán incorporarse al juicio, previa lectura o reproducción, 
los registros en que consten anteriores declaraciones o informes de testigos, peritos 
o acusados”. Es decir, no basta con la simple lectura o reproducción instantánea 
del registro, sino que tendrán que desahogarse, previo a la lectura o reproducción, 
los dos testigos a los que se acaba de hacer mención. Por ejemplo, en el caso que el 
testigo estrella de la fiscalía haya fallecido, antes de que se incorpore su entrevista a 
través de la simple lectura del fiscal, éste tendrá que presentar a un testigo al que le 
conste el fallecimiento y a través del cual se pueda incorporar el acta de defunción y, 
posteriormente, diverso testigo quien es el que en su momento le tomó la entrevista 
al difunto. 


Existe una interpretación muy formalista de la ley, como en la Constitución 
que permite en caso de delincuencia organizada que las actuaciones realizadas en 
la fase de investigación tengan valor probatorio cuando no puedan ser reproducidas 
en juicio o exista riesgo para testigos o víctimas, lo que en la práctica revela un 
criterio autoritario y no razones, con lo cual los posibles o supuestos integrantes 
de las organizaciones criminales se les pueden violar los principios de inmediación 
y contradicción por el simple hecho de ser juzgados por este delito (derecho penal 
del enemigo). Al menos en el Common law se otorgan razones para hacerlo en 
determinados casos, siempre y cuando éstos supuestos queden plenamente probados 
ante el tribunal de enjuiciamiento. A diferencia de lo que aquí ocurre por permitirlo 
la Constitución, en términos muy amplios, se puede pedir y si el juez lo admite se 
desahoga. 


El problema que veo es que en nuestro sistema a veces se copiaron dispositivos 
de otros sistemas, pero nunca se explicaron las razones que soportaban estos 
dispositivos; eso es lo que debemos rescatar en el litigio. 
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3.- El razonamiento para rechazar la prueba de referencia 


De acuerdo con la doctrina norteamericana, para entrar al debate sobre la 
exclusión de la prueba de referencia, se deben analizar tres condiciones ideales que 
tradicionalmente han existido en el sistema probatorio anglo-americano para avalar la 
credibilidad de un testigo, que son: el juramento, la presencia del juzgador al declarar 
el testigo y la disponibilidad de este para ser contrainterrogado por las partes en 
el proceso, dando vida con ello a una manifestación más plena de los principios de 
inmediación, contracción y oralidad que rigen en el sistema acusatorio adversarial; ya 
que su ausencia priva a la parte contra la cual se ofrece la declaración, la posibilidad 
de exponer las flaquezas y debilidades testimoniales en el declarante. En particular 
en la figura del contrainterrogatorio, pues esta condición está en el sistema anglo- 
americano, ya que se considera una cuestión medular de su naturaleza adversativa. 


El fundamento para la exclusión de medios probatorios de referencia, es evitar 
que se admitan pruebas en las cuales está ausente el factor de fiabilidad del testimonio. 
De tal suerte, que por ejemplo el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha caracterizado 
la interacción entre la regla de prueba de referencia y los riesgos o peligros en cuatro 
áreas: 1) narración del evento, 2) percepción del evento, 3) recuerdo del evento, 
4) sinceridad del declarante. Pues la posibilidad de que el declarante consciente o 
inconscientemente, falte a la verdad en alguna de dichas áreas, impone al juzgador la 
obligación de tomar esta prueba con cautela.* 


8 Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones. Editorial 
InterJuris. Puerto Rico. 2010. pp. 5 
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Riesgos o peligros de la prueba de referencia: 
Percepción: 


Las personas al comparecer a juicio en calidad de testigos, llevan consigo su 
propia condición de seres humanos, con las ventajas y desventajas que ello implica, 
puesto que todos estamos en la posibilidad de cometer errores. Lo que incluye 
obviamente la capacidad para percibir en sus diferentes facetas (ver, oír, palpar, oler), 
en donde por su naturaleza humana existen limitaciones o problemas que enfrentan 
las personas en la percepción que pueden ser de diversa índole. 


Algunas limitaciones pueden ser atribuibles al propio sujeto, otras más 
objetivas le conciernen a la propia percepción. Puede afirmarse que la capacidad 
de percepción de un testigo sobre un determinado asunto queda sujeta a diversos 
factores, tales como la oscuridad, tiempo de observación, distancia, problemas 
visuales, de alcoholismo o drogas. 


Por ello, el ordenamiento evidenciario prevé como medio de impugnación el 
grado de capacidad del testigo para percibir, corroborando de esta manera la tesis 
respecto a los riesgos de la prueba de referencia; uno de los principales riesgos es la 
imposibilidad de ejercer tal medio de impugnación con el objeto de atacar la credibilidad 
de un testigo, lo cual no es posible en tratándose de una prueba de referencia, al no 
estar presente el declarante”. 


9 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., p. 12 
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Memoria: 


Son varias las razones que pudieran afectar el recuerdo de un testigo respecto 
al asunto objeto de su testimonio, tales como el pasar del tiempo, el estado o condición 
del testigo al momento que percibió los hechos, causas orgánicas y la poca percepción 
que pudo haber tenido del hecho, lo cual puede ocasionar fallas en la memoria de un 
testigo, lo cual no sería posible evidenciar ante la permisión de la prueba de referencia. 


Ambigiedad en la narración: 


Las imprecisiones o errores dentro de la narración verbal o escrita del testigo, 
así como expresiones en doble sentido, realizadas metafóricamente o con ironía, 
pueden resultar confusas o incomprensibles por diversos factores que serían muy 
difíciles de interpretar ante la permisión de prueba de referencia. 


Sinceridad: 


La insinceridad es el más subjetivo de los riesgos ante la permisión de la prueba 
de referencia y por tanto, el más difícil de revelar, riesgo que se pretende evitar 
mediante la exigencia del juramento cuando el testigo se siente en la silla testifical 
en juicio. 


El mundo de posibilidades para la insinceridad es tan amplio como la conducta 
humana, por ejemplo: lazos de parentesco o amistad, intereses económicos, lealtad, 
gratitud, oferta de inmunidad, temor, intimidación, etc. 
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La insinceridad de los testigos puede considerarse como una consecuencia del 
propio sistema adversativo, pero que sin embargo, la parte afectada puede evidenciar 
mediante el ejercicio del contrainterrogatorio, particularmente con la impugnación por 
parcialidad, cosa que con la prueba de referencia resultaría imposible. 


4.- Concepto de declaración extrajudicial como prueba de referencia 


Prueba de referencia: es una declaración que hace una persona distinta a quien 
percibió directamente el hecho y que se realiza en juicio por un declarante, que se 
ofrece en evidencia para probar la verdad de lo aseverado. 


Es así, que la declaración de la prueba de referencia se caracteriza por ser 
extrajudicial, que como su nombre lo indica, es distinta a la que la persona declarante 
hace en juicio, derivado de la situación en la cual se produce, ya que el proponente 
ofrece como prueba una declaración que fue realizada en sede extrajudicial, como 
la realizada o bien por otro declarante, o por el propio declarante ante la autoridad 
ministerial o de policía de investigación, como entrevista en actos de investigación.*” 


Podría decirse que en la prueba de referencia, están envueltos dos testigos, 
en donde el primero cumple con las tres condiciones ideales para la presentación 
de testimonios, pero netamente informa sobre lo que un segundo testigo le dijo. El 
segundo testigo es el declarante extrajudicial, cuya declaración no fue prestada de 
conformidad con las condiciones ideales pero contiene la información esencial. Lo 
que resulta determinante es que el segundo testigo y quien presentó la declaración 
extrajudicial, no ocupa la silla testifical en juicio. Luego entonces, tal ausencia del 
testigo en la silla testifical en juicio, hace imposible que pueda estar sujeto a las 


10 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., p.256. 
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condiciones ideales. Con lo cual se le priva al juzgador de poder valorar debidamente 
la credibilidad que merece el declarante, y por ende su declaración, haciendo evidente 
el grave problema que presupone la prueba de referencia.?' 


No obstante los graves problemas que implica la prueba de referencia, por no 
ser confiable, en ocasiones su exclusión tiene como consecuencia que no se tome en 
cuenta una prueba con alto valor probatorio, haciendo evidente el conflicto con el 
principio general de búsqueda de la verdad o esclarecimiento de los hechos. 


Por otra parte, la doctrina norteamericana hace perfectamente admisible 
la prueba de referencia en dos circunstancias que no están relacionadas con la 
verdad o falsedad del hecho, sino para: 1) acreditar el efecto de la declaración en 
quien la escuchó y 2) para acreditar el estado mental de quien la hizo, lo cual es 
perfectamente válido. Me explico, en el primer supuesto, el proponente puede ofrecer 
la declaración para probar el efecto que éste tuvo sobre quien la escuchó, para lo cual 
no es pertinente que la aseveración haya sido verdadera o falsa. Frecuentemente, 
el efecto de la declaración es pertinente para explicar la conducta subsiguiente de 
quien la escuchó. Es decir, para el proponente, la declaración y su contenido, posee 
valor probatorio que es independiente de su verdad o falsedad. Así, prueba respecto 
al contenido de la declaración constituye prueba circunstancial del efecto que tuvo 
sobre quien la escuchó o la leyó, razón por la cual al proponente no le interesa probar 
que la declaración es cierta o falsa. 


11 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones...,p. 19. 
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El efecto en quien escuchó: 


En este sentido, la declaración tiene valor probatorio independiente, por el solo 
hecho de haberse proferido. Tal y como pudiera ocurrir, por ejemplo, en el caso de que 
un agente de la policía declare que recibió una llamada de una mujer, quien le dijo que 
se encontraba en peligro por agresiones de su esposo Juan Pérez, razón por la cual 
el agente de la policía se trasladó al lugar a donde le dijo la mujer que se encontraba. 
En este sentido, la declaración tiene valor probatorio independiente, por el solo hecho 
de haberse realizado. El argumento sería en el sentido de que el agente hubiera ido al 
lugar a investigar, independientemente de la verdad o falsedad de que la mujer sufría 
agresiones por parte de Juan Pérez, por tanto el proponente ofrece la declaración, con 
el propósito de que se infiera de la misma, la razón por la cual el agente fue al lugar de 
los hechos, y no de que la mujer era agredida por Juan Pérez. 


El estado mental del declarante: 


En sentido análogo, una declaración extrajudicial puede emplearse con el 
propósito circunstancial de probar el estado mental de quien la hizo. El contenido de 
una declaración permite al juzgador inferir determinado aspecto del estado mental 
del declarante como por ejemplo, el conocimiento de un hecho, razón para incurrir 
en determinada conducta y el temor, la cordura o la falta de ésta. Al igual que en la 
modalidad antes discutida, el proponente no ofrece la declaración con el propósito 
impermisible de probar su verdad o falsedad, sino con el propósito de probar el estado 
mental del declarante. 
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El profesor Chiesa cita el tradicional ejemplo del declarante que afirma 
ser Napoleón. Tal aseveración se ofrece mediante el testimonio de alguien que la 
escuchó, con el propósito de permitir al juzgador inferir un aspecto del estado mental 
del declarante: su falta de cordura. Tal estado, indica el citado autor, “puede ser 
pertinente para muchos fines jurídicos.”?? 


12 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio. Tomo ll. Publicaciones JTS, 
Luiggi Abraham-Editor. Estados Unidos de Norte América. 2005. p. 623. 
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11.- Excepciones a la prueba de referencia 


1.- El razonamiento para las excepciones a la regla de prueba de 
referencia: la garantía circunstancia de fiabilidad y la necesidad'* 


sencialmente, las excepciones se han desarrollado en la normativa jurisprudencial 
de una manera gradual. En su desarrollo, las excepciones ponen de manifiesto un 
aspecto de la metodología asociada con el Common law: los pronunciamientos 
de tribunales apelativos constituyen la base original de la doctrina. En gran medida, 
las excepciones han tenido como base, o bien las consideraciones en torno a las 
circunstancias en las cuales la declaración se prestó, o respecto al estado o condición 
mental del declarante al momento de prestarla. Sobre estos dos elementos, por tanto, 
es que la doctrina ha razonado el criterio de las garantías circunstanciales de fiabilidad. 


Consideraciones de praxis han estado presentes en la configuración de las 
excepciones. La aplicación absoluta de un principio conduciría a la exclusión de prueba 
confiable y, eventualmente, al empobrecimiento del cometido de juzgamiento, ya que 
reduciría el universo de prueba para poder ser valorado. 


Además, téngase en cuenta el supuesto de necesidad en el cual se colocaría al 
proponente para poder esclarecer los hechos. 


Estas consideraciones de praxis han llevado a los tribunales apelativos en el 
Common law a reflexionar respecto de lo oneroso del efecto excluyente de la regla 
de prueba de referencia que, en principio, afecta no sólo al proponente sino, en última 
instancia, al fin último del derecho probatorio: la búsqueda de la verdad. Es con motivo 


13 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La Prueba de referencia y sus excepciones..., pp. 47y 
ss. 
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de la dicha práctica procesal que la doctrina desarrolla dos criterios fundamentales de 
confiabilidad y necesidad, en torno a los cuales se ha razonado las excepciones a la 
regla de prueba de referencia. 


Así, en primer lugar, la confiabilidad de una declaración puede ser avalada a 
través de factores denominados garantías circunstanciales de confiabilidad que en 
una declaración, si faltan, constituyen por lógica la razón de su falta de confiabilidad; 
sin embargo, en determinadas categorías de excepciones, la doctrina considera que 
la confiabilidad no es suficiente por sí sola para justificar la admisibilidad de una 
declaración extrajudicial, sino que además el proponente tendrá que demostrar la 
necesidad que tiene de recurrir a la prueba de referencia. 


Así en el derecho probatorio, el concepto de necesidad es un referente a las 
situaciones de índole fáctico que impiden al proponente presentar la prueba testifical, 
la cual posee valor para probar la cuestión de hecho prevista. Con frecuencia las 
razones de impedimento son de naturaleza física, tal es el caso del declarante que no 
comparece a juicio por razón de enfermedad, tratamiento, reclusión, distancia o, en su 
caso más radical, por fallecimiento. 


El motivo de necesidad que con mayor frecuencia se invoca es el referente a la 
no disponibilidad del declarante para prestar su testimonio. La indisponibilidad de éste 
obliga al proponente a acudir como vía de excepción a la prueba de referencia, como 
forma de sustituir su testimonio. 
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A.-La confiabilidad de la aseveración: Criterio de garantías circunstanciales 


Tienen garantías circunstanciales de confiabilidad declaraciones que por la 
forma o circunstancias en las que se producen, entrañan una relativa ausencia de 
uno o más de los riesgos asociados con la prueba de referencia; esto es, percepción, 
memoria, narración y sinceridad. 


Si se considera la premisa para el efecto excluyente de la regla de prueba 
de referencia -su falta de confiabilidad- tiene sentido plantear la inaplicabilidad 
de la regla y de su efecto, cuando los riesgos asociados con dicha prueba se han 
reducido. Tal es el caso, por ejemplo, de la excepción de declaración en peligro de 
muerte. En ella, según el razonamiento en la doctrina, las circunstancias que rodean 
la declaración inducen al declarante a ser veraz y, con ello, a reducir el riesgo de la 
falta de sinceridad. 


De igual forma, también resulta indicativo de la confiabilidad de una declaración 
la presencia de una o más de las condiciones ideales que tradicionalmente se han 
exigido para la prestación del testimonio en el sistema de adversarios: el juramento, 
la confrontación (contrainterrogatorio) y la observación directa del comportamiento 
por el juzgador. 


La excepción del testimonio anterior sirve de ejemplo. Esta excepción contempla 
la admisibilidad de un testimonio prestado en otro juicio, vista o deposición en el cual la 
parte contra quien se ofrece tuvo la oportunidad de examinar al testigo. Se cumple así 
con la presencia de las condiciones del juramento y la confrontación, aunque también 
a destiempo, ya que el juzgador ante quien se ofrece no tiene ante sí al declarante, 
quien por exigencia de la propia excepción debe encontrarse indisponible. 
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B.- La necesidad del proponente: el criterio de la indisponibilidad 


En el derecho probatorio norteamericano, el criterio de necesidad se suele 
plantear en función de la perspectiva de la parte proponente. El proponente del medio 
probatorio, se dice, recurre a la prueba de referencia, ante la imposibilidad de producir 
otra prueba más confiable, esto es, al declarante como testigo en el juicio. Dicha parte 
desearía poder presentar al declarante como testigo, pero la indisponibilidad de éste lo 
hace imposible, por lo que debe recurrir a la prueba de referencia. En pocas palabras, 
el proponente se encuentra en un dilema, por un lado se trata de escoger entre prueba 
que no es la mejor, contra la ausencia de prueba. En donde obviamente la respuesta 
sería la prueba de referencia, puesto que de los males, el menor. 


Los litigantes, al organizar y planificar su prueba, tienen como una de sus 
consideraciones la realidad inexorable de lo que ocurre en la realidad de la vida diaria, 
particularmente el pasar del tiempo. Las personas -en concreto, los declarantes y 
testigos- desaparecen, se enferman, pierden la memoria, envejecen y mueren; para un 
litigante, sin embargo, el proceso judicial, al igual que el espectáculo de Broadway, 
sigue su marcha. 


El derecho probatorio en el Common law ha desarrollado a lo largo de muchos 
años principios que sirven de atenuante a la necesidad del proponente de producir 
alguna prueba para establecer el hecho deseado, claro está, eliminando el supuesto 
en el que el proponente haya sido quien gestó o causó la necesidad. 
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En materia de prueba de referencia una modalidad común del criterio de 
necesidad suele manifestarse en función de la indisponibilidad del declaranteltestigo. 
Mueller y Kirkpatrick señalan cómo la indisponibilidad representa un tipo de necesidad, 
la cual es una de las dos bases tradicionales para las excepciones a la regla de prueba 
de referencia.?* 


En el esquema de prueba de referencia, y en el contexto de indisponibilidad, 
el mismo testigo indisponible es a su vez, declarante en función de su declaración 
extrajudicial que se pretende ofrecer. El proponente, quien tenía previsto presentar el 
testimonio del ahora testigo indisponible, puede ofrecer la declaración extrajudicial de 
este, en el supuesto de que pueda cumplir lo dispuesto en alguna de las excepciones 
pertinentes. 


No se entenderá que una persona declarante está no disponible como testigo, 
si ello ha sido motivado por la gestión o conducta de quien propone la declaración con 
el propósito de evitar que la persona declarante comparezca o testifique. 


Este tipo de excepciones en el derecho norteamericano, representan una 
modalidad particular de estudio de prueba de referencia; ya que constituyen la única 
categoría de excepciones en la cual es necesario realizar una demostración respecto 
a la indisponibilidad del declarante para que éste preste de viva voz su testimonio 
en juicio, como condición precedente a la admisibilidad. El peso de la prueba para 
demostrar dicho criterio, descansa en la parte proponente, es decir, la que pretende 
que se incorpore la declaración extrajudicial del declarante bajo esta excepción [García 
Martínez €: City and Country of Dember]. No obstante, es de destacarse la posibilidad 


14 Cfr. Muller K. B. 8, Kirkpatrick, L. C.: Evidence. Aspen Publishers. Quinta Edición. 
Estados Unidos de Norte América. 2012. p. 899. 
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de que el proponente de la prueba sea quien haya motivado la indisponibilidad del 
declarante, como por ejemplo el supuesto no muy alejado de nuestra realidad, en 
donde el agente del Ministerio Público ha librado una orden de aprehensión en contra 
del testigo estrella de un caso, supuesto en el que evidentemente el testigo no se 
presentará por temor a ser aprehendido. Este es uno los problemas más graves 
de la prueba de referencia, ante la indisponibilidad del testigo, que tiene como 
consecuencia la anulación de la confrontación o contradicción, uno de los principios 
más importantes de nuestro sistema penal, plasmado en la Constitución en su artículo 
20 ya mencionado. 


2.- Causas de indisponibilidad 


La doctrina norteamericana prevé diversas causas para la indisponibilidad del 
declarante a efecto de que rinda su testimonio en juicio, teniendo en cuenta que 
se considera como “indisponibilidad” todo lo que no sea culpa del proponente, que 
como cuestión práctica impida al testigo presentarse a juicio y declarar, por lo que 
solamente cuando el proponente ha causado la indisponibilidad del testigo, o cuando 
no ha realizado los esfuerzos suficientes para citarlo a comparecer, es que no se le va 
a permitir aprovecharse de las excepciones a la regla de prueba de referencia. 


e El declarante está exento de testificar por razón de un privilegio reconocido 
por el tribunal. 

e El declarante rehúsa testificar. Insiste en no testificar en relación con el 
asunto u objeto de su declaración a pesar de la orden del tribunal para que lo 
haga, y la amenaza de la aplicación de una sanción por desacato. 


142 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


e El declarante manifiesta no recordar nada sobre el asunto u objeto de su 
declaración, no obstante se le aplique en varias ocasiones el ejercicio de 
apoyo o refresco de memoria, si el declarante insiste en no recordar.** 

e El declarante ha fallecido o está imposibilitado a poder comparecer por razón 
de enfermedad, impedimento mental o incapacidad para declarar en juicio, 
esto es no disponibilidad de la persona testigo. 

e El declarante está fuera de la vista, requiere que el proponente de la 
declaración haya desplegado diligencias para conseguir su comparecencia 
mediante citación del tribunal. 

e El declarante no está disponible por conducta indebida de la parte contraria. 


En razón del tema que se analiza, me limitaré a analizar únicamente las dos 
últimas causales de excepción a la regla de prueba de referencia, al ser éstas las que 
contempla el ya mencionado artículo 386 del Código Adjetivo. 


A.- El declarante ha fallecido o está imposibilitado a poder comparecer por 
razón de enfermedad o impedimento mental o incapacidad para declarar en 
juicio, (no disponibilidad de la persona testigo). 


En este caso son dos los supuestos que motivan la indisponibilidad del declarante. 
El primero es el fallecimiento, que es la forma más radical de indisponibilidad y por 
tanto, la forma más sencilla para el proponente de acreditar la misma ante el tribunal. 


15 Cfr. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio ...,p. 725. 
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En los supuestos de impedimento mental o incapacidad para declarar en juicio, 
el tribunal tendría que analizar rigurosamente la situación en la cual los criterios de 
duración, condición y gravedad de la enfermedad o incapacidad del testigo, resultaran 
ser determinantes para la procedencia de la indisponibilidad, y por tanto para de dicha 
causal sea aplicada como excepción. 


B.- El declarante esta fuera de la vista 


Requiere que el proponente de la declaración haya desplegado diligencias para 
conseguir su comparecencia mediante citación del tribunal. 


Si bien este caso no se encuentra contemplado dentro del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, haré un breve análisis al respecto en virtud de que antes de 
la entrada en vigor del Código Nacional, algunos códigos procesales contemplaban 
este supuesto, como lo fue el caso del artículo 374 del Estado de México. 


Incorporación de registros de actuaciones anteriores. “Artículo 374. Podrán 
incorporarse al juicio oral, previa su lectura o reproducción, los registros en que 
consten diligencias anteriores, cuando: 


Il. Existan testimonios y dictámenes de peritos que se hayan recibido conforme 
a las reglas de la prueba anticipada, sin perjuicio de que las partes exijan la 
comparecencia personal del testigo o perito, cuando sea posible; y 

Il. Las partes lo soliciten y el juez lo estime procedente, por lectura o reproducción 
del registro respectivo, en la parte conducente: 

a) 
b) 
c) 


144 


Compendio temático de la Unidad Académica de Investigaciones Jurídicas 


d) Las declaraciones de coimputados, testigos o peritos que hayan 
fallecido, perdido la razón o la capacidad para declarar en juicio, estén 
fuera del país, se ignore su residencia actual y por eso no hubiese sido 
posible solicitar su desahogo anticipado.” 


El supuesto no exige al proponente explicar o demostrar la razón para la 
indisponibilidad del declarante, ya que se reconoce la dificultad que engendra para 
el proponente poder explicar la motivación o razonamiento del declarante para no 
comparecer. La razón para la incomparecencia del declarante puede ser tan válida 
como la propia conducta humana, por ejemplo, que se encuentre en tratamiento 
médico, recluido en un penal, haya salido de viaje, etc; lo que esta modalidad exige 
en comparación con otras es que el proponente debe demostrar que ha desplegado 
las diligencias suficientes para conseguir la comparecencia del declarante a juicio, ya 
que con ello podrá demostrar que la incomparecencia del testigo no fue por su culpa 
o negligencia. Es decir, se requiere cuando menos que demuestre que ha realizado 
un esfuerzo de buena fe para lograr la comparecencia, puesto que se trata de una 
excepción cuya base se encuentra en el criterio de necesidad; a diferencia de los 
demás supuestos, en los cuales la razón para la indisponibilidad es manifiesta, y en el 
supuesto que se analiza solamente hay que acreditar la ausencia del declarante, no 
obstante haberlo llamado y buscado en diferentes lugares y con diferentes métodos; 
es decir, el tipo de gestión que se realice, dependerá del contexto particular del caso, 
que satisfagan el acreditar las diligencias desplegadas respecto a la citación.** 


16 Cfr. Weinsteins J.B, Berger M.A.: Matthew Bender. Weinstein's Evidence 
Manual. Sec 17.01. Estados Unidos de Norte América. 1997 .p. 26. 
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Indica en este sentido el profesor Chiesa que el criterio rector será la 
razonabilidad de las medidas tomadas por el gobierno para lograr la comparecencia 
del declarante. Por ejemplo, en Pueblo €: Pelloot Pérez, el tribunal supremo entendió 
que el ministerio público satisfizo dicho criterio, al señalar que el testimonio ausente 
fue debidamente citado por el tribunal para el día del juicio y, al no comparecer, el juez 
ordenó su arresto por desacato en dos ocasiones. El fiscal también presentó pruebas 
sobre las cuestiones infructuosas realizadas por el alguacil del tribunal y la policía 
para localizar al testigo. Quedó demostrado que la comparecencia del testigo no se 
pudo lograr por medio de citación del tribunal u otros medios racionales, y el pueblo, 
realizó un esfuerzo de buena fe para lograr su comparecencia. 


Si bien es cierto, que esta excepción a la regla de prueba de referencia que 
anteriormente contemplaban algunos códigos procesales de corte acusatorio en el 
país, (antes de la entrada en vigor del código nacional) era permitida. En la práctica 
generó graves problemas, en virtud de que el ministerio público, faltando a su deber 
de lealtad y buena fe, en realidad no hacía el menor esfuerzo en buscar y presentar 
a los testigos, o bien, por causas atribuibles a éste las personas no comparecían y 
se escondían, tal es el caso de intimidaciones o porque en realidad el testigo había 
sido manipulado para falsear sus declaraciones y prefería desaparecer. Por lo tanto, 
considero que fue adecuado no incluir este supuesto de excepción dentro de nuestro 
código nacional, en virtud de que a nuestro ministerio público le falta mucho para 
tener un comportamiento ético y conducirse con lealtad y buena fe. 
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C.- Declaración en peligro de muerte 


Este supuesto no se encuentra expresamente contemplado en el código 
nacional, pero se entiende que se aplica la excepción a la regla de exclusión, y por 
tanto se da por admitido un testimonio de referencia en estas circunstancias en caso 
de que ocurriese, siempre y cuando el testigo haya fallecido. 


Cuando el declarante no está disponible como testigo, es admisible a la 
excepción de regla de exclusión de prueba de referencia, siendo su declaración 
admisible cuando creía estar en peligro de muerte inminente, si la declaración se 
relaciona con la causa o las circunstancias de los que creyó era una muerte inminente. 


Esta excepción está fundada en motivos de confiabilidad y necesidad, es 
decir, la excepción tiene como premisa el alto grado de confiabilidad que supone una 
reducción respecto al riesgo asociado con la falta de sinceridad. El argumento en 
sus orígenes, conforme al derecho norteamericano, está basado en consideraciones 
religiosas y metafísicas, teniendo como premisa la idea que una persona no va a morir 
con una mentira en su boca, estas consideraciones metafísicas y religiosas se han 
plasmado incluso en jurisprudencia norteamericana; por ejemplo en 1934, el Supremo 
Tribunal de Puerto Rico, hizo referencia a la condición de articulo mortis, como un 
momento tan solemne como si estuviera listo de responder de sus actos ante Dios 
[Pueblo €. Mejias], atribuyendo algunos doctrinarios el fundamento de esta excepción 
a la tradición judeo-cristiana de la culpa y el perdón, ya que se supone que el momento 
de la muerte, es la última oportunidad de pedir perdón por los pecados, por lo que, 
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dentro de este concepto religioso, las personas que se encuentran en ese trance, es 
muy probable que no mientan, lo que evidentemente es solo una creencia carente de 
toda base científica.?” 


Así, la admisibilidad de declaración de un moribundo a través de otra persona, 
tiene además el aval del criterio de necesidad, ya que la muerte del declarante priva al 
promovente, no solo de practicarle al declarante directamente el acto de investigación 
de la entrevista, sino de tener acceso a otra prueba respecto a los hechos relacionados 
con la causa y las circunstancias de la muerte del declarante, por ejemplo: en el caso 
en que la víctima exprese lo que sucedió y quien se lo hizo al paramédico en el lugar 
de los hechos, al médico o sacerdote en el hospital o a cualquier otra persona antes 
de morir, sin tener la oportunidad de acudir ante la autoridad ministerial a presentar 
su entrevista, y mucho menos a la posibilidad de desahogar prueba anticipada, en 
términos del artículo 304 de Código Nacional de Procedimientos Penales. Se trata de 
cuestiones fácticas respecto a las cuales el proponente difícilmente pueda obtener 
prueba de igual o mayor valor probatorio, ya que de no admitirse por la regla de 
referencia, la declaración que a otra persona alcanzó a manifestarle el moribundo, se 
estaría privando al promovente de prueba, la cual al ser excluida sería inexistente, y 
muchas veces se trata de la prueba más importante del caso, se trata básicamente de 
supuestos en que se impute alguna variante de homicidio, en las cuales en caso de que 
se excluyera la prueba de referencia, implica la pérdida de prueba valiosa o esencial 
para obtener un fallo condenatorio. 


17 Emmanuelli Jiménez, R.: Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño.. 
Ediciones Situm 3rd. Puerto Rico. 2010. p. 533. 
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No obstante lo anterior, la propia condición del moribundo podría acarrear 
el riesgo de problemas asociados con percepción y narración, que tendrá que ser 
argumentado por la parte de la defensa, y por lo tanto desvirtuado en la medida de lo 
posible por el proponente.** 


D.- El declarante no está disponible por conducta indebida de la parte contraria 


Una declaración ofrecida contra una parte, será admitida como excepción a la 
regla de prueba de referencia, siempre y cuando se haya demostrado mediante prueba 
clara, robusta y convincente que la contraparte participó o consintió una conducta 
indebida con la intención de producir la indisponibilidad de la persona declarante como 
testigo en el juicio. Su fundamento no descansa en razones de confiabilidad, sino en 
un principio de equidad. 


La excepción tiene como propósito desincentivar a las partes de incurrir en 
conductas indebidas encaminadas a causar la incomparecencia del testigo adverso, 
ya que la conducta de la partea quien perjudica el testimonio justifica la admisibilidad 
de la declaración, inclusive aunque dicha prueba de referencia carezca de garantías 
circunstanciales de confiabilidad, ya que la contraparte con su conducta indebida, ha 
justificado la confiscación de su facultad de invocar la regla de prueba de referencia. 
Por ejemplo, en el caso de diversos asuntos de delincuencia organizada, en que se ha 
tenido conocimiento de que los integrantes de dichos grupos delictivos han privado 
de la vida al testigo estrella de la fiscalía horas previas a su comparecencia en juicio, 
por lo que en dichos casos queda plenamente justificado el argumento del fiscal de 
que como el imputado había ordenado asesinar al testigo, la declaración era admisible, 


18 Cfr. Jaffee, L.:The Constitution and Proof by Dead. El autor cuestiona las 
garantías circunstanciales de confiabilidad de las declaraciones del moribundo. 
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bajo la excepción de confiscación por conducta. Otro ejemplo es, en el derecho 
norteamericano la decisión Reynolds v. United States, a una situación de hechos en la 
cual se alegaba que el imputado, en un caso de bigamia, indujo a error a una empleada 
que intentaba localizar a su esposa para entregarle la notificación judicial de citación 
a audiencia de juicio, en donde el planteamiento fundamental de la doctrina adoptada, 
según se expone en el mencionado precedente, es en el sentido de que la Constitución 
no garantiza a una persona acusada contra las consecuencias de sus propios actos 
indebidos, haciendo con ello nugatorio la aplicación de los principios de contradicción 
e inmediación en su perjuicio.** 


Se pueden englobar tres requisitos para la procedencia de ésta excepción, que 
son: acto ilegal, intención y causa. Esto es, en primer lugar, que la parte a quien 
perjudica el testimonio debe haber participado o consentido en un acto o conducta 
ilegal (no necesariamente delictiva, como podría ser la cohesión psicológica, dar 
información falsa al notificador para que no encuentre al testigo o inducir al error 
al testigo sobre la fecha o lugar del juicio) respecto al declarante, y que podrían ser 
desde el asesinato del declarante, tentativa, lesiones, extorsión, amenazas, engaños. 
En segundo lugar, dicho acto debe haberse realizado con la intención de causar la 
indisponibilidad del declarante y; en tercer lugar, el acto o conducta ¡legal debe ser la 
causa de la ausencia del declarante en el juicio.?? 


El fin de esta regla de excepción no es hacer admisibles declaraciones con 
suficientes garantías de confiabilidad, sino más bien impedir que se salga con la 
suya la parte que provoca que un potencial testigo no testifique, especialmente los 
19 Cfr. Vélez Rodríguez, E.: La prueba de referencia y las reglas de evidencia..., 


Pp.294-304. 


20 Vid. in extenso Giles 8 California. 
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que intimidan con amenazas o violencia, puesto que nadie debe beneficiarse con una 
conducta indebida, por lo que es comprensible que se vea sacrificado el respeto a los 
principios de contradicción y mediación, que le asisten.” 


El profesor Chiesa lo explica claramente al decir que la utilidad de la regla es 
en relación con declaraciones prestadas en la etapa de investigación del caso, que 
serían admisibles bajo esta excepción, cuando la no disponibilidad del declarante es 
el resultado de las gestiones de la parte contra quien se ofrece la declaración, tal es 
el caso de declaraciones o entrevistas hechas ante agentes de la policía, fiscales, 
amigos, conocidos o terceras personas.?? Es importante destacar, que la doctrina 
requiere una demostración de que la conducta indebida tenía el propósito de causar 
indisponibilidad del declarante en la silla testifical, si la intención que tuvo el acusado 
al realizar la conducta indebida era distinta de la de causar indisponibilidad en el 
juicio (como disputa doméstica o celos), no se estaría cumpliendo con el requisito de 
intención necesario para activar la excepción de confiscación por conducta; por tanto, 
de admitirse la prueba de referencia, se estarían violando los principio de contradicción 
e inmediación, que son derechos de acusado para un debido proceso. 


21 Vid. Tribunal Supremo de Puerto Rico.: Informe de las reglas de derecho 
probatorio, Secretariado del a Conferencia Judicial y Notarial Comité Asesor 
Permanente de Reglas de Evidencia, 12 de marzo de 2007. 


22 Crf. Chiesa E. L.: Tratado de Derecho Probatorio... p.761. 
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Conclusiones 


rimera: En el sistema procesal acusatorio adversarial mexicano, se puede 

construir la exclusión de evidencia de referencia a un nivel constitucional con 

el principio de inmediación y contradicción. A nivel de Código Nacional de 
Procedimientos Penales, también hay diversos artículos que lo permiten; sin embargo, 
en cuanto a sus excepciones solamente podemos encontrar el artículo 386 en sus 
distintas fracciones. 


Segunda: Para poder dar una interpretación y aplicación adecuada del artículo 
386 del Código Nacional de Procedimientos Penales, no basta con la simple lectura o 
reproducción instantánea del registro, sino que tendrán que desahogarse, previo a la 
lectura o reproducción dos testigos, uno para probar la razón de la indisponibilidad, y 
otro propiamente de quien haya tomado la declaración de ahora no disponible. 


Tercera: En el debate sobre la exclusión de la prueba de referencia, se deben 
analizar tres condiciones ideales para avalar la credibilidad de un testigo, que son: el 
juramento, la presencia del juzgador al declarar el testigo y la disponibilidad de este 
para ser contrainterrogado por las partes en el proceso. 


Cuarta: Son los criterios de confiabilidad y necesidad, en torno a los cuales 
se razonan las excepciones a la regla de prueba de referencia. En casos como la no 
disponibilidad de la persona testigo por conducta indebida de la parte contraria, no 
trata de que el testimonio de referencia sea confiable, sino más bien de una sanción 
a la parte que causo la indisponibilidad; siempre y cuando se demuestre mediante 
prueba clara, robusta y convincente tres requisitos que son: acto ilegal, intención y 
causa. 
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Para efectos prácticos las conclusiones del presente artículo pueden citarse en 
el proceso penal, de la siguiente forma: 


Excepciones a la admisión de testigo de referencia en el sistema procesal penal 
mexicano. 


Los principios constitucionales y procesales de inmediación y contradicción, 
construyen las reglas de exclusión probatoria como los casos de excepción en que 
debe admitirse el testigo de referencia y el valor probatorio que este puede alcanzar. 


Para la admisión probatoria del testigo de referencia debe justificarse el 
principio de necesidad ante la imposibilidad material de que se presente en juicio el 
testigo — fuente original; para lo cual tendrán que desahogarse al menos dos pruebas, 
una para probar la razón de la indisponibilidad y otra de la persona que escucho a 
quien conoció los hechos de forma directa. 


Admitida la prueba de referencia deben analizarse, el principio de confiabilidad 
del testigo indirecto con el resto de las pruebas que deben estar en el mismo sentido 
para que tenga efectos probatorios. 


Actuar en contrario, implicaría un acto ¡legal y su desahogo debe resultara 
estéril el cuento del cuento no sirve de prueba. 
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El Principio de Inmediación en la Audiencia Intermedia 
Interpretación del Artículo 342 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales 


Juez Dr. Jur. Gilberto Martiñón Cano 


Introducción 


m ebe asistir el acusado a la audiencia intermedia si el artículo 342 
b [) del CNPP expresamente no lo señala? pregunta que se responde 
adecuadamente solo después de realizar íntegramente el análisis de 

dicho precepto legal.* 


1 Para estar en aptitud de afirmar y firmar conclusiones debe asumirse un método 

de estudio que valide los resultados; pues no basta la literalidad de la ley ni la 
intuición del más sagaz intérprete para la cabal comprensión de los dispositivos 
procesales penales. La orfandad metodológica, se puede traducir en el riesgo 
de asumir conclusiones tuitivas, lejanas al fin de la norma. A razón de que 
“(...) sin una consideración sistemático-conceptual del derecho, no es posible 
la ciencia del derecho como disciplina racional (...)”. Alexy, R.: Teoría de los 
derechos fundamentales. Centro de estudios constitucionales. Madrid España. 
1993; p. 45. Empero, poco o prácticamente nada se ha escrito sobre un método 
propio de interpretación del derecho procesal penal, a diferencia del sustantivo, 
donde la dogmática se ha consolidado. 
La ausencia de método para el análisis del derecho adjetivo penal no puede 
ni debe orillar al abandono de un método ad hoc o resignarse a utilizar las 
pautas de interpretación general para textos legales, ya que equivaldría a que 
las conclusiones sean solo opiniones, quizá razonables, pero ciertamente 
acientíficas y por eso, endebles. 
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De ahí que el propósito del presente artículo sea argumentar - interpretar el 


principio de inmediación en la audiencia intermedia. 


Ante ese panorama, en esta investigación, se utiliza un método combinando 3 
sistemas de interpretación, la tesis de los derechos fundamentales, la dogmática 
procesal penal y la interpretación teleológica. 

La interpretación principalista diferencia los principios de las reglas jurídicas 
acorde a un esquema de cumplimiento. Los principios, a diferencia de las reglas, 
no se pueden cumplir directamente. Son normas que ordenan que algo se 
realice de acuerdo a las posibilidades fácticas y jurídicas. Consecuentemente, 
son mandatos de optimización que pueden ser satisfechos en diferentes grados. 
Para analizar las posibilidades fácticas se atiende a los principios de idoneidad 
y necesidad. Mientras, para las posibilidades jurídicas, opera la ponderación o 
proporcionalidad. 

Por otro lado, las reglas son las normas concretas que disponen una específica 
actuación y en las que cabe un proceso de subsunción entre la ley y el caso 
concreto. La interpretación principalista implica descubrir el principio consagrado 
en la ley y luego, la regla, de forma que la interpretación de las últimas debe ser 
siguiendo al principio. 

El análisis dogmático procesal consistente en identificar los temas que aborda 
el precepto legal y desarrollarlos para construir una disertación racional. 
Mientras la interpretación teleológica, en el caso, implica ensayar, poner a 
prueba, las conclusiones revisando si hay coherencia entre el derecho que se 
encuentra incito con el trámite propuesto en la ley, de forma que asegure ser 
una herramienta de concreción del derecho protegido. Cfr Alexy, R.: Teoría 
de los ..., p. 45. Y del mismo autor en: Tres escritos sobre los derechos 
fundamentales y la teoría de los principios. Traducción de Carlos Bernal Pulido. 
Bogotá. Universidad del externado de Colombia. 2009; p. 94. 

La combinación de los métodos expuestos sintéticamente implican: 

1.- Extraer el principio y los derechos que se contienen en el precepto legal 
sometido a análisis. 

2.- Separar los supuestos normativos contenidos en la ley, e 

3.- Interpretar los supuestos normativos a fin con el principio que pretende 
concretizar. 
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La hipótesis de la que se parte es que la inmediación tiene excepciones y 
una de ellas está prevista a favor del acusado como su derecho a renunciar a estar 
presente en la audiencia, aunque para ello debe pedir autorización, lo que implica que 
si debe acudir al juzgado y esperar que el juez le autorice retirarse y estar en una sala 
contigua. 


Para comprobar la hipótesis planteada se utiliza la interpretación principalista, 
la dogmática procesal penal y la teleológica. Por cuya combinación de métodos es 
obligado, primero ubicar el derecho humano que se encuentra implícito en el texto legal 
sujeto a su análisis. Luego, como paso número dos, extraer las hipótesis normativas 
contenidas en la ley, y por último, examinar los supuestos legales atendiendo a su fin, 
el telos del precepto legal. 


Así, se desarrollan VI apartados. 


En el primero, se expone como eje neurálgico de toda la disertación o el principio 
de inmediación, del que se expurga su significado etimológico, para posteriormente 
abordar su connotación procesal penal, sus vertientes y alcances. 


El segundo punto, se ocupa de los actos que implican la dirección del debate 
como las posturas principales que existen, la activa y la pasiva, asumiéndose una 
intermedia. 


Llegado al tema 11, se aborda la oralidad y la inmediación, cuya combinación de 
principios crean uno diverso a lo que abarcan en individual. 
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Para el punto IV, se tratan los requisitos de validez de la audiencia intermedia, 
focalizando el derecho del acusado a solicitar permiso para no estar en la sala al 
verificarse la audiencia. 


Posteriormente, en el penúltimo rubro, el V, se atienden las consecuencias en 
los casos en que la víctima y el asesor jurídico no acuden a la audiencia intermedia. 


Finalmente, en el rubro VÍ se anota un resumen donde se da respuesta a la 
pregunta inicial: el acusado si debe asistir a la audiencia intermedia, mas puede 
solicitar autorización para retirarse. 


Así, se tienen los elementos indispensables, apenas lo necesario, para 
comprender y aplicar el principio de inmediación en la audiencia de preparación a 
juicio oral. 
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|. El principio de inmediación en la audiencia intermedia 
Concepto etimológico 


a palabra inmediación tal cual no está reconocida en el diccionario de la real 

academia de la lengua española, al ser una palabra compuesta que se forma 

con la proposición in que significa sin? y mediación, del latín mediatio-onis, que 
se refiere a mediador.* De ahí que integrada en una sola palabra gramaticalmente se 
traduzca como sin intermediarios. 


Sin intermediarios implica proximidad, contigúidad o cercanía física con un 
objeto y conlleva un método de conocimiento por medio de la interacción que se da 
entre el observador y el objeto observado.* 


2 Cfr. Real academia de la lengua española: In. Segunda acepción. http://dle.rae. 
es/?id=L9vLorj|L9vXSzQ. Consultado el 1 de agosto de 2018. 


3 Cfr. Real academia de la lengua española: Mediación. En http://dle.rae. 
es/?id=OjnsTUN. Consultado el 1 de agosto del 2018. 


4 Cfr. Del Arco Blanco, M. A. y Del Arco Blanco, A. |. (Coordinación): 
Inmediación, principio de. En diccionario básico Cfr. jurídico. Novena edición. 
Editorial Comares. Granada España. 2016; p. 323. Cabezudo Rodríguez, N.: 
Aproximación a la teoría general sobre el principio de inmediación procesal de la 
comprensión de su trascendencia a la expansión del concepto. En https://www. 
uv.es/coloquio/coloquio/comunicaciones/cp4cab.pdf. Consultado el 1 de agosto 
del 2018. Decap Fernández, M.: El juicio oral y los principios de inmediación y 
contradicción. https://www.ijf.cjf gob.mx/publicaciones/revista/36/Mauricio%-20 
Decap%20Fern%C3%A1ndez.paf. Consultado el 1 de agosto de 2018. 
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Concepto procesal penal 


Trasladándolo a materia procesal, constriñe a que el juez y magistrado 
conozcan directamente las posturas de las partes*, lo que se consigue conociendo y 
resolviendo personalmente. 


Por ello, debe ser un imperativo metodológico de actuación;* que implica el 
no delegar en un proyectista la conducción de las audiencias, ni la elaboración de 
resoluciones. 


5 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia que literalmente: Principio de 
inmediación como regla procesal. Requiere la necesaria presencia del juez en 
el desarrollo de la audiencia. En el procedimiento penal acusatorio, adversativo 
y oral, el mecanismo institucional que permite a los jueces emitir sus decisiones 
es la realización de una audiencia, en la cual las partes —cara a cara— presentan 
verbalmente sus argumentos, la evidencia que apoya su posición y cuentan, 
además, con la oportunidad de controvertir oralmente las afirmaciones de su 
contraparte. Acorde con esa lógica operativa, el artículo 20, apartado A, fracción 
11, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, dispone 
que “toda audiencia se desarrollará en presencia del juez”, lo que implica que 
el principio de inmediación en esta vertiente busca como objetivos: garantizar la 
corrección formal del proceso y velar por el debido respeto de los derechos de 
las partes, al asegurar la presencia del juez en las actuaciones judiciales, así 
como evitar una de las prácticas más comunes que llevaron al agotamiento del 
procedimiento penal tradicional, en el que la mayoría de las audiencias no se 
dirigían por un juez, sino que su realización se delegó al secretario del juzgado 
y, en esa misma proporción, también se delegaron el desahogo y la valoración 
de las pruebas. señala: Época: Décima Época Registro: 2017074 .Instancia: 
Primera sala. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario judicial de la 
federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo Il . Materia(s): Constitucional, Penal. 
Tesis: la. LIV/2018 (10a.). Página: 971. 


6 Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia mexicana: Principio de inmediación 
como herramienta metodológica para la formación de la prueba. Exige el contacto 
directo y personal del juez con los sujetos y el objeto del proceso durante la 
audiencia de juicio. Del proceso legislativo que culminó con la instauración del 
Nuevo Sistema de Justicia Penal, se advierte que para el Poder Reformador de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, el principio 
de inmediación presupone que todos los elementos de prueba vertidos en un 
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Dicho conocimiento directo, en la actualidad, no se limita a la presencia física 
del juez y las partes en la sala de audiencia, como era antaño. Hoy en día los medios 
tecnológicos han abierto nuevas posibilidades de interacción a partir del uso de 
herramientas como la telemediación” a través de videoconferencia. 


Es cierto que no es igual la telemediación que la inmediación material, pero a la 
fecha, es la forma más próxima a la presencia física y resuelve problemas prácticos 
como traslados innecesarios o complicados como aconteció con la videoconferencia 
por la que se desahogó la testifical de un perito, que días previos al juicio oral, sufrió 
un accidente que lo postró a la hospitalización. 


proceso y que servirán para decidir sobre la responsabilidad penal de una 
persona, deben ser presenciados sin mediaciones o intermediarios por el juez 
en una audiencia. Los alcances de dicho propósito implican reconocer que es 
en la etapa de juicio donde la inmediación cobra plena aplicación, porque en 
esta vertiente configura una herramienta metodológica para la formación de 
la prueba, la cual exige el contacto directo y personal que el juez debe tener 
con los sujetos y el objeto del proceso durante la realización de la audiencia 
de juicio, porque de esa manera se coloca al juez en las mejores condiciones 
posibles para percibir —sin intermediarios— toda la información que surja de 
las pruebas personales, es decir, no sólo la de contenido verbal, sino que la 
inmediación también lo ubica en óptimas condiciones para constatar una serie 
de elementos que acompañan a las palabras del declarante, habilitados para 
transmitir y recepcionar de mejor manera el mensaje que se quiere entregar, 
como el manejo del tono, volumen o cadencia de la voz, pausas, titubeos, 
disposición del cuerpo, dirección de la mirada, muecas o sonrojo, que la doctrina 
denomina componentes paralingúísticos. Época: Décima Época. Registro: 
2017073. Instancia: Primera sala. Tipo de tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LV/2018 (10a.). Página: 970. 


7 Cfr. Montoya Melgar, A. (director): Inmediación (principio de). En diccionario 
jurídico. Thomson Reuters Aranzadi. Pamplona España. 2016; p. 621. 


8 Cfr. causa 1P3212-5 verificada en San José Iturbide, Guanajuato. 
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Vertientes del principio de inmediación 


Tradicionalmente se exponen dos vertientes del principio de inmediación: 


1.- La subjetiva o formal, consistente en la obligación jurisdiccional de relacionarse 


directamente con los medios de prueba? y, 2.- La objetiva o material, que implica la 


obligación de utilizar los medios de prueba que se encuentran en directa relación con 


el hecho a probar"? como sostiene el latinajo iudex debet iudicare secundum allegata 


et probata (el juez debe decidir de acuerdo con las alegaciones y la prueba). 


10 


Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia mexicana: Principio de inmediación 
como regla procesal. Requiere la necesaria presencia del juez en el desarrollo 
de la audiencia. En el procedimiento penal acusatorio, adversarial y oral, el 
mecanismo institucional que permite a los jueces emitir sus decisiones es la 
realización de una audiencia, en la cual las partes —cara a cara— presentan 
verbalmente sus argumentos, la evidencia que apoya su posición y cuentan, 
además, con la oportunidad de controvertir oralmente las afirmaciones de su 
contraparte. Acorde con esa lógica operativa, el artículo 20, apartado A, fracción 
11, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en vigor, dispone 
que “toda audiencia se desarrollará en presencia del juez”, lo que implica que 
el principio de inmediación en esta vertiente busca como objetivos: garantizar 
la corrección formal del proceso y velar por el debido respeto de los derechos 
de las partes, al asegurar la presencia del juez en las actuaciones judiciales, 
así como evitar una de las prácticas más comunes que llevaron al agotamiento 
del procedimiento penal tradicional, en el que la mayoría de las audiencias 
no se dirigían por un juez, sino que su realización se delegó al secretario del 
juzgado y, en esa misma proporción, también se delegaron el desahogo y la 
valoración de las pruebas. Vid. In extenso: Época: Décima Época. Registro: 
2017074. Instancia: Primera sala. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del 
semanario judicial de la federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo ll. Materia(s): 
Constitucional, Penal. Tesis: la. LIV/2018 (10a.). Página: 971. 


Cfr. Goldschmidt, J.: Problemas jurídicos y políticos del proceso penal. 
Barcelona, España. 1935; pp. 90 y ss. Gómez Colomer, J. L.:. el proceso penal 
alemán. Editorial Bosch. Barcelona. 1985; passim. Armenta Deu, T.: Lecciones 
de derecho procesal penal. Marcial Pons. España. 2009; passim. 
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El principio de inmediación en el proceso penal mexicano está enunciado en 
los artículos 20 de la CPFM y 4 del CNPP. Mientras en el ordinal 6 de la última 
ley indicada, se define como la obligación del juez de percibir directamente, sin 
intermediarios?” y permanentemente los debates de las partes, las pruebas y los 
argumentos que expongan a fin de que resolver de la manera más adecuada.?? 


La bilateralidad en el principio de inmediación 


Dicho principio, como todos los nucleares del sistema procesal mexicano, se 
caracteriza por la bilateralidad al contener una obligación y un derecho.** 


Como obligación, implica el deber del juez o magistrado de presenciar 
integramente el desahogo probatorio?* y escuchar los alegatos de las partes de forma 
que solo el juez cognoscente puede decidir el litigio.** 


11 Cfr. González Obregón, D.C.: La aplicación del código nacional de procedimientos 
penales. Bajo un sistema acusatorio adversarial México evoluciona en su 
proceso de implementación para un nuevo sistema de justicia penal. 2? edición. 
Tirant Lo Blanch. Ciudad México, México. 2017; p. 54. 


12 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio 
y juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 450. 


13 Cfr. Rodríguez Gurruchaga, O.J.E.: Inmediación. En enciclopedia jurídica 
omeba. Tomo XV impo-insa. Driskill S.A. Buenos Aires Argentina. 1979; p. 887. 


14 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio 
y juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 452. 
Roxin, C.: Derecho procesal penal..., p 394. 


15 Cfr. Bacigalupo Zapater, E.: La noción de un proceso penal con todas las 
garantías. En Derechos procesales fundamentales. Manuales de formación 
continuada de la escuela judicial. CGPJ. Madrid, España. 2005; pp. 523 y 524. 
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En tanto la inmediación como derecho, es la otra cara de la moneda. Este 
deber del juzgador, es una facultad de las partes de ser escuchados y de aportar sus 
pruebas. 


Resulta un derecho sui generis porque es una facultad que paradójicamente, 
para concretizarla, es necesario cumplir una obligación. Escrito en otras palabras, la 
inmediación implica el derecho de las partes de que el juez los escuche y para lograrlo 
tienen el deber de acudir a las audiencias. 


La dicotomía derecho-obligación se traduce en que las partes deben asistir a 
las audiencias salvo, en los supuestos de excepción previstos en la misma ley: 


1. Cuando el juez resuelve escuchando solo a una parte de las partes como 
en la solicitud de orden de aprehensión. 2. Algunas de las partes pueden faltar a 
la audiencia vr.gr. la víctima menor de edad en algunas actuaciones se le dispensa 
que no esté presente. 3. Alguna de las partes puede renunciar a su derecho a estar 
presente en la audiencia, como el acusado que puede solicitar autorización de no estar 
físicamente en la sala de audiencias en la preparación al juicio oral. 


Concretamente la inmediación en la audiencia intermedia presenta dos 
excepciones, una para el caso de la víctima u ofendido y el asesor jurídico. Ello para 
que puedan faltar a la audiencia y otra para que el acusado pueda renunciar a su 
derecho a estar presente. 


Congruente con lo anterior, el ordinal 56 de la ley adjetiva de la materia, 
precisa que el imputado no debe retirarse de las audiencias sin autorización judicial y, 
en caso de concedérsele, debe estar en una sala próxima donde presencie el desarrollo 
de la audiencia. 
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Dicho dispositivo completa el ordinal 342 del CNPP que no menciona como 
obligatoria la presencia del acusado en la audiencia intermedia, de donde se sigue que 
se puede autorizar se retire. No obstante, lógicamente debe acudir a la audiencia para 
realizar la solicitud. 


Alcances del principio de inmediación en la audiencia intermedia 


Producto de lo anterior, el principio de inmediación en la audiencia intermedia 
implica la obligación del juez de control, el ministerio público y el defensor, de estar 
físicamente en la sala de audiencias. Al mismo tiempo el derecho de la víctima y asesor 
victimal de no asistir, como la obligación del acusado de concurrir a la audiencia, en la 
cual puede autorizársele renunciar a estar presente. 
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II. La dirección de la audiencia 


omo se escribió, el principio de inmediación, en su faceta de obligación, lía que el 

juez debe estar presente durante toda la actuación y lo está precisamente para 

dirigir la audiencia. Dirección que acorde al ordinal 52 del CNPP le corresponde 
al órgano jurisdiccional (dígase magistrado, juez de control, juez de enjuiciamiento, 
tribunal de enjuiciamiento, juez de adolescentes o juez de ejecución). En el caso 
específico de la audiencia intermedia le corresponde al juez de control. 


Actos que implican la dirección del debate 


La dirección de toda audiencia implica gobernar el debate entre las partes y 
resolver todos sus planteamientos.** En la intermedia además de la conducción del 
debate, lleva la finalidad implícita de concluir el proceso mediante una salida alterna 
o el procedimiento abreviado y si esto no es posible dictar el auto de apertura a juicio 
oral, en cuyo caso, como lo dispone el arábigo 334 del CNPP, previamente se debe 
resolver sobre la admisión probatoria y la depuración de los hechos controvertidos. 


Posturas sobre la dirección del debate 


Existen dos posturas principales que riñen sobre la forma en la que el juez debe 
dirigir el debate, una de forma pasiva siendo un juez arbitro solo atendiendo a lo que 
las partes le formulen; otra de forma activa juez y parte introduciendo más elementos 
de los que aportan los litigantes. 


16 Cfr. Fierro-Méndez, H.: Manual de derecho procesal penal. Sistema acusatorio 
y juicio oral y público. Quinta edición. Leyer. Bogotá Colombia. 2012; p. 542. 
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Ambas posturas presentan parciales argumentos válidos. El planteamiento de 


que la dirección del debate implica un juez árbitro, encuentra solidez precisamente 


porque el sistema acusatorio es de corte rogado y el juez debe atender las propuestas 


de las partes, estando prohibido que incorpore información. 


La segunda postura, por otro lado, parcialmente tiene razón cuando sostiene 


que el juez no puede permanecer inactivo en todos los casos. 


Ante el dilema es pertinente una postura intermedia en la que el juez, como 


regla general, atienda lo que le soliciten las partes sin incorporar información a 


excepción de dos supuestos y falle el control horizontal: cuando exista violación de 


derechos fundamentales y para realizar acciones de eficacia del proceso para que no 


se paralice.* 


17 


Como“(...) Declarar oficiosamente nulidad de actos ejecutados en contravención 
a las formalidades previstas en el Código Nacional (artículos 97, último párrafo, 
98 y 101). Imponer providencias precautorias diversas a las solicitadas, siempre 
que no sean más graves (138). Convocar oficiosamente a audiencias de revisión 
de medidas cautelares, cuando por hecho notorio advierta que han variado de 
manera objetiva las condiciones que justificaron su imposición, con el objeto de 
revocarlas, sustituirlas o modificarlas (161), o bien cuando exista incumplimiento 
de las medidas impuestas (174). No imposición de prisión preventiva oficiosa 
y sustitución por otra medida cautelar, por no resultar proporcional para 
neutralizar los riesgos procesales de sustracción, obstaculización o protección a 
terceros (167, último párrafo). Solicitar oficiosamente aclaraciones o precisiones 
en imputación (311). Convocar oficiosamente a audiencia de sobreseimiento 
(327) (...).*. González Segovia, C. O.: Generalidades. En código nacional 
de procedimientos penales, en perspectiva reflexiones desde la judicatura. 
Reflexiones desde la judicatura. Christian Omar González Segovia coordinador. 
Poder judicial de la federación. Consejo de la judicatura federal. Instituto de la 
judicatura federal. Ciudad de México. 2016; p. 43. 
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Debe ser una excepción, de otra manera, truquear la ley con cualquier pretexto, 
pues implica la regresión al paternalismo, al sistema de tendencia inquisitiva, que no 
se sostiene con argumentos válidos sino con una convicción justiciera de ajustar lo 
que entienden como justicia. 
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III. Oralidad de la audiencia 


a oralidad como característica del sistema procesal acusatorio mexicano, 

previsto en el los arts. 20 de la CPFM y 4 del CNPP, involucra que el desarrollo 

del proceso principalmente debe ser verbal y, como dice el ordinal 45 del referido 
cuerpo legal, en español. 


La oralidad y la inmediación 


La oralidad y la inmediación forman una dupla conformante de las instrucciones 
sobre la manera en la que se debe introducir la información procesal probatoria?* 
y repercute directamente en los temas de: exclusión general de declaraciones 
escritas como fundamento de sentencia, exclusión de otras fuentes de conocimiento 
fuera del juicio oral, prohibición de lectura después de la abstención de declarar 
testimonialmente, análisis casuístico de los testimonios de oídas, análisis casuístico 
de copias de documentos sin cotejo con los originales, reducción de la capacidad de 
observación del juez.*? 


18 Cfr. Roxin, C.: Derecho procesal penal. Editores del puerto. 25? edición. 
Traducción de Gabriela E. Córdoba y Daniel R. Pastor revisada por Julio B. J. 
Maier. Buenos Aires, Argentina. 2003; pp. 394 y ss. 


19 Temas a los que no se hace mayor abundamiento, pues corresponde analizarlos 
en diferente apartado como la admisión probatoria, incorporación de información 
probatoria y valoración. 
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IV. Requisitos de validez de la audiencia intermedia 


os requisitos de validez tradicionalmente han sido desarrollados para el tema del 
acto jurídico y, como es sabido, son: la libre voluntad, la capacidad para tratar, 
el objeto, el fin y la forma. 


Los requisitos de validez de la audiencia no encajan en el concepto de acto 
jurídico, ya que no es la acción de un particular para crear, modificar, transferir, 
conservar o extinguir derechos que pueden estar determinados o indeterminados por 
la ley. 


Sin embargo, se habla de requisitos de validez metafóricamente, como vocablo 
similar, cuyos elementos son: la oralidad y la presencia de quienes deben acudir a la 
actuación. 


Validez de la audiencia intermedia 


Para la validez de la audiencia intermedia deben estar presentes el juez, el 
ministerio público, el defensor y el acusado.? 


Recuérdese que la víctima y el asesor jurídico tienen derecho a faltar a la 
audiencia, pero el acusado desde luego debe asistir y en ella puede pedir autorización 
para no estar presente. 


Derecho a renunciar a estar presente en la audiencia 


20 Cfr. García Villegas, J. H.: Derecho procesal penal. Guía para el código nacional 
de procedimientos penales. Tirant Lo Blanch. Ciudad México, México. 2016; p. 
115. 
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Hay que distinguir entre — derecho a no asistir a la audiencia — y el — derecho a 
solicitar permiso para retirarse de la audiencia—; conceptos diferentes y considerados 
en los arts. 56 y 342 del CNPP. 


El acusado tiene que asistir a la audiencia y, en ella, le asiste el derecho a 
solicitar autorización para retirarse. 


Tiene la obligación de asistir a todas las audiencias, entre ellas, a la intermedia 
pero en esta su validez no depende de la presencia física del acusado en la sala. Ergo 
la audiencia intermedia es de aquellas que el acusado puede pedir autorización para 
retirarse. 


No tiene derecho de faltar, necesariamente debe acudir a la audiencia 
intermedia ya sea citado cuando está libre, o conducido cuando esté encarcelado 
por alguna medida cautelar o se encuentre compurgando otra causa y en la sala de 
audiencias se pida permiso. 


Significa que es un derecho a renunciar a la audiencia intermedia, a solicitar la 
renuncia a estar en ella, lo que es similar pero no igual al derecho a no asistir. 


Ahora bien, al acusado se le puede negar la autorización de retirarse de la 
audiencia en caso estar en pugna otro derecho más importante al de la defensa. 
Aunque la regla general debe ser conceder la autorización ya que la ley no indica 
causales de autorización ni de negación. 


Si el juez de control autoriza que el acusado deje la audiencia, se le conducirá a 
una sala contigua donde se materialice el derecho a conocer lo que vaya aconteciendo 
del proceso por medio de la teleinmediación. 
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El tema no está libre de controversia, ya que hay quienes sostienen que no es 


necesaria la presencia del acusado en la audiencia intermedia?” esgrimiendo diversas 


argumentaciones”? versus la postura que precisa que el acusado si debe asistir a la 


audiencia intermedia y en ella puede renunciar a su derecho a estar presente.? 


De la contienda aparece con más sólidos argumentos la segunda postura que 


condice con una interpretación teleológica y sistemática de los arts. 56 y 342 del 


CNNP, como se resume una lógica procesal penal obtenida de las conclusiones del 


conversatorio del poder Judicial de Guanajuato que sostiene: 


21 


22 


23 


La presencia del acusado en la audiencia intermedia es un requisito de 
validez de la actuación, mas puede renunciar a estar presente. 


En este sentido se pronunciaron los jueces José de Jesús Alcantar, José 
Juan Villagómez Amezquita, Berenice González Pérez y Jorge Alberto Servín 
Manrique, en el conversatorio verificado el 6 de julio del 2018 en el salón 
bicentenario del poder judicial de Guanajuato, México. 


Algunas argumentaciones en el sentido de que no es necesaria la presencia del 
acusado en la intermedia son: 1.- Interpretación gramatical restrictiva del art. 
342 del CNPP. 2.- El art. 342 del CNPP que reconoce el principio de inmediación 
no precisa literalmente al acusado. 3.- La ley menciona que el acusado puede 
actuar, en la intermedia, por conducto de su defensor. 4.- La contradicción puede 
hacerla el acusado en la audiencia de debate de juicio oral. 5.- No es obligación 
del acusado de exponer su teoría del caso. 6.- Su derecho lo ejercita desde la 
fase escrita. 7.- Es una fase técnica que corresponde al acusado. 


En este sentido fue aprobada por los miembros del semipleno penal y por 
mayoría de jueces 32 a favor y 7 en contra, la ponencia presentada por el juez 
Daniel Gerardo López Rivera quien sucintamente concluyó que es indispensable 
la presencia del acusado en la audiencia intermedia para efectos de cumplir 
con sus obligaciones procesales y respetar sus derechos de audiencia y de 
adecuada defensa. 
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Es obligación, regla general y requisito de validez de la actuación que 
el imputado esté presente en las audiencias una vez apersonado al 
proceso jurisdiccional, como lo dispone regla contenida en el artículo 56 
del Código Nacional de Procedimientos Penales. 


Pero es derecho del imputado, como se desprende del precepto antes 
citado y a los que se suman el 4 y 6 del mismo cuerpo normativo, que 
puede renunciar a su derecho a estar, retirándose con aprobación 
jurisdiccional de ciertas audiencias en las que la ley no disponga su 
presencia inexcusable. 


Resulta que en audiencia intermedia acorde al ordinal 342 de la ley de la 
materia no es forzosa su presencia ya que no se precisa expresamente 
ergo es de aquellas audiencias en las que puede renunciar con 
autorización del juez y ser custodiado a una sala próxima donde pueda 
seguir la actuación. 


Conclúyase que el derecho de inmediación del acusado en la audiencia 
intermedia implica el deber del acusado de presentarse a la actuación 
donde puede pedir la autorización de no estar en la sala sino en un 
área donde pueda custodiar lo que acontezca y ser llamado cuando su 
presencia sea imprescindible.?* 


24 Resolución asumida por mayoría de los jueces del sistema acusatorio y oral así 
como los magistrados del semipleno penal en el conversatorio verificado el 6 de 
julio del 2018 en el salón bicentenario del poder judicial de Guanajuato, México. 
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Derecho a faltar a la audiencia 


Por otra parte, la víctima y el asesor victimal pueden sencillamente decidir 


no asistir a la audiencia intermedia, aunque hay consecuencias formales por su 


desinterés. Por un lado, les impone la obligación de asistir y por otro, los dispensa, al 


señalar que no es un requisito su presencia. 


Esta ambivalencia legal equivale materialmente al derecho de la víctima y 


su asesor, de no asistir a la audiencia intermedia, aunque dicho desinterés tendrá 


como consecuencia que se les tenga por notificados del resultado de la misma? y que 


pierdan el carácter de coadyuvante. 


25 


En este sentido consta la tesis de jurisprudencia que literalmente dice: 
Resoluciones emitidas en el proceso penal acusatorio y oral. Surten efectos 
inmediatamente, sin necesidad de formalidad alguna a las partes intervinientes 
y quienes estaban obligados a asistir a ellas formalmente. Del artículo 63 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, se advierte que las partes que 
asistan a las audiencias orales deben tenerse por notificadas en ese acto, sin 
necesidad de alguna formalidad, atento a los principios que rigen a los juicios 
orales, particularmente, los de inmediación, continuidad y concentración. En 
ese sentido, no se deja en estado de indefensión al imputado cuando, a pesar 
de haber asistido a la audiencia, pretenda que con posterioridad se le notifique 
personalmente el auto de vinculación a proceso, ya que las resoluciones 
emitidas en el proceso penal acusatorio y oral, surten efectos inmediatamente, 
sin necesidad de formalidad alguna a las partes intervinientes y quienes estaban 
obligados a asistir a ellas formalmente; máxime si en dicho auto se le hicieron 
saber los hechos que se le imputan, los antecedentes de la investigación 
expuestos por el Ministerio Público, de la que se adviertan datos de prueba 
que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señala como delito 
y que exista la probabilidad de que el imputado lo cometió o participó en su 
comisión. Época: Décima Época. Registro: 2013436. Instancia: Tribunales 
Colegiados de Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Gaceta del semanario 
judicial de la federación. Libro 38. Enero de 2017. Tomo IV. Materia(s): Penal. 
Tesis: VI.20.P.39 P (10a.). Página: 2703. 
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V. Renuncia tácita a la pretensión del coadyuvante 


| coadyuvante, según la segunda acepción de la Real Academia de la Lengua 
Española, es la persona que interviene en un proceso sosteniendo la pretensión 
de una de las partes.? 


Esta institución ha sufrido modificaciones en el sistema procesal penal 
mexicano. En el pretérito aún no lejano, en México como en algunos otros países, 
aplicaba el principio de separación por el que había una estricta distinción de 
funciones entre el derecho penal y el civil de donde se establecía que el castigo penal 
era responsabilidad exclusiva del estado, no de los particulares.” 


Coherente con lo anterior, en el sistema procesal de tendencia inquisitiva la 
víctima no era parte y, a lo más, podía el mismo o una persona que designara, fungir 
como auxiliares del ministerio público. 


Empero, en la actualidad la víctima es parte en el proceso, como lo reconocen 
los art. 105 fracción | del CNPP y 14 de la LGV, por lo que pueden ejercer sus derechos 
de forma directa, incluso sin estar sometidos al ministerio público y más aún, tiene 
el derecho a contar con un asistente victimal según el art. 12 fracción IV de la LGV. 


26 Cfr. Real Academia de la Lengua Española: Coadyuvante. http://dle.rae. 
es/?id=9WB3rjl. Consultado el 1 de agosto del 2018. 


27 Describe Roxin, acorde al derecho vigente Alemán, que en los inicios de la pena 
fue considerada reparación y que fue por la influencia de Binding en Die Normen 
und ihre Ubertretung de 1916 cuando se hizo la separación de las funciones en 
el derecho civil y el penal, por el que se afirmaba que el núcleo de la diferencia 
consiste en que el derecho penal cumple con aplicar una pena y el derecho 
civil determina a favor de los particulares. Fundamentos político criminales del 
derecho penal. Coordinación general: Gabriela E. Córdoba -Daniel R. Pastor. 
Hammurabi. Buenos Aires. 2008; p. 212. 
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Ya no aes el proceso penal que si se expresa con una figura geometría sería 


un triángulo estando en cada uno de sus vértices juez, -ministerio público y acusado. 


Ahora la representación del proceso en una figura geométrica es un cuadrado juez- 


ministerio público, víctima y acusado.? 


Así las cosas, aunque no existan razones prácticas para conservar la 


coadyuvancia,? sigue vigente como añoranza de otros tiempos y otros sistemas.? 


28 


29 


30 


Cfr. García Ramírez, S.: El ofendido en el proceso penal. En boletín mexicano 
de derecho comparado. Número 85. Versión electrónica. En https://revistas. 
juridicas.unam.mx/index.php/derecho-comparado/article/view/3407/3977. 
Consultado el 12 de septiembre del 2018. 


Vid. In extenso: Murillo Hidalgo, D.: Catorce errores para la coadyuvancia. 
Instituto de investigaciones jurídicas. Universidad autónoma de Chiapas. 
En https://iustopico.com/2015/03/24/catorce-errores-para-la-coadyuvancia/. 
Consultado el 12 de septiembre del 2018. 


No se pasa por alto interpretaciones diversas que, con el argumentos válidos 
para el “sistema tradicional” pretenden aplicarse en el presente limitando los 
derechos de las victimas tal como el que sostiene la tesis de jurisprudencia 
que a la letra dice: Recurso de apelación contra el auto de no vinculación 
a proceso. Es inadmisible —por falta de legitimación— el interpuesto por la 
víctima u ofendido, si no se constituyó en coadyuvante del ministerio público. 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que entre las hipótesis 
de intervención directa y activa de la víctima u ofendido del delito, destaca la 
constitución de la coadyuvancia con el Ministerio Público, que le permite exigir 
que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, 
y que no están limitados a la demostración del importe de la reparación del 
daño, sino al acreditamiento de los presupuestos de su condena, como son el 
delito y la responsabilidad penal del acusado, considerando la intervención de 
la víctima en un sentido trascendente en las etapas preliminares al juicio y en 
el proceso penal propiamente dicho; luego, el obtener un carácter protagónico 
con el representante social, es lo que le da facultad de formar parte en el juicio, 
y para interponer los recursos correspondientes, a decisiones diversas a la 
reparación del daño, lo cual se encuentra regulado por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y por el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, en sus artículos 339, 340 y 459. Por otra parte, los artículos 459 y 
470, fracción l!l, del código referido, establecen que la víctima u ofendido, 
aunque no se haya constituido como coadyuvante, podrá impugnar por sí o 
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Incluso, el art. 459 del CNPP da un ejemplo de la inutilidad de la coadyuvancia 


al establecer que pese a que la víctima u ofendido, aunque no se haya constituido 


como coadyuvante, podrá impugnar por sí mismo o a través del ministerio público. 


Pese a lo desheredado de contenido, legalmente la coadyuvancia está 


consagrada como un derecho para la víctima u ofendido en el art. 338 fracción | del 


CNPP y sus reglas establecidas en el diverso 339 de la ley de la materia, implica los 


siguientes derechos: 


1 

Z. 
de 
4 


Se le otorgan las mismas facultades que el ministerio público. 

Que se le corra traslado de la solicitud de coadyuvancia al resto de las partes. 
No modificación de obligaciones del ministerio público. 

Derecho a nombrar un representante común, siempre que no exista conflicto 
de intereses. 


por el Ministerio Público las resoluciones que versen sobre la reparación del 
daño, cuando considere que resultó perjudicado; las que pongan fin al proceso 
y las que se produzcan en la audiencia de juicio; en este último caso, sólo si 
participó en ella; así como que el tribunal de alzada declarará inadmisible el 
recurso cuando lo interponga una persona no legitimada para ello. En estas 
condiciones, si la víctima u ofendido interpone el recurso de apelación contra el 
auto de no vinculación a proceso, ese medio de impugnación es inadmisible por 
falta de legitimación del recurrente, si no se constituyó como coadyuvante del 
Ministerio Público, al no encontrarse ese auto dentro de las hipótesis previstas 
en el artículo 459 indicado, y afectar sólo indirectamente la reparación del daño. 
Registro: 2017502. Época: Décima Época. Instancia: Tribunales Colegiados de 
Circuito. Tipo de Tesis: Aislada. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Publicación: viernes 03 de agosto de 2018 10:11 h. Materia(s): (Penal). Tesis: 
XVI!.10.P.A.64 P (10a.). 
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En este sentido una de las consecuencias de la inasistencia de la víctima 


u ofendido a la audiencia intermedia es que no se le reconozca el carácter de 


coadyuvante, lo que prácticamente es solo formal sin repercusiones prácticas?*”, al 


31 


Vid. In extenso la tesis de jurisprudencia: Víctima u ofendido del delito. al tener 
reconocido el carácter de parte activa dentro del procedimiento penal, el juez, a 
fin de respetarle sus derechos de defensa y acceso a la justicia, debe llamarlo 
a éste para que intervenga directamente en todas sus etapas. Del análisis de 
los artículos 20, apartado C, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 173, fracción XIX, de la Ley de Amparo, se advierte el derecho 
de defensa en favor de la víctima u ofendido del delito, el cual comprende 
el derecho a recibir asesoría jurídica, ser informado de los derechos que en 
su favor establece la Constitución; y cuando lo solicite, del desarrollo del 
procedimiento penal, de coadyuvar con el agente del Ministerio Público, a 
ofrecer pruebas, tanto en la averiguación previa como en el proceso, a que se 
desahoguen las diligencias que correspondan, así como a intervenir en el juicio 
e interponer los recursos en los términos previstos en la ley. Lo anterior con el 
fin de acreditar tanto el delito como la responsabilidad penal del inculpado y, 
por ende, que se le garantice su derecho a la reparación del daño; es decir, el 
legislador le reconoció a la víctima u ofendido la calidad de parte activa dentro 
del procedimiento penal, el cual incluye la etapa de averiguación previa, como 
la del proceso judicial. En ese sentido, acorde con los preceptos mencionados, 
en relación con los artículos 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos y 14, numeral 1, del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, interpretados bajo el principio pro persona, reconocido en el párrafo 
segundo del artículo 10. de la Constitución Federal, el reconocimiento de la 
víctima u ofendido del delito como parte, no es simplemente en atención a que 
es uno de los sujetos que interviene en el proceso penal, sino por la posición 
que guarda frente a todas las etapas procedimentales, lo que de suyo implica 
que debe reconocérsele y garantizársele su derecho a ser oído durante todas 
las etapas del proceso penal respectivo; de ahí que tiene derecho a que se le dé 
intervención directa y activa durante todas las etapas del procedimiento, puesto 
que ello ha sido elevado a la categoría de derecho fundamental por el Poder 
Revisor de la Constitución, así como por los tratados internacionales suscritos 
por el Estado Mexicano. En consecuencia, si el legislador, atento a los principios 
y derechos humanos reconocidos constitucional y convencionalmente, otorgó 
a la víctima u ofendido del delito el carácter de parte, tanto en la averiguación 
previa, como en el proceso penal, quien tiene la oportunidad de comparecer a 
todas las audiencias a fin de defender sus intereses, es evidente que existe la 
obligación del juzgador para llamarlo al procedimiento penal, puesto que ese 
carácter lo tiene reconocido desde la etapa de averiguación previa y, solamente 
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poder ejercer idénticos derechos por ser parte procesa y deber contar con asistente 


victimal.?2 


32 


de esa manera, se le garantiza el derecho a intervenir dentro del proceso, ya 
sea para ofrecer pruebas en coadyuvancia con el agente del Ministerio Público, 
objetar las ofrecidas por la defensa del inculpado, formular alegatos e, inclusive, 
a interponer los recursos que establece la ley adjetiva de la materia, además de 
garantizársele su derecho a ser informado de las prerrogativas que en su favor 
establece la Constitución, y del desarrollo del procedimiento penal, lo que es 
acorde con los derechos de defensa y acceso a la justicia, contenidos en los 
artículos 17 y 20, apartado B, constitucionales. Época: Décima época. Registro: 
2014860. Instancia: Tribunales colegiados de circuito. Tipo de Tesis: Aislada. 
Fuente: Gaceta del semanario judicial de la federación. Libro 45, Agosto de 
2017, Tomo IV. Materia(s): Constitucional. Tesis: XX.10.P.C.5 P (10a.). Página: 
3229. 


Cfr. Pérez Daza, A.: Código nacional de procedimientos penales. Teoría y 
prácticas del proceso penal acusatorio. Tirant Lo Blanch. Ciudad México, 
México. 2016; p. 668. 
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VI. En resumen 


| derecho de inmediación del acusado en la audiencia intermedia implica su deber 

de presentarse a la actuación donde puede pedir la autorización de no estar en 

la sala, sino en un área donde pueda custodiar lo que acontezca y ser llamado 
cuando su presencia sea imprescindible. 


Por otro lado, la víctima y el asistente jurídico tienen derecho a faltar a la 
audiencia trayendo como consecuencia el que se les tenga por notificados de lo que 
ahí aconteció y pierdan el carácter formal de coadyuvante aunque continúan con 
todos sus derechos de parte. 


Finalmente, es imperativo para el juez, ministerio público y defensor, acudir y 
permanecer en la audiencia intermedia para que la misma tenga validez. 
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